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La Constitución de 1999 puede considerarse como el punto de 
culminación de la etapa contemporánea de desarrollo y consolidación 
del derecho público en Venezuela, que se inició con la promulgación 
de la Constitución de 1961, al comenzar el proceso de democratización 
del país y de conformación del Estado social y democrático de derecho. 
Durante las casi cuatro décadas de vigencia de este texto, el que más 
tiempo de duración ha tenido en toda la historia de nuestro constitu-
cionalismo, puede decirse que se configuraron los principios funda-
mentales del derecho público que derivaban de nuestro propio consti-
tucionalismo, y que recoge la Constitución de 1999. 

Esa etapa, sin duda, contó con el invalorable aporte doctrinal que 
se realizó, desde inicios de los años sesenta, desde el Instituto de Dere-
cho Público de la Universidad Central de Venezuela, en lo que fue la 
etapa más pujante e innovadora de esa institución; esfuerzo que luego 
se siguió, a partir de 1980, desde las páginas de la Revista de Derecho 

Público de la Fundación Editorial Jurídica Venezolana; y más reciente-
mente, además, desde las páginas de la Revista de Derecho Constitucional 

y la Revista de Derecho Administrativo de la Editorial Sherwood; así co-
mo de las actividades desplegadas desde la Fundación de Derecho Pú-
blico y de la Fundación Estudios de Derecho Administrativo (Funeda) 
establecida a comienzos de los noventa. 

La Constitución de 1999, así, puede decirse que recogió los princi-
pios fundamentales del derecho público que se fueron construyendo 
por la doctrina y la jurisprudencia durante las décadas de vigencia de 
la Constitución de 1961, los cuales pueden agruparse en los siguientes 
diez principios que se analizan en este estudio, que hemos preparado 
como homenaje a los Cien Números de la Revista de Derecho Público: en 
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primer lugar, el principio de la supremacía constitucional y de la aplica-
ción directa de la Constitución ; en segundo lugar, el principio de la 
formación del derecho por grados y de la jerarquía de los actos estata-
les; en tercer lugar, el principio de legalidad; en cuarto lugar, el principio 
de la distribución vertical del poder público; en quinto lugar, el princi-
pio de la separación orgánica de poderes; en sexto lugar, el principio del 
ejercicio inter orgánico de las funciones del Estado; en séptimo lugar, el 
principio del carácter inter funcional de los actos estatales; en octavo 
lugar, el principio del carácter inter orgánico de la Administración Pú-
blica; en noveno lugar, el principio del condicionamiento de los fines del 
Estado, como Estado democrático y social de derecho y de justicia; en 
décimo lugar, el principio de la responsabilidad del Estado y de los fun-
cionarios públicos; y en décimo primer lugar, el principio de la universa-
lidad del control judicial de los actos estatales. 

I. EL PRINCIPIO DE LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y DE 
LA APLICACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN 

El primero de los principios del derecho público establecidos en la 
Constitución de 1999, siguiendo los principios fundamentales de la or-
ganización del Estado esenciales al constitucionalismo moderno, es el 
de la supremacía constitucional regulado en forma expresa en el artícu-
lo 7, que precisa que “La Constitución es la norma suprema y el fun-
damento el ordenamiento jurídico”, a la cual quedan sujetos “todas las 
personas y los órganos que ejercen el Poder Público”1; constituyendo, 
además, como uno de los deberes constitucionales de los ciudadanos y 
funcionarios, el “cumplir y acatar” la Constitución (art. 131).  

                                         

1 Nos correspondió proponer en la Asamblea la consagración en forma expresa de 
dicho principio constitucional. Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, 
(Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, (9 septiembre-17 octubre 
1999), Fundación de Derecho Público-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1999, p. 
24. 
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Es indudable, por supuesto, que para que una Constitución sea 
efectivamente la ley suprema de una sociedad, debe ser producto de 
ella misma, del consenso de sus componentes y no de imposiciones. 
Las Constituciones impuestas por un grupo al resto de los integrantes 
de la sociedad, generalmente tienen, no sólo una precaria supremacía 
sino una duración limitada a la permanencia en el poder del grupo que 
la impuso.  

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo en sentencia de 9 de 
noviembre de 2000 ha destacado lo que considera un “hecho funda-
mental” aunque no siempre “evidente a simple vista”, que:  

La Constitución es suprema en tanto es producto de la autodeterminación de 
un pueblo, que se la ha dado a sí mismo sin intervención de elementos exter-
nos y sin imposiciones internas. Así, la Constitución viene a ser, necesaria-
mente, la norma fundamental a la cual se encuentran vinculadas las múltiples 
formas que adquieren las relaciones humanas en una sociedad y tiempo de-
terminados2. 

Esta idea de la Constitución como norma suprema y fundamento 
del ordenamiento jurídico, conforme a una tradición normativa que se 
remonta al texto de la Constitución de 1811, se acompaña con la pres-
cripción expresa de la obligatoriedad de sus normas para todos los ór-
ganos que ejercen el Poder Público y los particulares. Por eso la Sala 
Constitucional en la misma sentencia citada ha señalado que de la su-
premacía deriva que:  

Que la Constitución ostente, junto con el ordenamiento jurídico en su totali-
dad, un carácter normativo inmanente; esto es, un deber ser axiológico asu-
mido por la comunidad como de obligatorio cumplimiento, contra cuyas in-
fracciones se activen los mecanismos correctivos que el propio ordenamiento 
ha creado. La Constitución, también, sin que pueda ser de otro modo, impone 

                                         

2  Sentencia de la Sala Constitucional Nº 1347 de 9 de noviembre de 2001, en Revista de 
Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, p. 
265. 
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modelos de conducta encaminados a cumplir pautas de comportamiento en 
una sociedad determinada3. 

La consecuencia de la consagración expresa del principio de la su-
premacía constitucional es, por una parte, la previsión en el propio tex-
to constitucional, de todo un sistema para la protección y garantía de 
esa supremacía constitucional frente a las leyes a través del control de 
su constitucionalidad, lo cual, sin duda, constituye uno de los pilares 
fundamentales del constitucionalismo contemporáneo y del Estado de 
Derecho4. Entre ellos está por una parte, la previsión del control difuso 
y concentrado de la constitucionalidad de las leyes5; y por la otra, la 
obligación de todos los jueces de asegurar la integridad de la Constitu-
ción (art. 334).  

Ahora bien, en materia de derechos humanos, el principio de la 
supremacía constitucional cede ante las normas de los tratados, pactos 
y convenciones internacionales relativos a derechos humanos, suscritos 
y ratificados por Venezuela, los cuales también tienen jerarquía consti-
tucional, pero que incluso prevalecen en el orden interno, conforme lo 
establece el artículo 23 de la propia Constitución, “en la medida en que 
contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las esta-
blecidas en esta Constitución y en las leyes de la República”, siendo 
además “de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás 
órganos del Poder Público”. 

Sobre esta norma que le otorga rango constitucional e incluso su-
pra constitucional a esos instrumentos internacionales, la Sala Consti-
tucional del Tribunal Supremo, ha puntualizado en sentencia Nº 1942 
                                         

3  Idem, p. 264. 
4 Véase Allan R. Brewer-Carías, Evolución Histórica del Estado, Tomo I, Instituciones Po-

líticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezo-
lana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 47 y ss. 

5 Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Justicia Constitucional, Tomo VII, Institucio-
nes Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1997, 658 pp. 
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de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de diversos artículos del Código 

Penal), que del artículo 23 constitucional se desprenden dos elementos 
claves:  

1) Se trata de derechos humanos aplicables a las personas naturales; 2) Se re-
fiere a normas que establezcan derechos, no a fallos o dictámenes de institu-
ciones, resoluciones de organismos, etc., prescritos en los Tratados, sino sólo a 
normas creativas de derechos humanos... Repite la Sala, que se trata de una 
prevalencia de las normas que conforman los Tratados, Pactos y Convenios 
(términos que son sinónimos) relativos a derechos humanos, pero no de los 
informes u opiniones de organismos internacionales, que pretendan interpre-
tar el alcance de las normas de los instrumentos internacionales.  

La Sala, por lo demás, reivindicó en la materia su carácter de 
máximo y último interprete de la Constitución y de los Tratados, Pac-
tos y Convenios sobre derechos humanos los cuales por adquirir jerar-
quía constitucional e integrarse a la Constitución vigente, “el único ca-
paz de interpretarlas, con miras al Derecho Venezolano, es el juez cons-
titucional, conforme al artículo 335 de la vigente Constitución, en espe-
cial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es la Sala 
Constitucional, y así se declara”. De allí la Sala señaló que “es la Sala 
Constitucional quien determina cuáles normas sobre derechos humanos 
de esos tratados, pactos y convenios, prevalecen en el orden interno; al 
igual que cuáles derechos humanos no contemplados en los citados ins-
trumentos internacionales tienen vigencia en Venezuela”. 

En realidad, debe señalarse que esa potestad no sólo corresponde 
a la Sala Constitucional, sino a todos los tribunales de la República 
cuando actúen como juez constitucional, por ejemplo, al ejercer el con-
trol difuso de la constitucionalidad de las leyes o al conocer de acciones 
de amparo.  

La posición de la Sala en esa sentencia, en todo caso, fue una in-
admisible reacción contra los órganos jurisdiccionales de orden inter-
nacional en materia de derechos humanos, invocando el principio de la 
supremacía constitucional, pero ignorando la propia disposición cons-
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titucional que garantiza la prevalencia de las normas internacionales 
sobre derechos humanos si contienen disposiciones más favorables que 
las previstas en la propia Constitución. En ese orden de ideas, la Sala 
ha señalado sobre su propia competencia, que: 

No puede quedar disminuida por normas de carácter adjetivo contenidas en 
Tratados ni en otros textos Internacionales sobre Derechos Humanos suscri-
tos por el país, que permitan a los Estados partes del Tratado consultar a or-
ganismos internacionales acerca de la interpretación de los derechos referidos 
en la Convención o Pacto, como se establece en el artículo 64 de la Ley Apro-
batoria de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San 
José, ya que, de ello ser posible, se estaría ante una forma de enmienda consti-
tucional en esta materia, sin que se cumplan los trámites para ello, al dismi-
nuir la competencia de la Sala Constitucional y trasladarla a entes multina-
cionales o transnacionales (internacionales), quienes harían interpretaciones 
vinculantes. 

Agregó la Sala, además, que a las decisiones de los organismos se 
les dará cumplimiento en el país, conforme a lo que establezcan la 
Constitución y las leyes, siempre que ellas no contraríen la supremacía 
constitucional (Art. 7); pero:  

Si un organismo internacional, aceptado legalmente por la República, ampa-
rara a alguien violando derechos humanos de grupos o personas dentro del 
país, tal decisión tendría que ser rechazada aunque emane de organismos in-
ternacionales protectores de los derechos humanos. Es posible que si la Re-
pública así actúa, se haga acreedora de sanciones internacionales, pero no por 
ello los amparos o los fallos que dictaran estos organismos se ejecutarán en el 
país, si ellos resultan violatorios de la Constitución de la República y los dere-
chos que ella garantiza6.  

Por otra parte, el principio de la supremacía constitucional siem-
pre ha estado acompañado en Venezuela, del principio de la aplicación 
directa e inmediata de las normas constitucionales, en el sentido de que 

                                         

6  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2003. (En prensa). 
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la Constitución debe considerarse como una norma con de fuerza coac-
tiva inmediata y por sí misma7, que crea derechos y obligaciones direc-
tamente ejercibles y exigibles. Como lo ha señalado la Sala Constitu-
cional en sentencia Nº 963 de 5 de junio de 2001 (Caso: José A. Guía y 
otros vs. Ministerio de Infraestructura), en relación con el carácter norma-
tivo de la Constitución, del cual puede inferirse que la misma: 

[Es] un instrumento con aliento jurídico que vincula, en grado a la naturaleza 
del precepto aplicable, tanto a los órganos del Poder Público como a los parti-
culares; en segundo lugar, que la propia Constitución otorga o impone situa-
ciones jurídicas constitucionales -según se trate de derechos o deberes- con re-
ferencia a valores indispensables al aseguramiento de la libertad, la igualdad 
y la dignidad humanas; y finalmente, que la Constitución ha diseñado un sis-
tema garantizador de tales situaciones jurídicas constitucionales, en el cual el 
Poder Judicial juega un papel de primer orden8. 

Esto tiene particular importancia precisamente en materia de de-
rechos humanos, respecto de los cuales la jurisprudencia de la antigua 
Corte Suprema de Justicia ya había establecido que no cabían las lla-
madas cláusulas programáticas. Esto se ha ratificado expresamente en 
el artículo 22 de la Constitución al disponer que la falta de ley regla-
mentaria de los derechos humanos no menoscaba el ejercicio de los 
mismos. Sobre ello, sin embargo, la Sala Constitucional, reservándose 
en forma inapropiada la justiciabilidad de ciertos derechos, ha señala-
do que: 

Las normas constitucionales tienen vigencia plena y aplicación directa, y que 
cuando las leyes no han desarrollado su ejercicio y se requiere acudir a los 
tribunales de justicia, debido a la aplicación directa de dichas normas, es la 
jurisdicción constitucional, representada por esta Sala Constitucional, la que 
conocerá de las controversias que surjan con motivo de las normas constitu-

                                         
7 Ibídem, pp. 501 a 505. 
8  Véase Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, 

p. 447. (En prensa). 
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cionales aun no desarrolladas legislativamente, hasta que las leyes que regu-
lan la jurisdicción constitucional, decidan lo contrario9. 

En todo caso, en cuanto a los preceptos orgánicos de la Constitu-
ción, es decir, las normas relativas a los órganos de los Poderes Públi-
cos y sus competencias, la Sala Constitucional, también los ha conside-
rado como de vigencia inmediata, no siendo necesaria la sanción pre-
via de las leyes que desarrollen lo dispuesto en la Constitución, para 
que tengan efectividad. Así lo sostuvo en sentencia Nº 1 de 20 de enero 
de 2000 (Caso: Emery Mata Millán), al expresar que 

Los preceptos orgánicos son de inmediata aplicación por todos los poderes 
públicos, y, en particular, por los órganos a los que la disposición constitucional se 
refiere. Existan o no las normas que desarrollen la regulación constitucional, ésta es 
plenamente eficaz por si misma y, por lo tanto, establece pautas para el funciona-

miento del órgano al que se refiera la norma constitucional10. 

En definitiva, la Sala Constitucional ha estimado que siendo la 
Constitución es un “sistema de normas”, ello: 

Conduce a descartar la reapertura de la discusión acerca del carácter progra-
mático de las disposiciones que la integran, no podría considerarse como un 
documento político contentivo de “programas”, que sólo podrían ser ejecuta-
dos una vez que éstos se hicieren operativos mediante el proceso legislativo, 
por tanto, considera esta Sala, que no se requiere la intermediación de la le-
gislación para ser aplicada directamente... De esta manera, sería inaceptable 
calificar una norma como programática por no haberse promulgado legisla-
ción que la desarrolle, dado que en definitiva sería negar la aplicación de una 
disposición constitucional11. 

                                         
9  Véase sentencia Nº 332 de 14-03-2001 (Caso: INSACA vs. Ministerio de Sanidad y Asis-

tencia Social), en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Ca-
racas, 2001, p. 492. (En prensa). 

10  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezola-
na, Caracas 2000, p. 226. 

11  Véase sentencia de la Sala Constitucional Nº 51 de 19-05-2000, Revista de Derecho Públi-
co, Nº 82, (abril-junio), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 139-141. 
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II. EL PRINCIPIO DE LA FORMACIÓN DEL DERECHO POR GRA-
DOS 

1.  La Constitución como fuente del ordenamiento jurídico y el sistema 

jerarquizado del ordenamiento jurídico 

En todos los ordenamientos jurídicos modernos puede encontrarse 
una distinción entre, por una parte, las normas que integran la Consti-
tución en sí misma, como derecho positivo superior; y por la otra, las 
normas que son sancionadas por una autoridad con poderes derivados 
de la Constitución. En otras palabras, particularmente en aquellos sis-
temas con Constituciones escritas, siempre puede establecerse una dis-
tinción entre la norma constitucional y legislación ordinaria; y luego, 
entre la legislación y las normas dictadas en ejecución de la misma; 
pudiendo decirse que las normas que integran el ordenamiento jurídi-
co siempre se organizan deliberada o espontáneamente en forma jerár-
quica, de manera que existen normas en un nivel superior que siempre 
prevalecen sobre otras normas de nivel inferior.  

De lo anterior, deriva el segundo principio fundamental del dere-
cho público en la Constitución de 1999: el de la formación del derecho 
por grados. 

Este principio tiene su origen en la teoría de Hans Kelsen sobre los 
sistemas jurídicos como una jerarquía de normas, lo cual permite de-
terminar la relación jerárquica que existe entre el conjunto normas o de 
reglas de derecho que forman el ordenamiento. En esta forma, cada 
norma del mismo normalmente deriva de otra, y esta cadena de deri-
vaciones tiene su vértice preciosamente en un Grundnorm o Constitu-
ción, que constituye la última razón que justifica la existencia de todas 
las normas del sistema. 
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Al hablar de derivación, Kelsen se refirió al modo en que se crean 
las normas, en el sentido de que una norma siempre es creada confor-
me al poder establecido por otra norma12. En este sentido expresó: 

Una pluralidad de normas constituye una unidad, un sistema o un orden, 
cuando en el análisis final, su validez depende de una norma o ley única. Esta 
norma fundamental es la fuente común de validez de todas las normas que 
pertenecen al mismo orden y que forma su unidad. En esta forma, una norma 
pertenece a un orden dado cuando sólo existe la posibilidad de hacer que su 
validez dependa de la norma fundamental que es la base de tal orden13. 

Esta teoría de sistematización gradual del ordenamiento jurídico 
en forma jerárquica, con la Constitución en la cúspide, fue desarrollada 
en el campo del derecho administrativo por Adolf Merkl14; de la misma 
llamada "Escuela de Viena", y la misma proporciona un buen método 
de orden lógico para construir un sistema que contentivo de los diver-
sos niveles normativos del ordenamiento jurídico de cualquier Estado 
contemporáneo. También suministra una explicación lógica para de-
terminar la validez formal de cada uno de esos niveles normativos. 

En efecto, el derecho positivo de cualquier Estado consiste no sólo 
en las leyes como actos formales emanados del Parlamento, sino tam-
bién en otros actos normativos, como los decretos leyes, los reglamen-
tos y los principios generales del derecho. Todos estos preceptos que 
hacen que el ordenamiento jurídico se aplique en un momento deter-
minado, no sólo tienen orígenes diferentes sino también diferentes je-
rarquías o grados, de manera que no pueden considerarlas como nor-

                                         

12  H. Kelsen, General theory of Law and State, trans. Wedberg, rep. 1901, pp. 110 y 
ss. 

13  H. Kelsen,  Teoría pura del Derecho, Buenos Aires, 1981, p. 135. 
14  Véase A. Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Madrid, 1935, pp. 7-62. 

Véase también H. Kelsen, "La garantie juridiccionnelle de la Constitution (La Jus-
tice constitutionnelle)", Revue du Droit Public et de la Science Politique en France et a 
l’étranger, París 1928, pp. 197-257. 
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mas coordinadas situadas en yuxtaposición15. Al contrario, todo orde-
namiento jurídico tiene una estructura jerarquizada con sus normas 
distribuidas en diferentes niveles, más o menos una sobre la otra.     
Dentro de esta jerarquía, necesariamente debe haber una conexión 
formal entre las normas, pues están orgánicamente relacionadas, a pe-
sar de sus orígenes y características diferentes. 

En consecuencia, el ordenamiento jurídico no puede ser interpre-
tado como un mero agregado de componentes inorgánicos y desorde-
nados, o simplemente como una mera yuxtaposición causal de normas. 
Al contrario, para poder comprender a cabalidad el ordenamiento jurí-
dico de un Estado, todos esos componentes deben organizarse en for-
ma jerárquica, de manera que formen un sistema jurídico, con diferen-
tes tipos de normas unificadas y relacionadas. En otras palabras, deben 
responder a un orden sistemático, con relaciones de coordinación y 
dependencia entre las diferentes partes, partiendo de la existencia de 
una base común de validez, bajo la forma de una ley fundamental y 
superior (Constitución), de manera que la creación de una norma legal 
siempre se basa en otra norma legal.  

Por ejemplo, la sanción de leyes ordinarias o actos del Parlamento 
están regulados por la Constitución; la decisión respecto de quién debe 
reglamentar las leyes y la forma en que debe hacerse, está regulada por 
algunas leyes formales. Además, las decisiones judiciales y las actua-
ciones de los tribunales están sujetas a normas legales anteriores esta-
blecidas en leyes formales y en reglamentos. Asimismo, la validez de 
las normas o actos administrativos está establecida en las leyes ordina-
rias, en los reglamentos y así sucesivamente. 

Con este método, en consecuencia, en el análisis global del orde-
namiento jurídico, se puede establecer una distinción entre aquéllos 
actos de Estado que se dictan en ejecución directa e inmediata de la 

                                         

15  H. Kelsen, Teoría pura…, cit., p. 147. 
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Constitución, es decir, que son dictados directamente en ejercicio de 
poderes constitucionales, y aquéllos cuya ejecución no está directamen-
te relacionada con la Constitución y que se dictan en ejercicio directo 
de poderes establecidos en normas de derecho inferiores a la Constitu-
ción.  Estos son actos de ejecución directa e inmediata de la legislación 
y de ejecución indirecta y mediata de la Constitución.  

2.  La formación del derecho por grados en la Constitución de 1999  

Este principio de la formación del derecho por grados, es uno de 
los principios fundamentales del derecho público que adopta la Consti-
tución de 1999; conforme a la cual todas las actuaciones del Estado de-
rivan de la ejecución de la Constitución como norma suprema, en for-
ma escalonada y sucesiva, configurándose entonces dos tipos de acti-
vidades estatales: aquéllas que derivan de la ejecución directa e inme-
diata de la Constitución; y aquellas que son de ejecución directa e in-
mediata de la Legislación y, por tanto, de ejecución indirecta y mediata 
de la Constitución16.  

En efecto, partiendo de la consideración de Constitución como 
norma suprema y como fundamento del ordenamiento jurídico, como 
lo declara incluso su artículo 7, hay actividades que realizan determi-
nados órganos del Estado en cumplimiento de atribuciones estableci-
das directa y exclusivamente en la Constitución, sin que exista o pueda 
existir otro acto estatal de ejecución directa e inmediata de la Constitu-
ción, como las leyes, que las regulen y que se interponga entre la Cons-
titución y la actividad. Por ejemplo, la actividad legislativa o la activi-
dad de gobierno. Además, hay otras actividades de los órganos del Es-

                                         

16  Véase sobre el sistema jerarquizado o graduado del orden jurídico en el orden cons-
titucional venezolano Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Edi-
ciones de la Facultad de Derecho, Caracas, 1975, pp. 373 y ss.; Evolución Histórica del 
Estado, Tomo VI de Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del 
Táchira-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas,-San Cristóbal 1996, pp. 107-117 
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tado que se realizan en cumplimiento de atribuciones establecidas no 
sólo en la Constitución sino también en las leyes, donde por principio 
existe o puede y debe existir un cuerpo legislativo que las regule. Por 
ejemplo, la actividad judicial y, precisamente, la actividad administra-
tiva.  

Las primeras, es decir, las actividades realizadas en ejecución     
directa e inmediata de la Constitución, precisamente por ello, sólo es-
tán y pueden estar sometidas a lo que dispone el texto fundamental, no 
teniendo competencia el Legislador para regularlas mediante leyes; las 
segundas, en cambio, son actividades realizadas en ejecución directa e 
inmediata de la legislación e indirecta y mediata de la Constitución, las 
cuales, precisamente por ello, además de estar sometidas al texto fun-
damental (como toda actividad estatal), están sometidas a las regula-
ciones establecidas, además de en la Constitución, en las leyes y en las 
otras fuentes del derecho.  

Las primeras por otra parte, dada la ejecución directa e inmediata 
de la Constitución, sólo están sometidas al control de constitucionali-
dad a cargo de la Jurisdicción Constitucional que corresponde a la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo (Arts. 334, 336,2 y 4); las segun-
das, en cambio, están sometidas al control de constitucionalidad y de 
legalidad que corresponden a las otras Jurisdicciones del Poder Judi-
cial, tanto a las ordinarias, como sucede con las apelaciones y la Casa-
ción en lo que concierne a la actividad judicial; como a la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa y a la Jurisdicción Contencioso-Electoral 
(Arts. 259, 297) cuando se trata de actividades administrativas.  

Las actividades administrativas, por tanto y por esencia, constitu-
yen actividades estatales que se realizan siempre en ejecución directa e 
inmediata de la legislación y por tanto, en ejecución indirecta y media-
ta de la Constitución; y precisamente por ello se dice que esencialmen-
te son de carácter sublegal, aún cuando en un momento dado no se 
haya dictado la legislación correspondiente que las regule en concreto. 
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Lamentablemente, este principio fundamental del constitucionalismo 
venezolano, fue violentado por la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, para justificar su competencia exclusiva para contro-
lar la actividad administrativa desarrollada por el Consejo Supremo 
Electoral, en lo que se refiere a los actos administrativos dictados en 
relación con el proceso de referendo revocatorio del mandato del Pre-
sidente de la República, realizado durante el año 2004, impidiendo así 
a la Sala Electoral ejercer sus competencias constitucionales de control 
de dicha actividad17.  

Lo que en ningún momento puede confundirse es el principio de 
que hay “normas constitucionales de aplicación directa e inmediata”, 
como por ejemplo aquellas que atribuyen competencia a los órganos 
del Estado y aquellas que declaran derechos y garantías constituciona-
les; con el principio de “los actos que se dictan en ejecución directa e 
inmediata de la Constitución”. Es decir, una cosa es el principio de la 
aplicación directa e inmediata de las normas constitucionales que en 
materia de derechos fundamentales o de competencia de los órganos 
del Poder Público, no requieren (pero no excluyen) la existencia previa 
de leyes para poder ser aplicadas; y otra cosa es el rango que tiene los 
diversos actos dictados por los órganos en ejercicio del Poder Público 
en ordenamiento jurídico, en relación con la Constitución, en el sentido 
de que algunos son dictados en ejecución directa e inmediata de la 

                                         

17  Véase la sentencia de avocamiento el Nº 566 el 12 de abril de 2004 (Caso: Julio Borges, 
César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge Sucre Castillo, Ramón José Medina Y Gerardo 
Blyde vs. Consejo Nacional Electoral) con motivo de la impugnación de la Resolución 
Nº 040302-131 de 2 de marzo de 2004  del Consejo Nacional Electoral, mediante la 
cual dicho órgano informó sobre resultados preliminares de la verificación de las so-
licitudes y firmas en el procedimiento revocatorio iniciado en relación con el Presi-
dente de la República, y de un Instructivo del mismo Consejo Nacional Electoral so-
bre el tratamiento por el comité técnico superior de las firmas de caligrafía similar o renglones 
de planillas llenadas por la misma persona. Véanse los comentarios en Allan R. Brewer-
Carías, La Sala Constitucional vs. El Estado democrático de derecho (El secuestro del Poder 
Electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supremo y la confiscación del derecho a la parti-
cipación política), Caracas, 2004.  
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Constitución (rango legal) no siendo posible su regulación por ley, y 
otros lo son en ejecución directa e inmediata de la legislación e           
indirecta y mediata de la Constitución pudiendo esencialmente ser re-
gulados por la ley (rango sublegal)18. Por ello es que los actos dictados 
en ejecución directa e inmediata de la Constitución, es decir, de rango 
legal conforme a la teoría de la formación escalonada del orden jurídi-
co, están sometidos al control de constitucionalidad por parte de la Sa-
la Constitucional (Jurisdicción constitucional), ya que no son actos en 
cuya emisión el órgano respectivo pueda estar condicionado por ley 
alguna. En cambio, los de carácter sublegal, están sometidos no sólo a 
la Constitución sino a la ley, y por eso es que su control corresponde a 
la Jurisdicción contencioso administrativa y en su caso, a la Jurisdic-
ción contencioso electoral. 

De lo anterior resulta, que toda actividad administrativa es, ante 
todo, desde el punto de vista formal, una actividad que siempre es de 
carácter sublegal, es decir, de ejecución directa e inmediata de la legis-
lación (así las leyes reglamentarias correspondientes no se hayan dic-
tado) y de ejecución indirecta y mediata de la Constitución. Por su-
puesto, también las actividades judiciales son siempre de carácter sub-
legal, siendo la diferencia entre una y otra de carácter orgánico, en el 
sentido que las actividades judiciales siempre las realizan órganos au-
tónomos e independientes en ejecución de la función jurisdiccional, 
como lo son los órganos que ejercen el Poder Judicial.  

                                         

18  Lamentablemente, la Sala Constitucional en la citada sentencia Nº 566 el 12 de abril 
de 2004 (Caso: Julio Borges, César Pérez Vivas, Henry Ramos Allup, Jorge Sucre Castillo, 
Ramón José Medina Y Gerardo Blyde vs. Consejo Nacional Electoral) para impropiamente 
atribuirse una competencia que no tenía confundió la noción de “actos estatales dic-
tados en ejecución directa e inmediata de la Constitución”, con las “normas constitu-
cionales de aplicación directa e inmediata”. Se insiste, los primeros, los actos de “eje-
cución directa e inmediata de la Constitución” no sólo no requieren de ley alguna 
que los regule, sino que constitucionalmente no podría dictarse ley alguna que se in-
terponga entre la norma constitucional y el acto estatal que se dicte. 
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3. Los actos estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la 

Constitución (actos de rango legal) 

Los actos estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución son los actos legislativos, los decretos leyes y los actos de 
gobierno. 

La actividad legislativa está conformada en efecto, por los actos 
legislativos, que son las leyes (Arts. 187,1 y 203) y los actos parlamenta-
rios sin forma de ley (actos privativos e interna corporis) (Art. 187). Las 
leyes, incluso, son formalmente definidas en la Constitución, como los 
actos sancionados por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador 
(Art. 203).  

También pueden considerarse como actos con rango y valor de ley 
los decretos leyes o decretos con fuerza de ley, dictados por el Presi-
dente de la República previa autorización por una ley habilitante (Arts. 
203; 236, 8); los dictados en materia de organización ministerial (Art. 
236,20) y los dictados en estado de excepción (arts.236,7; 337). 

Los actos del gobierno, por su parte, son los actos dictados por el 
Presidente de la República en ejercicio sólo de atribuciones constitu-
cionales19, y que por ello, no pueden estar regulados o limitados por la 
Asamblea Nacional mediante leyes. Es el caso, por ejemplo, del nom-
bramiento del Vicepresidente Ejecutivo, de la concesión de indultos, de 
la convocatoria de la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias, y 
de la disolución de la Asamblea Nacional (Art. 236,3,9,19,21).  

Todos estos actos estatales pueden clasificarse según tengan o no 
el mismo valor que las leyes. 

                                         

19   Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios sobre la doctrina del acto de gobierno, del 
acto político, del acto de Estado y de las cuestiones políticas como motivo de inmu-
nidad jurisdiccional de los Estados en sus Tribunales nacionales”, en Revista de Dere-
cho Público, Nº 26, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, abril-junio 1986, pp. 65-68. 
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4. Los actos estatales dictados en ejecución indirecta y mediata de la 

Constitución (actos de rango sub legal):  Los actos administrativos y 

los actos judiciales 

Pero, en la sistematización formal del ordenamiento jurídico,      
dentro de este sistema graduado de producción de normas, salvo todos 
los actos dictados en ejecución directa de la Constitución, los demás 
órganos del Estado, particularmente los que realizan actividades ad-
ministrativas, de control y judiciales, estas se ejercen, no en ejecución 
directa de las normas constitucionales sino más bien, en ejecución      
directa de la "legislación", es decir, de las leyes formales o los actos del 
Parlamento, incluso, de los actos de gobierno o los decretos leyes dic-
tados por los órganos constitucionales competentes, a su vez en ejecu-
ción directa de la Constitución. 

En esta forma, todas las actividades administrativas y judiciales  
originan actos dictados en ejecución directa e inmediata de la "legisla-
ción", y en ejecución indirecta e mediata de la Constitución; es decir, 
son  actos de carácter sublegal. 

III.  EL PRINCIPIO DE LA LEGALIDAD (EL ESTADO DE DERE-
CHO) 

Siguiendo la configuración que había establecido la constitución 
de 196120, la Constitución de 1999 formalmente declaró al Estado vene-
zolano como un Estado de derecho (además de democrático y social y 
de justicia) (Art. 2), lo que implica ante todo, la necesaria sumisión de 
todas las actuaciones de los órganos del Estado al ordenamiento jurídi-
co preestablecido, compuesto no sólo por la Constitución y las leyes, 
sino por el conjunto de reglamentos y normas dictados por las autori-

                                         

20   Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Cambio político y reforma del Estado en Vene-
zuela. Contribución al estudio del Estado democrático y social de derecho, Editorial Tecnos, 
Madrid 1975. 
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dades competentes. De ello deriva el principio de la legalidad, que en 
relación con los órganos de la Administración Pública les impone la 
obligación de actuar con arreglo a lo establecido en la ley y las otras 
normas jurídicas que regulan su actividad21. 

Como lo ha puntualizado la Sala Constitucional del Tribunal Su-
premo de Justicia, en sentencia Nº 85 de 24-01-2002 (Caso: Deudores 

hipotecarios vs. Superintendencia de Bancos): 

El poder se ejerce únicamente a través de normas jurídicas, por lo que la ley 
regula toda la actividad Estatal y en particular la de la administración; y parte 
de la esencia del concepto consiste en el control judicial de la legalidad desde 
lo que se va a considerar la norma suprema: la Constitución la cual encabeza 
una jerarquía normativa, garantizada por la separación de poderes. Tal con-
cepción está recogida en la vigente Constitución, donde toda la actividad Es-
tatal está regida por la ley: leyes que emanan del Poder Legislativo y otros 
Poderes, y reglamentos que dicta el Poder Ejecutivo, sin que estos últimos 
puedan contradecir la letra o el espíritu de la ley; mientras que la constitucio-
nalidad es controlada judicialmente mediante el control difuso o el control 
concentrado de la Constitución22.  

Por ello, el tercer principio fundamental del derecho público en la 
Constitución de 1999, es el de la sumisión de todos los órganos del Es-
tado al derecho o a la legalidad, integrada ésta tanto por la norma su-
prema que es la Constitución (art. 7), como por todas las demás fuentes 
del ordenamiento jurídico y que se aplican a los diversos órganos del 
Estado, conforme al clásico principio de la formación del Derecho por 
grados.  

En tal sentido, el artículo 137 recoge la clásica formula de nuestro 
constitucionalismo, al establecer que “la Constitución y las leyes defi-

                                         

21. Véase Antonio Moles Caubet, El principio de legalidad y sus implicaciones, Universidad 
Central de Venezuela, Facultad de Derecho, Publicaciones del Instituto de Derecho 
Público, Caracas, 1974.  

22  Véase en Revista de DerechoPúblico, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2002 (En prensa). 
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nen las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a las 
cuales deben sujetarse las actividades que realicen”; y el artículo 141 al 
precisar los principios que rigen la Administración Pública establece 
que debe actuar “con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 

Por tanto, conforme a este principio de sumisión del Estado a la 
ley y al derecho, es decir, el principio de legalidad, todas las activida-
des de los órganos del Estado, y de sus autoridades y funcionarios, de-
ben realizarse conforme a la ley y dentro de los límites establecidos por 
la misma.  

Pero por supuesto, "legalidad", en el derecho constitucional con-
temporáneo, no es sólo la sumisión a la "ley formal" como acto sancio-
nado por el Legislador, como sucedía en el Siglo XIX con respecto a las 
acciones administrativas y como consecuencia del principio de la su-
premacía de la ley, sino que quiere decir sumisión al ordenamiento ju-
rídico, incluyendo a la Constitución y a otras fuentes de derecho. 
Además, en el mundo contemporáneo, el principio de legalidad no só-
lo se refiere a la sumisión de todos los órganos del Estado a las normas 
que regulan su funcionamiento. . 

Ahora bien, hay dos aspectos que deben retenerse de lo dicho an-
teriormente: en primer lugar, que el principio de legalidad, en el con-
texto del Estado de derecho, se refiere específicamente a todos los ór-
ganos y poderes del Estado, y no sólo a uno, básicamente al Poder Eje-
cutivo o a la Administración Pública. En consecuencia, en un Estado 
con Constitución escrita, el órgano legislativo también está limitado 
por el “principio de legalidad”, en el sentido de que sus actividades 
están constitucionalmente limitadas por lo que, en muchos países pue-
den ser objeto de control judicial o jurisdiccional. 

En segundo lugar, que en la expresión "principio de legalidad", el 
término "ley" debe entenderse en el sentido más amplio de "ordena-
miento jurídico", y no en el sentido formal de acto emanado del Parla-
mento, por lo que comprende la Constitución en sí misma, las leyes 
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formales y todas las otras normas del ordenamiento jurídico confor-
madas en un sistema legal que deriva de la Constitución en forma esca-
lonada y jerarquizada. 

En consecuencia, este principio de legalidad, principalmente en 
sistemas legales con Constituciones escritas, implica por supuesto, no 
sólo que los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo o más ampliamente 
la Administración Pública estén sujetos a las normas de derecho, sino 
que los otros órganos del Estado, incluyendo los órganos legislativos, 
también estén sujetos a las normas de derecho. En consecuencia, lo que 
constituyen las normas de derecho en relación a cada órgano del Esta-
do, varía y tiene un ámbito diferente dependiendo de la posición que 
tiene cada norma o acto del Estado en el sistema jurídico jerarquizado. 
Por ello, para el Legislador, legalidad quiere decir constitucionalidad o 
sumisión a la Constitución, igual que para el Jefe de Estado con respec-
to a los actos de gobierno. En ambos casos, dichos actos se adoptan en 
ejecución directa e inmediata de la Constitución, sin la interferencia de 
actos del Parlamento, en forma tal que sólo están subordinados a la 
Constitución y no puede en general haber ley alguna que los condicio-
ne. 

En todo caso, además de los actos dictados en ejecución directa e 
inmediata de la Constitución, en los sistemas legales graduados que 
han dado origen a los sistemas de control judicial o jurisdiccional de la 
constitucionalidad, es evidente que el principio de legalidad, por su 
ámbito, desempeña un papel mucho más importante en el segundo ni-
vel de ejecución del ordenamiento jurídico, es decir, en aquellos actos 
del Estado dictados en ejecución directa e inmediata de la legislación, o 
en ejecución indirecta y mediata de la Constitución. Aquí, el principio 
de legalidad se ha desarrollado en el pleno sentido de la palabra, parti-
cularmente con referencia a la Administración Pública, dando origen al 
control judicial o jurisdiccional de la legalidad de los actos administra-
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tivos (Jurisdicción contencioso-administrativa), y por consiguiente, al 
derecho administrativo.  

En cuanto a los órganos de los poderes judicial, ejecutivo, ciuda-
dano o electoral, en cambio, el principio de legalidad tiene un sentido 
más amplio, pues incluye no sólo la Constitución, sino también a todos 
los actos del Estado con carácter general y normativo, y particularmen-
te, los de rango "legislativo". En estos se incluye, además de los actos 
del Parlamento o leyes formales, todos los demás actos del Estado dic-
tados con la misma fuerza legal, como por ejemplo, los decretos-leyes y 
los actos de gobierno emanados del Jefe de Estado conforme a los po-
deres constitucionales. En el principio de legalidad relacionado con los 
poderes ejecutivo, ciudadano y electoral también se incluyen todas las 
demás normas legales que limitan la acción administrativa, así como 
los principios generales del derecho que deben ser observados por los 
órganos de la Administración Pública. De allí que en los sistemas de 
derecho público contemporáneos, el principio de legalidad en relación 
con la acción ejecutiva y administrativa, haya tenido, una mayor im-
portancia. 

En consecuencia, en un Estado de derecho, el grado de sumisión 
de la Administración Pública al principio de la legalidad, es de mayor 
ámbito que el de la sumisión a las normas de derecho por parte de los 
órganos constitucionales del Estado. La Asamblea o el Parlamento es-
tán sometidos a la Constitución e, incluso, el Jefe de Estado o de Go-
bierno, cuando dicta actos de gobierno sólo está sometido en general, a 
la Constitución; mientras que los órganos y las autoridades administra-
tivas están envueltos en un área de legalidad de mayor ámbito puesto 
que están sometidos a la "legislación", la cual ejecutan. Esta es la razón 
por la cual, en este campo, el principio de legalidad tomó el significado 
que normalmente tiene en relación a la actividad administrativa del 
Estado contemporáneo. 
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La consecuencia de los principios de supremacía constitucional y 
de legalidad, en Venezuela ha sido el establecimiento de un sistema 
jurídico de carácter universal y cerrado en materia de control judicial, 
en el sentido que ninguno de los actos estatales puede escapar al con-
trol del Tribunal Supremo de Justicia y de los demás tribunales que 
controlan la constitucionalidad (art. 336) y la legalidad de los mismos 
(arts. 259, 297). El control judicial de los actos estatales conforme a la 
Constitución, por tanto, además de corresponder a las jurisdicciones 
ordinarias, en particular, corresponde a la Jurisdicción Constitucio-
nal23,  y a la Jurisdicción Contencioso Administrativa24.  

IV. EL PRINCIPIO DE LA DISTRIBUCIÓN VERTICAL DEL PODER 
PÚBLICO: LA FORMA FEDERAL DEL ESTADO  

El cuarto principio que condiciona al derecho público en la Consti-
tución de 1999, deriva de la forma del Estado, como forma federal, con-
sistente en el principio de la distribución territorial del Poder Público. 

1.  La constante histórica del federalismo 

La forma “federal” del Estado ha sido la constante en el Estado 
venezolano durante toda su existencia desde 1811, lo que implica el 

                                         

23  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia constitucional, Tomo VI de Instituciones Políti-
cas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídica Venezola-
na, Caracas,-San Cristóbal 1996; El sistema de justicia constitucional en la Constitución de 
1999 (Comentarios sobre su desarrollo jurisprudencial y su explicación, a veces errada, en la 
Exposición de Motivos), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000; ”La Justicia 
Constitucional en la Nueva Constitución” en Revista de Derecho Constitucional, Nº 1, 
Septiembre-Diciembre 1999, Editorial Sherwood, Caracas, 1999, pp. 35-44; Ley Orgá-
nica del Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitucionales y conten-
cioso administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 75 y ss. 

24  Véase Allan R. Brewer-Carías, La justicia contencioso administrativa, Tomo VII de Insti-
tuciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Jurídi-
ca Venezolana, Caracas,-San Cristóbal 1996; Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia. Procesos y procedimientos constitucionales y contencioso ad-
ministrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004, pp. 127 y ss. 
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reconocimiento de autonomías territoriales en el nivel intermedio, es 
decir, de los Estados federados y, antes de 1864, de las entonces deno-
minadas Provincias. En esa fecha, precisamente el triunfo de la Revolu-
ción Federal condujo a la adopción definitiva de la forma federal del 
Estado, que sustituyó a la fórmula mixta de 1830, que a la vez había 
sustituido a la “Confederación” de 1811; adoptándose la denominación 
de la República como “Estados Unidos de Venezuela”, la que se con-
servó hasta 1953. 

Pero la Federación venezolana, a partir de 1901, cuando se produ-
ce el colapso del sistema de Estado Federal liberal que se había instau-
rado en 1864, comenzó a ser una Federación centralizada, habiéndose 
centralizado el Estado en todos los órdenes25. El centralismo estatal 
continuó a pesar del cambio político de 1946 y 1958, desarrollándose a 
partir de esa fecha la forma democrática de la Federación centralizada 
que hemos tenido en las últimas décadas. 

La gran transformación política que había que establecer en la 
Constitución de 1999 para precisamente afianzar la democracia era, por 
tanto, sustituir efectivamente la Federación Centralizada por una Fede-
ración Descentralizada26. Como lo ha señalado la Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo en sentencia Nº 1037 de 1º de agosto de 
2000 (Caso: Asociación de Propietarios y Residentes de la Urbanización Mi-

randa (APRUM) vs. Alcaldía del Municipio Sucre del Estado Miranda): 

Un elemento fundamental dentro de lo que es la democracia, es la descentra-
lización, no puede haber democracia sin descentralización, ese debe ser el 

                                         

25 Véase Allan R. Brewer-Carías, en Evolución histórica del Estado, Tomo I, Instituciones 
Políticas y Constitucionales, op. cit., pp. 351 y ss.; y en Allan R. Brewer-Carías, “El de-
sarrollo institucional del Estado Centralizado en Venezuela (1899-1935) y sus pro-
yecciones contemporáneas” en Revista de Estudios de la Vida Local y Autonómica, Nº 
227 y 228, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid 1985, pp. 487 a 514 
y 695 a 726, respectivamente. 

26 Véase nuestra propuesta en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, Tomo I, op. 
cit., pp. 155 a 170; y Tomo II, op. cit., pp. 227 a 233. 
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apellido de la democracia. Estando cada vez más cerca de las comunidades 
quien toma las decisiones que los orienten o satisfagan sus necesidades es que 
exista una interacción entre los vecinos y la Administración27. 

En todo caso, grandes esfuerzos se hicieron en la materia durante 
el proceso constituyente, pero la reforma y profundización de la des-
centralización política como forma de perfeccionar la democracia que 
debió ser el tema central del debate constituyente28, no pasó del nomi-
nalismo expresado tanto en el Preámbulo como en el artículo 4 que 
precisa que “La República Bolivariana de Venezuela es un Estado fede-
ral descentralizado en los términos consagrados por esta Constitu-
ción”; fórmula más o menos similar a la del artículo 2 de la Constitu-
ción de 1961 que decía que “La República de Venezuela es un Estado 
federal, en los términos consagrados por esta Constitución”. 

2.  El Poder Público distribuido territorialmente 

A tal efecto, el artículo 136 de la Constitución de 1999, organiza al 
Estado con forma federal mediante un sistema de “división vertical”29 
del Poder Público en tres niveles: Nacional, Estadal y Municipal, atri-
buyendo su ejercicio a diversos órganos y asignando competencias ex-
clusivas en los tres niveles, además de las competencias concurrentes 
entre ellos. 

Se trata, sin duda, de una forma de limitación del poder en el Es-
tado constitucional de derecho, tal y como lo ha identificado la Sala Po-
lítico Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, al señalar en 

                                         

27  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83 (julio-septiembre), Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 2000, p. 394. 

28 Véase Allan R. Brewer-Carías, Poder Constituyente originario y Asamblea Nacional 
Constituyente. Comentarios sobre la interpretación jurisprudencial relativa a la naturaleza, 
la misión y los límites de la Asamblea Nacional Constituyente, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas, 1999, pp. 269 y ss. 

29  Véase sentencia Nº 355 de 11-5-2000, Revista de Derecho Público, Nº 82, (abril-junio), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 342 y ss. 
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sentencia Nº 1819 de 8 de agosto de 2000 (Caso: René Molina vs. Luis 

Miquelena), lo siguiente:  

La Constitución de 1999, limita el poder mediante la difusión de la autoridad 
tanto en el plano horizontal como en el vertical. Esto es, prefigura una distri-
bución horizontal y vertical del Poder Público en la cual sus creadores prove-
yeron con relación al thema decidendum que nos ocupa, la distribución del Po-
der Público en Poder Municipal, el Poder Estadal y el Poder Nacional y, la 
división del Poder Público Nacional en Poder Legislativo, Poder Judicial, Po-
der Electoral y Poder Moral. 

Esta limitación del poder por el poder mismo fundada en el temor a su exce-
siva concentración, persigue su sometimiento a la regla de derecho, limitando 
su actuación a las específicas atribuciones y funciones consagradas en la Ley 
provocando así salvaguardia contra la tiranía y la libertad de los ciudadanos, 
lo cual se recoge expresamente en los artículos 136 y 137...30. 

La Constitución de 1999, contrariamente a lo que establecía la 
Constitución de 1961, formuló expresamente el principio de la distri-
bución territorial del Poder Público31, siguiendo la tendencia iniciada 

                                         

30  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83, (julio-septiembre), Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2000, pp. 264 y ss. 

31  Véase en general, sobre el Poder Público y la forma del Estado, Carlos Luis Carrillo 
Artiles, “La composición del poder público en la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela”, Libro Homenaje a Enrique Tejera París, Temas sobre la Constitu-
ción de 1999, Centro de Investigaciones Jurídicas (CEIN), Caracas, 2001, pp. 51 a 76; 
C. Kiriadis Ionghi, “Notas sobre la estructura orgánica del Estado venezolano en la 
Constitución de 1999”, en Temas de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a Gonzalo 
Pérez Luciani, Volumen I, Tribunal Supremo de Justicia-Editorial Torino, Caracas, 
2002, pp. 1031-1082; e Hildegard Rondón de Sansó, “Las transformaciones funda-
mentales en la organización y dinámica del Estado derivadas de la Constitución de 
1999”, en Temas de Derecho Administrativo: Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani, Vo-
lumen II, Tribunal Supremo de Justicia-Editorial Torino, Caracas, 2002, pp. 619-644; 
Allan R. Brewer-Carías, “La descentralización política en la Constitución de 1999: 
Federalismo y Municipalismo (una reforma insuficiente y regresiva” en Boletín de la 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Nº 138, Año LXVIII, enero-diciembre 2001, 
Caracas 2002, pp. 313-359; y publicado también en Provincia. Revista Venezolana de Es-
tudios Territoriales, Número 7, julio-diciembre 2001, II Etapa, Centro Iberoamericano 
de Estudios Provinciales y Locales (CIEPROL), Universidad de los Andes, Mérida, 
2001, pp. 7-92; Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre el régimen de distri-
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en el texto constitucional de 1858, que estableció que “El Poder Público 
se divide en Nacional y Municipal” (art. 9). Posteriormente, en la Cons-
titución de 1901 se retomó la fórmula, expresándose que “El Poder Pú-
blico se distribuye entre el Poder Federal y el Poder de los Estados” 
(art. 29), lo que se repitió en todas las Constituciones posteriores hasta 
la de 1925, en la cual se agregó al Poder Municipal así: “El Poder Públi-
co se distribuye entre el Poder Federal, el de los Estados y el Munici-
pio” (art. 51). 

La norma se repitió en las Constituciones posteriores hasta que en 
la Constitución de 1947 se invirtió la enumeración así: “El Poder Públi-
co se distribuye entre el Poder Municipal, el de los Estados y el Nacio-
nal…” (art. 86), lo que se repitió en la Constitución de 1953 (art. 40). 

La Constitución de 1961 no utilizó la fórmula tradicional y se limi-
tó a señalar que “Cada una de las ramas del Poder Público tienen sus 
funciones propias…” (art. 118), aludiendo, sin duda, a las ramas Na-
cional, Estadal y Municipal, pero sin enumerarlas. 

                              

bución de competencias del Poder Público en la Constitución de 1999” en Fernando 
Parra Aranguren y Armando Rodríguez García Editores, Estudios de Derecho Adminis-
trativo. Libro Homenaje a la Universidad Central de Venezuela, Tomo I, Tribunal Supre-
mo de Justicia, Caracas 2001, pp. 107-136; Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones 
sobre el régimen constitucional de la organización y funcionamiento de los Poderes 
Públicos”, en Revista Derecho y Sociedad de la Universidad Monteávila, Nº 2 (abril), Ca-
racas, 2001, pp. 135-150; Ricardo Combellas, Derecho Constitucional: una introducción 
al estudio de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela,  Mc Graw Hill, 
Caracas, 2001, pp. 121 y ss; Cecilia Sosa Gómez, “La organización política del Estado 
venezolano: el Poder Público Nacional”, en Revista de Derecho Público, Nº 82 (abril-
junio), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 71-83; María V. Espina Mo-
lina y Ornella Bernabei Zaccaro, “Nueva estructura del Estado venezolano”, en Co-
mentarios a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”, Vadell Hermanos, 
Editores, Caracas, 2000, pp.65-116; César A. Loaiza Moyetones, “Los órganos del Es-
tado”, en Derecho Constitucional. General y Particular. Actualizado con la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela del 24-03-2000, Tomo I. Universidad Santa María, 
Caracas, pp. 151-175. 
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La Constitución de 1999 volvió a la fórmula tradicional32, al dispo-
ner en su artículo 136 que “El Poder Público se distribuye entre el Po-
der Municipal, el Poder Estadal y el Poder Nacional”. 

De esta norma se debe destacar, por una parte el concepto de fun-
ciones del Estado33 y por la otra, el concepto de fines del Estado, expre-
samente definidos en el artículo 3° de la Constitución. Ambos concep-
tos originan dos principios fundamentales del derecho público en la 
Constitución: el de las funciones del Estado y el del Estado social y 
democrático de derecho y de justicia. 

En todo el texto constitucional, en consecuencia, se pueden encon-
trar disposiciones que se refieren, en general, al Poder Público que, por 
tanto, rigen respecto de los órganos de los tres niveles territoriales; y 
disposiciones específicamente destinadas a cada uno de los niveles. 

En todo caso, “los términos consagrados por la Constitución” rela-
tivos a la forma de Estado federal descentralizado, son la clave para de-
terminar efectivamente el grado de descentralización del Estado y, por 
tanto, de la Federación.  En la Constitución de 1999, en todo caso, y sal-
vo en el nominalismo, no se avanzó mayormente en relación con lo que 
existía en el texto de 196134, habiéndose sólo constitucionalizado, en 
realidad, aspectos que ya se habían establecido en la Ley Orgánica de 
Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del 
Poder Público de 1989, los cuales, además, ya tenía rango de ley consti-

                                         

32 Véase nuestra propuesta en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la 
Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, (9 septiembre-17 octubre de 1999), Caracas, 
1999, pp. 161 a 164. 

33 Véase Allan R. Brewer-Carías, El Poder Público: Nacional, Estadal y Municipal, Tomo II, 
Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-Editorial Ju-
rídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 111 y ss. 

34  Véase por ejemplo, Rafael J. Chavero Gazdik, “La forma de Estado prevista en la 
Constitución de 1999 (¿Un canto de sirenas?)”, en Revista de Derecho Público, Nº 81 
(enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 29-39. 
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tucional en lo que se refería a la transferencia a los Estados de compe-
tencias del Poder Nacional35. 

En realidad, no hubo los avances y transformaciones necesarias 
para hacer realidad la descentralización de la Federación, como era el 
cambio necesario en la distribución de los recursos tributarios hacia los 
Estados; y más bien se retrocedió institucionalmente al eliminarse el 
Senado y establecerse una Asamblea Nacional Unicameral (art. 186), y 
al permitirse la limitación por Ley nacional de la autonomía de los Es-
tados (art. 162) y de los Municipios (art. 168) lo que es negar, de entra-
da, la idea misma de descentralización política que está basada en el 
concepto de autonomía territorial, precisamente entre los entes políti-
cos-territoriales. 

En consecuencia, la denominación de “Federación Descentraliza-
da” para identificar la forma del Estado es, sin duda, un avance nomi-
nal, pero en los términos establecidos en la Constitución, lo que no sig-
nifica realmente avance alguno, sino consolidación y mantenimiento 
parcial de reformas que se venían realizando desde 1989, con algunos 
retrocesos36. 

                                         

35 Véase Carlos Ayala Corao, “Naturaleza y alcance de la descentralización estadal” en 
Allan R. Brewer-Carías et al, Leyes para la Descentralización Política de la Federación, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1994, pp. 99 y ss; y Allan R. Brewer-Carías, 
Asamblea Constituyente y Ordenamiento Constitucional, Biblioteca de la Academia de 
Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios Nº 53, Caracas, 1999, pp. 122 y ss. 

36  Véase en general, sobre la forma del Estado como “Federación Descentralizada”, 
Allan R. Brewer-Carías, Asamblea Constituyente y ordenamiento constitucional, op. cit., 
pp. 122-144; Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en América, 
op. cit., pp. 158 y ss.; María V. Espina y Ornella Bernabei Zaccaro, “Nueva estructura 
del Estado venezolano”, en Comentarios a la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela”. Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2000, pp. 65-116; César A. Loaiza 
Moyetones, “Determinación analítica del concepto de Estado”, en Derecho Constitu-
cional. General y Particular. Actualizado con la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela del 24-03-2000, Tomo I, Universidad Santa María, Caracas, pp. 25-84. 
Alfonso Rivas Quintero, Derecho Constitucional, Paredes Editores, Valencia-
Venezuela, 2002, pp. 182 y ss.; Ricardo Combellas, Derecho Constitucional: una 
introducción al estudio de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Mc 
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3. Los principios del Estado Federal: la autonomía territorial y sus lí-

mites 

Toda Federación está montada sobre un principio de la distribu-
ción territorial del Poder Público que conforme al artículo 136 de la 
Constitución es “entre el Poder Municipal, el Poder Estadal y el Poder 
Nacional”. La coherencia y unicidad del Estado y su organización polí-
tica exige que dicha distribución del Poder se rija, conforme lo indica el 
artículo 4 de la Constitución, “por los principios de integridad territo-
rial, cooperación, solidaridad, concurrencia y corresponsabilidad”. 

Es decir, la distribución territorial del Poder Público no puede, en 
forma ni caso alguno, atentar contra la integridad territorial de la Re-
pública, cuyo territorio no puede en forma alguna ser afectado por el 
principio descentralizador, lo que impide cualquier intento separatista 
de parte de las entidades políticas que componen el Estado. 

Por otra parte, la distribución del Poder Público entre la Repúbli-
ca, los Estados y los Municipios, en todo caso exige la cooperación en-
tre los diversos niveles territoriales para alcanzar en conjunto, los fines 
del Estado (art. 136); por ello los principios de la concurrencia y co-
rresponsabilidad de todo ente público hacia los mismos fines superio-
res del Estado. Además está el principio de la solidaridad entre las enti-
dades políticas, de manera que los deberes de algunas de ellas que no 
puedan ser cumplidos, no excluyen la asunción de los mismos por las 
otras entidades políticas. 

Pero en un Estado federal o en todo sistema de distribución políti-
ca territorial del Poder Público, la autonomía de las entidades territo-
riales es consustancial al sistema, y esta debe estar establecida como 
garantía en la Constitución. Esta autonomía político territorial, implica 

                              

Graw Hill, Caracas 2001, pp. 42 y ss., 121 y ss.; e Hildegard Rondón de Sansó, 
Análisis de la Constitución venezolana de 1999, Editorial Ex Libris, Caracas, 2001, pp. 67-
68.  
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no sólo autonomía política (elección democrática de sus autoridades), 
sino además, autonomía organizativa (organización de sus Poderes 
Públicos al dictar su Constitución), autonomía administrativa (inver-
sión de sus ingresos), autonomía jurídica (no-revisión de sus actos sino 
por los tribunales), autonomía normativa (regulación legislativa de las 
materias de la competencia de la entidad) y autonomía tributaria (crea-
ción, administración y control de sus tributos); y, en todo caso, que sus 
límites sólo deberían ser los establecidos en la propia Constitución co-
mo garantía de dicha autonomía, razón por la cual la ley nacional, en 
principio, no debería regular las materias de la competencia exclusiva 
de los Estados. La Constitución de 1999, sin embargo, en esta materia 
sólo dispone que los Estados son “entidades políticas autónomas en lo 
político” (art. 159); y que los Municipios gozan de “autonomía dentro 
de los límites de esta Constitución y de la ley” (art. 168).  

En todo caso, esta autonomía territorial implica, además, que en el 
ejercicio de sus respectivas competencias las entidades político territo-
riales no deberían estar sujetas a relación jerárquica ni a sujeción algu-
na entre ellas, ni de orden legislativa ni ejecutiva, conforme a lo que 
garantice la Constitución, salvo las excepciones que expresamente se 
establezcan en el texto fundamental. 

Conforme a la orientación que tenía el texto constitucional de 
1961, la Constitución de 1999 establece los principios generales de la 
organización del Poder Público Estadal, conforme al principio de sepa-
ración orgánica en dos Poderes: el Poder Legislativo, a cargo de los 
Consejos Legislativos Estadales cuyos miembros son electos por vota-
ción popular directa y secreta; y el Poder Ejecutivo, a cargo de los Go-
bernadores, cuya elección se estableció a partir de 1989 (Arts. 160; 162). 
Además en la Constitución se prevé un órgano del Poder Público esta-
dal con autonomía funcional, que es la Contraloría del Estado, la cual 
puede ser configurada como Poder Contralor (Art. 163). En igual sen-
tido, respecto de los Municipios también se establecen los principios 
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generales de la organización del Poder Público Municipal, conforme al 
principio de separación orgánica en dos Poderes: el Poder Legislativo, 
a cargo de los Consejos Municipales cuyos miembros son electos por 
votación popular directa y secreta; y el Poder Ejecutivo, a cargo de los 
Alcaldes (art. 174), cuya elección se estableció a partir de 1989. Además 
en la Constitución se prevé un órgano del Poder Público municipal con 
autonomía funcional, que es la Contraloría municipal (art. 176).  

La Constitución, sin embargo, ha establecido importantes limita-
ciones a la autonomía de los Estados; y una aún más grave limitación a 
la autonomía municipal, al circunscribirla no sólo a los límites impues-
tos por la Constitución, sino a los que pueda establecer la ley (art. 168), 
lo que es una negación a la misma, al carecer de garantía constitucio-
nal. 

En cuanto a los límites constitucionales a la autonomía de los Es-
tados, se destacan las siguientes:  

En primer lugar, las limitaciones a la autonomía organizativa res-
pecto de la organización y funcionamiento de los Consejos Legislativos 
debería ser objeto de regulación en las Constituciones que los Estados 
pueden dictar conforme lo indica la Constitución Nacional como parte 
de la organización de sus poderes públicos (art. 164,1). A pesar de ello, 
sin embargo, ha sido la propia Constitución de 1999 la que ha limitado 
esta autonomía al establecer que una ley nacional puede regular “la or-
ganización y funcionamiento” de uno de los poderes públicos estada-
les, como son los Consejos Legislativos Estadales (art. 162). 

En ejecución de la norma constitucional, sin embargo, la Asamblea 
Nacional dictó en 2001 la Ley Orgánica de los Consejos Legislativos de los 

Estados37 en la cual se ha regulado, en detalle, no sólo las bases y prin-
cipios del régimen de organización y funcionamiento de los Consejos 
Legislativos de los Estados, sino las regulaciones referidas a los Legis-

                                         

37  Gaceta Oficial Nº 37.282 del 13 de septiembre de 2001. 
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ladores; y más aún, las atribuciones de los Consejos Legislativos y los 
principios generales para el ejercicio de la “función legislativa” (art. 1), 
con lo cual la Asamblea Nacional se excedió incluso respecto de lo au-
torizado excepcionalmente en la Constitución. 

En segundo lugar, se destacan las limitaciones al ejercicio de las 
funciones legislativas y de control por parte de los Consejos Legislati-
vos, que la Constitución les asigna (art. 162, 1). Sin embargo, ello está 
limitado en el propio texto constitucional, por ejemplo, en materia de 
tributos (arts. 167, 5; y 156, 13). Además, en cuanto a las competencias, 
las que son de carácter concurrente, sólo pueden ejercerse por los Esta-
dos conforme a las “leyes de base” que dicte el Poder Nacional (art. 
165); y en los otros casos de competencias exclusivas también están su-
jetos a lo establecido en la ley nacional, como sucede en materia de po-
licía estadal que sólo puede ejercer conforme a la legislación nacional 
aplicable (art. 164, ord. 6). 

Pero además, como se indicó, la Asamblea Nacional, sin tener au-
torización constitucional alguna para regular el ejercicio de la “función 
legislativa” o la función de control por parte de los Consejos Legislati-
vos de los Estados, en la Ley Orgánica de los Consejos Legislativos de los 

Estados de 2001, estableció con todo detalle todo el procedimiento para 
la formación de las leyes estadales, lo que debía ser regulado en las 
Constituciones de los Estados.  

En tercer lugar, está la limitación a la autonomía organizativa en 
cuanto al régimen de la organización y funcionamiento del Poder Eje-
cutivo estadal y de la Administración Pública de los Estados, el cual 
está establecido como régimen en el conjunto de regulaciones relativas 
a la Administración Pública y a la función pública, que se aplican por 
igual a los tres niveles territoriales de gobierno (arts. 141 y ss.), las cua-
les, por tanto, escapan de la posibilidad de regulación por los Consejos 
Legislativos estadales en las Constituciones estadales.  
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En cuarto lugar, también se destacan las limitaciones a la potestad 
organizativa del Poder Ciudadano estadal, es decir, la regulación en las 
Constituciones estadales de las Contralorías de los Estados, cuyos titu-
lares deben designarse mediante concurso público (art. 163). En esta 
materia también se ha producido una intolerable y no autorizada limi-
tación a la autonomía organizativa de los Estados, al dictarse por la 
Asamblea Nacional la Ley para la Designación y Destitución del Contralor 

o Contralora del Estado de 200138, con el objeto de establecer los concep-
tos y procedimientos generales, básicos y orientadores que regulan el 
proceso de designación y destitución del Contralor (art. 1).  

En quinto lugar, está la limitación a la potestad organizativa estadal 
relativa a los Consejos de Planificación y Coordinación de Políticas Pú-
blicas regulados en el artículo 166 de la Constitución.  La “ley” con-
forme a la cual debían funcionar estos Consejos debía ser la que dictase 
cada Consejo Legislativo Estadal. Sin embargo, en este caso la Asam-
blea Nacional también ha dictado al Ley de los Consejos Estadales de Pla-
nificación y Coordinación de Políticas Públicas de 200239 con el objeto de 
crear, organizar y establecer las competencias del Consejo Estadal de 
Planificación y Coordinación de Políticas Públicas que debe funcionar 
en cada Estado, como órgano rector de la planificación de las políticas 
públicas, a los fines de promover el desarrollo armónico, equilibrado y 
sustentable (art. 1). En esta materia, de nuevo, se produjo un vacia-
miento no autorizado de las competencias legislativas de los Estados, 
lesionándose su autonomía. 

En cuanto a los Municipios, de acuerdo con el artículo 168 de la 
Constitución, dichas entidades gozan de autonomía “dentro de los lí-
mites de esta Constitución y de la Ley”, estableciéndose así una limita-
ción inusitada que hace materialmente nugatoria la autonomía políti-

                                         

38  Gaceta Oficial  N° 37.303 del 15 de octubre de 2001. 
39  Gaceta Oficial  N° 37.509 del 20 de agosto de 2002. 
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co-territorial, que sólo debería encontrar límites en la Constitución, pe-
ro no en la ley40.  

Conforme a esta norma, que no tiene antecedentes en el constitu-
cionalismo del país, la ley (que podría tanto ser nacional como estadal) 
puede limitar la autonomía municipal, la cual por tanto, perdió su ga-
rantía constitucional. Esto lo ha reafirmado, además, la Sala Constitu-
cional del Tribunal Supremo en sentencia Nº 2257 de 13 de noviembre 
de 2001, en la cual sentó el criterio de que: 

...la intención que proyecta la Constitución vigente, no es la de consagrar la 
autonomía municipal con carácter absoluto sino relativo, es decir, dentro del 
marco de los principios y limitaciones establecidas en la propia Constitución 
y en las leyes nacionales y en las leyes estadales habilitadas para desarrollar 
el contenido de las normas constitucionales, debiendo esas leyes, por sobre 
todo, conservar y respetar ciertos -principios rectores- establecidos en el Texto 
Fundamental. Luego, el ámbito de esa autonomía sólo podría ser delimitado 
con la interpretación unitaria de la red normativa de referencias, sin que pue-
da afirmarse que alguna de las disposiciones constitucionales se basta a sí 
misma para dar un cabal concepto de la autonomía municipal, por más esen-
cial que ella sea... 

Agregando que  

…en criterio de esta Sala, la “libre gestión de las materias de su competencia” 
que garantiza la Constitución a los Municipios, se trata de una libertad condi-
cionada, no sólo por las limitaciones que directamente impone el Constitu-
yente sino por todas aquellas que pueda imponer el Legislador Nacional, y 
los legisladores estadales al ejercicio de la autonomía municipal, de acuerdo 
con las normas de la propia Constitución y dentro de los límites por ella indi-
cados41. 

                                         

40  Véase José L. Villegas Moreno, “La autonomía local y su configuración en la Consti-
tución venezolana de 1999”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios 
homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, Tomo I, Instituto de Derecho Público, 
UCV, Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 715-729. 

41  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2001, pp. 202 y ss. 
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La autonomía municipal, por tanto, reducida lamentablemente 
por la Sala Constitucional a ser sólo una “libertad condicionada”, en 
términos generales y conforme al mismo artículo 168 de la Constitu-
ción, comprende, lo siguiente: 1. La elección de sus autoridades; 2. La 
gestión de las materias de su competencia; y 3. La creación, recauda-
ción e inversión de sus ingresos42; pero con las siguientes precisiones 
establecidas por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en sen-
tencia Nº 670 de 6-7-2000 (Caso: Impugnación Ordenanza sobre Contribu-

ción por Consumo de Cerveza, Municipio San Carlos, Estado Cojedes): 

Así las cosas, debe pronunciarse esta Sala sobre el alcance de la autonomía 
municipal. Sobre este particular, la entonces Corte Suprema de Justicia en Sa-
la Plena, en sentencia del 13 de noviembre de 1989, caso Herberto Contreras 
Cuenca, señaló lo siguiente: 

La Constitución confiere autonomía normativa limitada a las Municipalidades, 
entendida ella no como el poder soberano de darse su propia ley y disponer 
de su existencia, que sólo le corresponde a la República de Venezuela, sino 
como el poder derivado de las disposiciones constitucionales de dictar nor-
mas destinadas a integrar el ordenamiento jurídico general, en las materias de 
su competencia local, incluso con respecto a aquellas que son de la reserva le-
gal; circunstancia ésta que ha dado lugar a que la jurisprudencia de este Su-
premo Tribunal haya otorgado carácter de “leyes locales” a las ordenanzas 
municipales. En cuanto al valor normativo de esas fuentes de derecho ema-

                                         

42   Como lo ha señalado la Sala Constitucional en la otra mencionada sentencia Nº 618 
del 2 de mayo de 2001: “Esa autonomía municipal contiene tres aspectos, a saber: a) 
Político: en tanto se autogobierna por la elección de sus autoridades por parte de los 
ciudadanos que conviven en su jurisdicción, mediante los mecanismos democráticos 
previstos en la Constitución y la ley; b) Normativo: en el sentido de que tienen capaci-
dad para dictar su propio ordenamiento jurídico en las materias que le han sido atri-
buidas constitucionalmente, sean estas materias exclusivas o concurrentes con otro en-
te político-territorial (República y Estados); y, c) Financiero: toda vez que la Constitu-
ción precisó las distintas fuentes de ingresos con las que cuenta el gobierno municipal 
para llevar a cabo su gestión, teniendo la posibilidad de invertir dichos ingresos según 
las prioridades que determine la realidad de cada Municipio, sin injerencia del Poder 
Nacional y Poder Estadal, con la excepción de la inversión de los ingresos provenien-
tes del Situado Constitucional, puesto que estos se invierten coordinadamente con 
planes desarrollados por los Estados” Ibidem, p. 199.  
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nadas de los Municipios, en algunos casos se equiparan a la Ley Nacional, 
supuestos en los cuales se da una relación de competencia, mientras que en 
otros deben subordinase a las leyes nacionales y estadales, supuestos en los 
cuales se da una relación de jerarquía normativa, todo ello según lo predis-
puesto en el texto constitucional. 

La Constitución atribuye autonomía financiera y tributaria a los Municipios de-
ntro de los parámetros estrictamente señalados en su artículo 31, con las limi-
taciones y prohibiciones prescritas en los artículos 18, 34 y 136 del mismo tex-
to constitucional, derivadas de las competencias del Poder Nacional, a fin de 
garantizar la autosuficiencia económica de las entidades locales. No obstante, 
la Constitución sujeta a la Ley nacional y a la leyes estadales, el aporte que re-
ciben las Municipalidades, por intermedio de los Estados, del Poder Nacio-
nal, al cual se denomina Situado Constitucional. Por lo que respecta a los lí-
mites de la autonomía tributaria municipal, su ejercicio debe supeditarse a los 
principios de la legislación reglamentaria de las garantías constitucionales, 
que corresponden al Poder Nacional, ya que la legalidad tributaria es una ga-
rantía ligada al surgimiento mismo del Estado de Derecho. 

Reiterando el criterio sentado en la referida sentencia, estima esta Sala Consti-
tucional de este Tribunal Supremo de Justicia, que en el ordenamiento consti-
tucional que entró en vigencia como consecuencia de promulgación de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se mantienen los lí-
mites de la autonomía tributaria municipal a que dicha decisión alude, siendo 
los mismos, aquellos que se deriven de las competencias que en materia tri-
butaria ostentan las otras personas político territoriales que conforman el 
modelo federal del Estado Venezolano43. 

Además, conforme lo establecía el artículo 29 de la Constitución 
de 1961, los actos de los Municipios no pueden ser impugnados sino 
ante los tribunales competentes, de conformidad con la Constitución y 
la ley; por lo que no pueden ser revisados, en forma alguna, por los ór-
ganos del Poder Nacional ni de los Estados. 

En todo caso, debe enfatizarse el señalamiento de que la autono-
mía municipal tradicionalmente garantizada en la propia Constitución, 
conforme al espíritu centralizante de la Constitución, ahora se encuen-

                                         

43  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 83, (julio-septiembre), Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2000, p. 199. 
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tra interferida, al señalarse que los Municipios gozan de la misma, no 
sólo “dentro de los límites” establecidos en la Constitución, sino en la 
ley (art. 168), con lo cual el principio descentralizador básico, que es la 
autonomía, quedó minimizado. 

V. EL PRINCIPIO DE LA SEPARACIÓN ORGÁNICA DE PODERES: 
LA DIVISIÓN HORIZONTAL DEL PODER PÚBLICO 

1. La penta división del Poder Público Nacional 

El quinto principio del derecho público en la Constitución de 1999, 
es el de la división horizontal o separación orgánica de poderes, que 
origina órganos independientes y autónomos entre sí, que ejercen las 
diversas ramas del Poder Público: Legislativa, Ejecutiva, Judicial, Ciu-
dadana y Electoral.  

La Constitución de 1999, en efecto, adoptó un novedoso sistema 
de separación orgánica del Poder Público Nacional, al hacerlo entre 
cinco Poderes, agregando a los tradicionales Poderes Legislativo, Eje-
cutivo y Judicial, dos nuevos, los Poderes Ciudadano y Electoral. Por 
tanto, en el nivel nacional se distinguen cinco ramas del Poder Público: 
el Poder Legislativo Nacional, el Poder Ejecutivo Nacional, el Poder 
Judicial, el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, correspondiendo su 
ejercicio a cinco complejos orgánicos diferenciados y separados. Estos 
son, respectivamente, la Asamblea Nacional; el Presidente, sus Minis-
tros y el resto de los órganos del denominado “Ejecutivo Nacional”; el 
Tribunal Supremo de Justicia y los demás tribunales de la República, 
así como la Dirección Ejecutiva de la Magistratura y los otros órganos 
de gobierno y administración del Poder Judicial; el Ministerio Público 
o Fiscalía General de la República, la Contraloría General de la Repú-
blica y la Defensoría del Pueblo; y el Consejo Nacional Electoral, sus 
Comisiones y Juntas. Estos cinco conjuntos orgánicos se encuentran 
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separados, son autónomos e independientes entre sí, y cada uno de 
ellos tiene sus competencias constitucionales y legales específicas.  

En esta forma, la otrora clásica división del poder en la ramas Le-
gislativa, Ejecutiva y Judicial, se había roto en el constitucionalismo 
moderno desde el Siglo XX, de manera que en general, el Poder Públi-
co se ejerce, además de por los órganos que componen las tres clásicas 
ramas, por otra serie de órganos que progresivamente han sido consti-
tucionalizados y dotados de autonomía funcional, y que en el caso de 
Venezuela, ahora han sido erigidos en ramas formales del Poder Públi-
co44. Es el caso del Poder Ciudadano, que integra los ya clásicos órga-
nos constitucionales de control (art. 273), como la Contraloría General 
de la República (art. 267); el Ministerio Público: (art. 284) y la Defenso-
ría del Pueblo (art. 280); y del Poder Electoral, que ejerce el Consejo 
Nacional Electoral (art. 293). En la Constitución de 1999, en todo caso, 
se eliminó el Consejo de la Judicatura, que también era un órgano cons-
titucional con autonomía funcional, atribuyéndose ahora las funciones 
de gobierno y administración de la rama judicial al Tribunal Supremo 
de Justicia (art. 267). 

Es de destacar, en todo caso, que la clave de funcionamiento de un 
sistema de separación orgánica de poderes, es la autonomía e indepen-
dencia entre los Poderes, características que en la Constitución de 1999 
resultan seriamente afectadas, entre otras, por las siguientes regulacio-
nes: el Tribunal Supremo de Justicia tiene competencia para decretar la 

                                         
44  Conforme lo ha señalado la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nuli-

dad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, la “redistribución or-
gánica del Poder Público” que establece la Constitución obedece, “según la Exposición 

de Motivos de la Constitución de 1999, a la necesidad de otorgar independencia y au-

tonomía funcional a los órganos que están encargados de desarrollar determinadas 

competencias, especialmente las de ejecución de “procesos electorales, así como el de 

la función contralora y la defensa de los derechos humanos”. Véase en gaceta Oficial 

No. 38.120 de 02-02-2005 
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destitución del Presidente de la República (art. 233); el Presidente de la 
República puede disolver la Asamblea Nacional (arts. 236, ord. 21 y 
240), y la Asamblea Nacional puede remover a los Magistrados del 
Tribunal Supremo (art. 265), al Contralor General de la República, al 
Fiscal General de la República, al Defensor del Pueblo (art. 279) y a los 
integrantes del Consejo Nacional Electoral (art. 296). La independencia 
de los Poderes, con estas regulaciones, no tiene garantía constitucional 
alguna. 

2.  La división de los Poderes Públicos Estadales y Municipales  

Pero el principio de la separación orgánica de poderes en forma 
horizontal, no sólo se ha establecido en el nivel nacional, sino también 
en los niveles estadales y municipales. En los Estados de la Federación, 
en efecto, como se ha dicho, se distinguen básicamente dos complejos 
orgánicos que ejercen respectivamente, el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo, conformados por los Consejos Legislativos de los Estados y 
por sus Gobernadores (Arts. 160 y 162), por lo que la Administración 
Pública estadal está integrada, en principio, en las Gobernaciones de 
Estado. En los Estados, además, hay que indicar que la Constitución ha 
previsto la existencia de unos órganos con autonomía orgánica y fun-
cional (Art. 163), que ejercen el Poder Estadal aún cuando la Constitu-
ción no los califique como tal Poder, que son las Contralorías estadales. 
Esos órganos de control, sin duda, también forman parte de la Adminis-
tración Pública estadal, aún cuando por supuesto, no forman parte de la 
Administración Pública Central de los Estados la cual depende de las 
Gobernaciones estadales. 

Además, en el nivel municipal, la Constitución también ha esta-
blecido un sistema de separación orgánica de poderes, distinguiéndose 
dos complejos orgánicos que ejercen los Poderes Legislativo y Ejecuti-
vo locales, conformados, respectivamente, por los Concejos Municipa-
les, como órganos colegiados que ejercen la función normativa (legisla-
tiva) a nivel local; y los Alcaldes, a quienes corresponden las activida-
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des de gobierno y administración municipal (Arts. 174 y 175)45. A nivel 
municipal, por tanto, la Administración Pública central como complejo 
orgánico depende de los Alcaldes. Pero debe indicarse, que también en 
el nivel de los Municipios, la Constitución establece las Contralorías 
municipales, como órganos de control, vigilancia y fiscalización, que 
por ello gozan de autonomía funcional (Art. 176). Esos órganos de con-
trol también forman parte de la Administración Pública municipal, aún 
cuando por supuesto, no forman parte de la Administración Pública 
Central de los Municipios la cual depende de las Alcaldías.  

En el ámbito municipal, además, se pueden identificar también co-
mo parte integrante de la Administración municipal que depende del 
Alcalde, a los Jueces de Paz, que si bien son de elección popular organi-
zada por el Poder Electoral, se integran en la estructura organizativa 
administrativa del Municipio46, aún cuando ejerciendo funciones juris-
diccionales 47.  

                                         
45  Conforme lo ha señalado la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional (Caso: nuli-

dad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, la Constitución de 
1999  “precisó el ámbito de competencias tradicionales entre el Poder Legislativo –

Concejo Municipal- y el Poder Ejecutivo –Alcalde- en el nivel municipal, y afianzó 

considerablemente la diferenciación funcional que, entre ambos poderes existía en la 

legislación preconstitucional, concretamente en la Ley Orgánica de Régimen Munici-

pal”. Véase en Gaceta Oficial No. 38.120 de 02-02-2005. 
46  Como lo ha dicho la sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional  (Caso: nulidad artí-

culos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, “la administración, prestación 

y gestión del servicio de justicia de paz –no así del procedimiento de elección de sus 

jueces- es competencia exclusiva del Municipio, bien a través de la ejecución y admi-

nistración que corresponda al Alcalde (artículos 174 y 175 de la Constitución)”, Véase 

en Gaceta Oficial No. 38.120 de 02-02-2005 
47  Sentencia de la Sala Constitucional de 05-10-de 2000 (caso Héctor Luis Quintero), ci-

tada en sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional  (Caso: nulidad artículos Ley Or-
gánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta Oficial No. 38.120 de 02-02-

2005 
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VI.  EL PRINCIPIO DEL EJERCICIO INTERORGÁNICO DE LAS 
FUNCIONES DEL ESTADO 

1.  La división del Poder Público y las diversas funciones del Estado 

Hemos señalado anteriormente, como principios del derecho pú-
blico en la Constitución de 1999, tanto en la distribución vertical del 
Poder Público como el de la separación orgánica de poderes en las di-
versas ramas territoriales. Por ello, por ejemplo, a nivel nacional, se 
pueden distinguirlos órganos que ejercen el Poder Legislativo (la 
Asamblea Nacional), de los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo (el 
Presidente de la República y demás órganos de la Administración Pú-
blica), de los órganos que ejercen el Poder Judicial (Tribunal Supremo 
de Justicia y Tribunales), de los órganos que ejercen el Poder Ciudada-
no (Defensoría del Pueblo, Ministerio Público, Contraloría General de 
la República), y de los órganos que ejercen el Poder Electoral (Consejo 
Nacional Electoral). 

Ahora bien, conforme a lo establecido en el artículo 136 de la 
Constitución: 

Cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones propias, pero los 
órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la realización 
de los fines del Estado. 

La asignación de funciones propias, por tanto, no implica que cada 
uno de los órganos del Estado siempre tenga el ejercicio exclusivo de 
alguna función estatal específica. Tal como recientemente lo ha recono-
cido la Sala Constitucional en sentencia No. 3098 del 13 de diciembre 
de 2004 (Caso: nulidad artículos Leo Orgánica de la Justicia de Paz): 

No escapa a la Sala que, tal como argumentó en este juicio la representación 
de la Asamblea Nacional, el principio de separación de poderes que recoge el 
artículo 136 de nuestro Texto Fundamental, de idéntica manera a como lo es-
tablecía el artículo 118 de la Constitución de 1961, no implica, ni mucho me-
nos, una división rígida de órganos y funciones, sino que, como la misma 
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norma predica, “cada una de las ramas del Poder Público tiene sus funciones pro-
pias, pero los órganos a los que incumbe su ejercicio colaborarán entre sí en la realiza-
ción de los fines del Estado”. 

Principio de colaboración de los Poderes Públicos que lleva a un control mu-
tuo entre poderes y, en definitiva, admite, hasta cierto punto, un confusión 
funcional entre ellos, es decir, que cada una de las ramas del Poder Público 
puede ejercer excepcionalmente competencias que, por su naturaleza, corres-
ponderían, en principio, a las otras y de allí que la Administración Pública 
cuente con potestades normativas (Vgr. la potestad reglamentaria) y jurisdic-
cionales (Vgr. resolución de conflictos entre particulares) y los órganos deli-
berantes y judiciales cumplan ciertas funciones típicamente administrativas 
(Vgr. la organización interna de sus dependencias y la potestad disciplinaria 
respecto de sus funcionarios, entre otras)48.  

Por tanto, todos los órganos del Estado, en una u otra forma ejer-
cen todas las funciones del Estado, lo que responde al sexto de los 
principios fundamentales del derecho público en la Constitución de 
1999: el principio del ejercicio inter orgánico de las funciones del Esta-
do. 

Es decir, tal como la antigua Corte Suprema de Justicia lo había 
señado, la división de la potestad estatal (el Poder Público) en ramas y 
la distribución de su ejercicio entre diversos órganos, no coincide exac-
tamente con la “separación” de las funciones estatales49. Por tanto, el 
hecho de que exista una separación orgánica “de poderes” no implica 
que cada uno de los órganos que lo ejercen tenga necesariamente el 
ejercicio exclusivo de ciertas funciones, pues paralelamente a las “fun-
ciones propias” de cada órgano del Estado, éstos ejercen funciones que 

                                         
48  Sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional  (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de 

la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta Oficial No. 38.120 de 02-02-2005 

49  Cfr., por ejemplo, sentencia de la antigua Corte Federal (CF) de 19-6-53, en Gaceta 
Forense (GF) N° 1, 1953, p. 77; y sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia 
(CSJ) en Sala Político Administrativa (SPA) de 18-7-63, en GF N° 41, 1963, pp. 116 y 
117; de 27-5-68, en GF N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; y de 9-7-69, en GF N° 65, 1969, pp. 70 
y ss. 
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por su naturaleza son similares a las que ejercen otros órganos estata-
les50. En otras palabras, paralelamente a sus funciones propias, realizan 
funciones distintas a aquellas que les corresponden por su naturaleza51. 

En la expresión constitucional, por función ha de entenderse la ac-
ción que desarrollan los órganos estatales o la actividad que desempe-
ñan como tarea que les es inherente, en el sentido que sólo en ejercicio 
del Poder Público pueden cumplirse. De ahí que la función es toda ac-
tividad de la propia esencia y naturaleza de los órganos estatales y, por 
tanto, indelegable salvo que exista una autorización constitucional. En-
tonces, las diversas funciones del Estado son sólo las diversas formas a 
través de las cuales se manifiesta la actividad estatal52; y ellas no están 
atribuidas en forma exclusiva a los órganos del Estado53.  

2.  Las diversas funciones del Estado 

En el mundo contemporáneo estas funciones como tareas inheren-
tes a los órganos del Estado pueden reducirse a las siguientes:: la fun-
ción normativa, la función política, la función administrativa, la fun-

                                         

50  V., la sentencia de la antigua CF de 19-6-53, en GF N° 1, 1953, p. 77; y la sentencia de 
la antigua Corte  Federal  y de Casación (CFC) en Sala Político-Administrativa (SPA) 
de 18-7-63, en GF N° 41, 1963, p. 116. 

51  V. sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF N° 41, 1963, pp. 116 y 117.  
52  V. Allan-R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales. .., cit., p. 105. 
53  El carácter flexible, no rígido ni absoluto, del principio en su aplicación en Venezue-

la, ha sido destacado repetidamente por la jurisprudencia de la Corte Suprema. En 
particular, h. Sentencias de la CFC en SPA de 23-2-50 en GF, N° 4, 1950, pp. 84 a 39; 
de la CFC en CP de 26-5-51 en GF, N° 8, 1952, p. 114; y Sentencias de la CSJ en SPA 
de 18-7-63 en GF, N° 41, 1963, pp. 117-118; de 27-5-68 en GF, N° 60, 1969, pp. 115 a 
118; de 22-4-69 en GF, Nº 64, 1969, pp. 5 a 15; de 9-7-69, en GF, N° 65, 1969, pp. 70 a 
74; y de 1-6-72, en Gaceta Oficial (G.O.). N° 1.523, extraordinario, de 1-6-72, p. 9. Véase 
además, Allan-R. Brewer-Carías, "Algunas bases del Derecho Público en la jurispru-
dencia Venezolana", en RFD, N° 27, 1963, pp. 143 y 144. Las referencias jurispruden-
ciales pueden también consultarse en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Cor-
te Suprema (1930-1973) y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo I, (El ordenamiento 
constitucional y funcional del Estado), Caracas, 1975, pp. 147 y ss. 
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ción jurisdiccional y la función de control, a las cuales pueden recon-
ducirse todas las actividades del Estado.  

Estas funciones, realizadas en ejercicio del Poder Público por los 
órganos estatales, sin embargo, como se dijo, no están encomendadas 
con carácter exclusivo a diferentes órganos, sino que se ejercen por va-
rios de los órganos estatales. 

A.  La función normativa 

En efecto, la función normativa en el Estado contemporáneo es 
aquella actividad estatal que se manifiesta en la creación, modificación 
o extinción de normas jurídicas de validez general54. La función norma-
tiva del Estado, en esta forma, si bien se atribuye como función propia 
al órgano que ejerce el Poder Legislativo, es decir, a la Asamblea Na-
cional, se realiza también por otros órganos del Poder Público. 

En efecto, ante todo debe destacarse que la potestad de dictar le-
yes, en el ámbito nacional, corresponde esencialmente a la Asamblea 
Nacional actuando como cuerpo legisladores (Art. 203), siendo estas 
leyes, por su generalidad e imperatividad, el tipo ideal de actos dicta-
dos en ejercicio de la función normativa. Pero en el ordenamiento jurí-
dico venezolano, los otros órganos del Poder Público también ejercen 
esta función creadora de normas jurídicas, incluso con rango y valor de 
ley. En efecto, cuando mediante una ley habilitante la Asamblea Na-
cional delega en el Presidente la posibilidad de dictar actos estatales 
con rango y valor de ley (Art. 236,8), sin duda ejerce la función norma-
tiva; e igualmente, cuando reglamenta las leyes (Art. 236,10). Igual-
mente el Tribunal Supremo de Justicia también ejerce la función nor-
mativa cuando dicta los reglamentos necesarios a los efectos de asegu-
rar la dirección y gobierno del Poder Judicial (Art. 267)55.  

                                         

54  Cfr., sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF N° 41, 1963, p. 116. 
55  V., por ejemplo, Art. 6, párrafo 1,10,12, Gaceta Oficial Nº  37.942 de 19-05-2004. 



 45 

Igualmente, ejercen la función normativa, los órganos del Poder 
Ciudadano cuando dictan los reglamentos establecidos en las leyes re-
guladoras de su actividad56, al igual que el Consejo Nacional Electoral, 
en ejercicio del Poder Electoral, cuando reglamenta las leyes electorales 
(Art. 293,1)57.  

Por tanto, la función normativa, como actividad privativa e in-
herente del Estado mediante la cual sus órganos pueden crear, modifi-
car o extinguir con carácter general las normas del ordenamiento jurí-
dico, se ejerce por los cinco grupos de órganos estatales en ejercicio del 
Poder Público: por la Asamblea Nacional, actuando como cuerpo cole-
gislador y en virtud de sus poderes reguladores de los interna corporis, 
en ejercicio del Poder Legislativo Nacional; por el Presidente de la Re-
pública y otros órganos ejecutivos, en ejercicio del Poder Ejecutivo Na-
cional; por el Tribunal Supremo de Justicia, en ejercicio del Poder Judi-
cial; por el Consejo Moral Republicano, la Contraloría General de la 
República, el Ministerio Público, y la Defensoría del pueblo, en ejerci-
cio del Poder Ciudadano; y el Consejo Nacional Electoral, en ejercicio 
del Poder Electoral. La función normativa, por tanto, si bien es una 
“función propia” de la Asamblea Nacional, no es una función privativa 
y exclusiva de ella, pues los otros órganos estatales también la ejercen. 
Sin embargo, lo que sí es función privativa y exclusiva de la Asamblea 
Nacional es el ejercicio de la función normativa en una forma determi-
nada: como cuerpo legislador y mediante la emisión de los actos estata-
les denominados leyes. En efecto, sólo la Asamblea Nacional actuando 
como cuerpo legislador puede dictar leyes; sólo la Asamblea puede 
dictar sus interna corporis (Reglamento Interior y de Debates) y sólo ella 
puede crear normas jurídicas generales ejerciendo atribuciones estable-

                                         

56  Artículos 3; 14,2; y 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  
Artículos 29; 20; 34; 36; 40; 43; 46 y 51 de la Ley Orgánica de la Defensoría del Pue-
blo. 

57  Además, artículos 32 y 29 de la Ley Orgánica del Poder Electoral. 
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cidas directamente en la Constitución sin condicionamiento legal algu-
no. Los otros órganos estatales que ejercen la función normativa, si 
bien realizan una función creadora dentro del ordenamiento jurídico, a 
excepción de los decretos leyes habilitados (dictados por el Presidente 
de la República una vez que se ha dictado la ley habilitante) lo hacen a 
través de actos administrativos de efectos generales, y siempre bajo el 
condicionamiento de las leyes y nunca en ejecución directa e inmediata 
sólo de una norma constitucional. En otras palabras, las leyes son actos 
estatales dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución y 
de rango legal; los reglamentos y demás actos administrativos de efec-
tos generales son actos de ejecución directa e inmediata de la legisla-
ción y de rango sublegal58. Sin embargo, los decretos-leyes habilitados 
que puede dictar el Presidente de la República, a pesar de requerir de 
una ley habilitante, en virtud de la delegación legislativa que contiene, 
puede decirse que se dictan también en ejecución directa de la Consti-
tución. 

                                         

58  El carácter sublegal de los reglamentos surge, inclusive, en aquellos casos en que el 
reglamento, en virtud de delegación legislativa, complementa la ley. En esos casos, el 
Reglamento se dicta en ejecución directa de la ley y no de la Constitución, por lo que 
nunca podría tener igual rango que la ley. Al contrario, la antigua Corte Suprema de 
Justicia ha señalado lo siguiente: "La ley de la materia (Ley de Pilotaje) sólo contiene 
disposiciones que, por su carácter general, pueden aplicarse a todas las zonas de pi-
lotaje actualmente existentes o que se crearen en el futuro, pero la determinación de 
los límites de éstas, de los requisitos que deben llenarse mientras se navegue por 
ellas, de los símbolos, luces y señales especiales que deberán usarse en las mismas, 
en la cuantía del derecho de habilitación y de la forma de distribución de los ingre-
sos provenientes del mismo, así como la regulación de otras materias semejantes, ha 
sido expresamente confiado, en el articulado de la ley, al Poder Ejecutivo, quien con 
tal objeto debe dictar tantos reglamentos como sea necesario, teniendo en cuenta las 
características o peculiaridades de cada zona. Estos reglamentos no tienen por objeto 
desarrollar disposiciones legales ya existentes, sino complementar la ley que regla-
mentan con otras previsiones sobre materias expresamente señaladas por el legisla-
dor, por lo cual tienen en nuestro ordenamiento jurídico el mismo rango (sic) que los 
actos legislativos. Podría decirse que son decretos-leyes sobre materias cuya regula-
ción reserva el Congreso al Poder Ejecutivo por consideraciones de orden práctico". 
V. sentencia de la CSJ en SPA de 27-1-71, en G.O. N° 1.472, extraordinario, de 
11-6-71, p. 18. 



 47 

B.  La función política59 

Pero aparte de la función normativa, en el Estado contemporáneo 
ha ido delineándose otra función primordial, distinta de la función 
administrativa, por medio de la cual el Presidente de la República ejer-
ce sus actividades como jefe del Estado, es decir, como jefe del Gobier-
no de la República60, dirigiendo la acción de gobierno (Arts. 226; 236,2). 
A través de esta función política, el Presidente de la República puede 
adoptar decisiones en virtud de atribuciones que le son conferidas di-
rectamente por la Constitución, en general sin condicionamiento legal, 
de orden político, las cuales, por tanto, exceden de la administración 
normal de los asuntos del Estado. Ello ocurre por ejemplo, cuando di-
rige las relaciones exteriores, convoca a sesiones extraordinarias a la 
Asamblea Nacional y cuando la disuelve (Arts. 236,4,9,20). También 
puede considerarse que ejerce la función política, cuando decreta los 
estados de excepción, y restringe garantías constitucionales, incluso, en 
este caso, a pesar de que la Constitución dispuso que una Ley Orgánica 
deba regular la materia (Art. 338)61. 

La característica fundamental de esta función política es que está 
atribuida en la Constitución directamente al Presidente de la Repúbli-
ca, es decir, al nivel superior de los órganos que ejercen el Poder Ejecu-
tivo, no pudiendo otros órganos ejecutivos ejercerla.  

                                         
59   En cuanto a esta función del Estado hemos ajustado la terminología que utilizamos 

en los setenta, de función de gobierno, sustituyéndola por “función política” por 
considerarla  más coherente. Véase Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, 
Tomo I, Caracas 1975. 

60  Aun cuando en algunos casos podría no haber coincidencia, podría decirse que, en 
general, el Presidente de la República ejerce sus atribuciones de jefe del Estado en 
ejercicio de la función política, y de jefe del Ejecutivo Nacional, en ejercicio de la fun-
ción administrativa.  

61  Véase la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción (Ley Nº 32), G.O. Nº 37.261 de 15-
08-2001. 
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Los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo en esta forma, realizan 
fundamentalmente dos funciones propias: la función política y la fun-
ción administrativa62. La función política, como función del Presidente 
de la República, se ejerce en ejecución directa de atribuciones constitu-
cionales, en general sin condicionamiento legal alguno. El Legislador, 
en esta forma, y salvo por lo que se refiere a los estados de excepción 
dada la autorización constitucional (Art. 338), no puede limitar las fa-
cultades políticas del jefe del Estado63. La función política, por tanto, se 
traduce en actos estatales de rango legal, en tanto que la función admi-
nistrativa se traduce en actos estatales de rango sublegal64. 

Pero si bien la función política se ejerce con el carácter de función 
propia por el Presidente de la República en ejercicio del Poder Ejecuti-
vo, ello tampoco se realiza con carácter excluyente, ya que la Asamblea 

                                         

62  La distinción entre "gobierno y administración" es comúnmente empleada por la 
Constitución. V., por ejemplo, artículos, 21, 27 y 30. En el artículo 191 de la Constitu-
ción, en igual sentido habla de "aspectos políticos y administrativos" de la gestión 
del residente de la República. En tal sentido, al referirse a los órganos del Poder Eje-
cutivo de los Estados, la Corte ha señalado lo siguiente: "El artículo 21 de la Consti-
tución atribuye al Gobernador del Estado, el gobierno y la administración de la Enti-
dad, como Jefe del Ejecutivo del Estado y Agente del Ejecutivo Nacional o en su res-
pectiva circunscripción. En esta forma, el Poder Ejecutivo Estadal realiza funciones 
de gobierno, como poder político y funciones que atienden a otra actividad distinta, 
como poder administrador". V. sentencia de la CSJ en SPA de 30-6-66, en GF N° 52, 
1968, p. 231. Cfr., sobre la distinción entre función administrativa y función política 
como actividades que se realizan en ejercicio del Poder Ejecutivo , el voto salvado a 
la sentencia de la CSJ en CP de 29-4-65, Imprenta Nacional, 165, pp. 53 y ss.; y Doc-
trina PGR, 1963, Caracas, 1964, pp. 179 y 180. 

63  El legislador, por ejemplo, no podría limitar las atribuciones del Presidente de con-
vocar a la Asamblea nacional a sesiones extraordinarias. 

64  Sobre la distinción entre los actos del Poder Ejecutivo dictados en ejecución directa 
de la Constitución o en ejecución directa de la ley, V. sentencia de la CSJ en SPA de 
13-2-68, en GF N° 59, 1969, p. 85. En todo caso, una cosa es atribuir a la función polí-
tica rango legal y otra es atribuirle "naturaleza legislativa". El decreto de restricción 
de garantías constitucionales, por ejemplo, tiene rango legal, por cuanto puede "res-
tringir" temporalmente la vigencia de una ley, lo que implica que la modifique ni la 
derogue. Si la derogara, el acto tendría "naturaleza legislativa". Sobre esta confusión, 
V. Doctrina PGR, 1971, Caracas 1972, p. 189. 
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Nacional en ejercicio del Poder Legislativo también realiza la función 
política, sea a través de actos parlamentarios sin forma de ley65, sea 
mediante leyes66. En estos casos, también, la función política realizada 
por los órganos del Poder Legislativo es una actividad de rango legal, 
es decir, de ejecución directa e inmediata de la Constitución. Pero si 
bien esta función puede ser realizada tanto por el Presidente de la Re-
pública como por los órganos legislativos, por lo que no es exclusiva o 
excluyente, sin embargo, lo que sí es exclusiva de uno u otros órganos 
es la forma de su ejecución en los casos autorizados por la Constitu-
ción: la función política mediante decretos ejecutivos (actos de gobier-
no), se realiza en forma exclusiva por el Presidente de la República; y 
mediante leyes o actos parlamentarios sin forma de ley, por la Asam-
blea nacional.  

C. La función jurisdiccional 

Además de la función normativa y de la función política, los órga-
nos estatales realizan la función jurisdiccional, es decir, conocen, deci-
den o resuelven controversias entre dos o más pretensiones, es decir, 
controversias en las cuales una parte esgrime pretensiones frente a 
otra. El ejercicio de la función jurisdiccional se ha atribuido como fun-
ción propia al Tribunal Supremo de Justicia y a los tribunales de la Re-
pública, pero aquí también ello no implica una atribución exclusiva y 
excluyente, sino que, al contrario, los otros órganos estatales pueden 
ejercer la función jurisdiccional. 

                                         

65  Por ejemplo, cuando autoriza al Presidente de la República para salir del territorio 
nacional. Art. 187,17 de la Constitución; o cuando reserva al Estado determinadas 
industrias o servicios, Art. 302. 

66  La ley que decreta una amnistía, por ejemplo. Art. 186,5 de la Constitución. 
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En efecto, los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo67, realizan 
funciones jurisdiccionales, cuando las autoridades administrativas de-
ciden controversias entre partes, dentro de los límites de su competen-
cia68, y la Asamblea Nacional también participa en la función jurisdic-
cional, cuando por ejemplo, autorizan el enjuiciamiento del Presidente 
de la República (Art. 266,2). Por tanto, la función jurisdiccional como 
actividad privativa e inherente del Estado mediante la cual sus órganos 
deciden controversias y declaran el derecho aplicable en un caso con-
creto, se ejerce por diversos órganos estatales en ejercicio del Poder 
Público: por el Tribunal Supremo de Justicia y los Tribunales de la Re-
pública, en ejercicio del Poder Judicial; y por los órganos administrati-
vos en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional. La función jurisdiccional, 
por tanto, si bien es una “función propia” de los órganos judiciales, no 
es una función privativa y exclusiva de ellos, pues otros órganos esta-
tales también la ejercen. Es decir, el “ejercicio de la jurisdicción [no es-
tá] supeditada a la jurisdicción ejercida por el poder judicial”69. Sin 

                                         

67  V. Cfr., sentencias de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF Nº 41, 1963, pp. 116 y 117; de 
27-5-68, en GF N° 60, 1969, pp. 115 y 118; y de 9-7-69, en GF N° 65, 1969, pp. 70 y ss. 

68  Cuando la Administración decide, por ejemplo, la oposición a una solicitud de regis-
tro de marca de fábrica, conforme a la Ley de Propiedad Industrial, G.O. Nº 25.227 
de 10-12-1956; o cuando decide la oposición a una solicitud de otorgamiento de una 
concesión de explotación forestal, conforme a la Ley Forestal, de Suelos y Aguas 
(Art. 6), en G.O. Nº 997, Extr., de 8-1-66. 

69  Es el caso de la función jurisdiccional ejercida por los jueces de paz, que no están 
integrados en el Poder Judicial, sino en la administración municipal. La sala Consti-
tucional, por ello ha señalado que  “No puede considerarse que esta forma (la alterna-

tiva) de ejercicio de la jurisdicción, esté supeditada a la jurisdicción ejercida por el 

poder judicial, por lo que a pesar de su naturaleza jurisdiccional, estos Tribunales ac-

túan fuera del poder judicial, sin que ello signifique que este último poder no pueda 

conocer de las apelaciones de sus fallos, cuando ello sea posible, o de los amparos co-

ntra sus sentencias… tanto es parte de la actividad jurisdiccional, pero no por ello per-

tenece al poder judicial, que representa otra cara de la jurisdicción, la cual atiende a 

una organización piramidal en cuya cúspide se encuentra el Tribunal Supremo de Jus-

ticia, y donde impera un régimen disciplinario y organizativo del cual carece, por aho-

ra, la justiucia alternativa”. Véase sentencia de 05-10-2000 (caso Héctor Luis Quinte-

ro), citada en sentencia No. 3098 de la Sala Constitucional  (Caso: nulidad artículos 
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embargo, lo que sí es una función privativa y exclusiva de los tribuna-
les es el ejercicio de la función jurisdiccional a través de un proceso 
(Art. 257) en una forma determinada: con fuerza de verdad legal, me-
diante actos denominados sentencias. Sólo los tribunales pueden resol-
ver controversias y declarar el derecho en un caso concreto, con fuerza 
de verdad legal, por lo que sólo los órganos del Poder judicial pueden 
desarrollar la “función judicial” (función jurisdiccional ejercida por los 
tribunales). Los demás órganos del Estado que realizan funciones ju-
risdiccionales lo hacen a través de actos administrativos condicionados 
por la legislación. 

D. La función de control 

Por último, además de la función normativa, de la función política, 
de la función jurisdiccional y de la función administrativa, los órganos 
del Estado también ejercen la función de control, cuando vigilan, su-
pervisan y velan por la regularidad del ejercicio de otras actividades 
estatales o de las actividades de los administrados y particulares. 

El ejercicio de la función de control se ha atribuido como función 
propia a los órganos que ejercen el Poder Ciudadano, pero en este caso, 
ello tampoco implica una atribución exclusiva y excluyente, sino que, 
al contrario, los otros órganos estatales pueden ejercer la función juris-
diccional70. 

                              

Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta Oficial No. 38.120 de 

02-02-2005. 
70  Sobre la actividad electoral, como típica función administrativa, o más precisamente 

como “función de control”, se pronunció la Sala Constitucional en su sentencia No. 
3098 (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, al se-
ñalar: “ Así, la actividad de contenido electoral es una manifestación del ejercicio de la 

función administrativa, en concreto, de la actividad administrativa de policía (lato sen-

su) o de control y supervisión, a través de la cual se despliegan distintas actuaciones 

que se formalizan mediante procedimientos administrativos, y que están dirigidas a la 

garantía y control del efectivo y correcto ejercicio de los derechos políticos que indivi-
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En efecto, la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legislativo 
ejerce la función de control sobre el gobierno y la Administración Pú-
blica Nacional y los funcionaros ejecutivos (Art. 187,3; 222); el Presi-
dente de la República como Jefe del Ejecutivo Nacional ejerce las fun-
ciones de control jerárquico en relación con los órganos de la Adminis-
tración Pública (Art. 226) y los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo 
controlan las actividades de los particulares, de acuerdo a la regulación 
legal de las mismas; el Consejo Nacional Electoral, en ejercicio del Po-
der Electoral, ejerce el control de las actividades de los órganos subor-
dinados (Art. 293) , de las elecciones y de las organizaciones con fines 
políticos (Art. 293); y el Tribunal Supremo de Justicia ejerce las función 
de control de constitucionalidad y legalidad de los actos del Estado 
(Art. 259; 336).  

Por tanto, la función de control como actividad privativa e in-
herente del Estado mediante la cual sus órganos supervisan, vigilan y 
controlan las actividades de otros órganos del Estado o de los adminis-
trados, y la misma se ejerce por diversos órganos estatales en ejercicio 
del Poder Público: por los órganos que ejercen el Poder Ciudadano; 
por la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder legislativo; por el Tri-
bunal Supremo de Justicia y los Tribunales de la República, en ejercicio 
del Poder Judicial; y por los órganos administrativos en ejercicio del 
Poder Ejecutivo Nacional y del Poder Electoral. La función de control, 
por tanto, si bien es una “función propia” de los órganos que ejercen el 

                              

dual o colectivamente, reconoce la Constitución, así como el respeto a los derechos po-

líticos de los demás. Puesto que se trata de una competencia administrativa, su ejercicio 

no debería corresponder, en principio y tal como alegó la parte actora, al Concejo Mu-

nicipal, al menos a raíz de la vigencia de la Constitución de 1999, la cual delimitó for-

malmente las ramas ejecutiva y legislativa en el nivel municipal, a cada una de las cua-

les dotó de funciones públicas concretas”. Véase en Gaceta Oficial No. 38.120 de 02-

02-2005 
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Poder Ciudadano, no es una función privativa y exclusiva de ellos, 
pues todos los otros órganos estatales también la ejercen. 

E. La función administrativa 

Pero aparte de la función creadora de normas jurídicas de efectos 
generales (función normativa), de la función de conducción y ordena-
ción política del Estado (función de conducción del gobierno), y de la 
función de resolución de controversias entre partes declarando el dere-
cho aplicable en casos concretos (función jurisdiccional), y de ejercer la 
vigilancia o fiscalización de actividades estatales y de los particulares 
(función de control), el Estado ejerce la función administrativa, a través 
de la cual entra en relación con los particulares, como sujeto de dere-
cho, gestor del interés público71. De allí la distinción entre la función de 
crear el derecho (normativa), de aplicar el derecho imparcialmente (ju-
risdiccional), y de actuar en relaciones jurídicas como sujeto de dere-
cho, al gestionar el interés público (administrativa)72. 

                                         

71  Cfr., Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales..., cit., p. 115. Si el Estado 
legisla, tal como lo señala Santi Romano, "no entra en relaciones de las cuales él, co-
mo legislador, sea parte: las relaciones que la ley establece o de cualquier modo con-
templa se desenvuelven después entre sujetos diversos del Estado o bien con el 
mismo Estado, pero no en su aspecto de legislador sino en otros aspectos mediante 
órganos diversos de los del Poder Legislativo". V., "Prime Pagine di un Manuale de 
Diritto Amministrativo", en Scritti Minori, Milano 1950, p. 363, cit., por J M. Boquera 
Oliver, Derecho Administrativo, Vol. I, Madrid, 1972, p 59. "Cuando el Estado juzga 
-señala J. González Pérez-, no es parte interesada en una relación jurídica; no es suje-
to de derecho que trata de realizar sus peculiares intereses con arreglo al Derecho... 
cuando el Estado juzga satisface las pretensiones que una parte esgrime frente a otra; 
incide como tercero en una relación jurídica, decidiendo la pretensión ante él dedu-
cida con arreglo al ordenamiento jurídico". V. Derecho Procesal Administrativo, Ma-
drid, 1966, Tomo II, p. 37. 

72  En este sentido, antigua la Corte Suprema ha señalado al referirse a la función admi-
nistrativa, que en ella el Estado "no realiza una función creadora dentro del ordena-
miento jurídico, que es la función legislativa, ni conoce ni decide acerca de las pre-
tensiones que una parte esgrime frente a otra, que es la función judicial; sino que es 
sujeto de derecho, titular de intereses, agente propio de la función administrativa… 
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En las dos primeras, el Estado, al crear el derecho o al aplicarlo, es 
un tercero en las relaciones jurídicas que surjan; en la última, en cam-
bio, el Estado es parte de la relación jurídica que se establece entre la 
Administración y los particulares73, como sujeto de Derecho gestor del 
interés público. De allí que la personalidad jurídica del Estado, como se 
ha dicho, se concretice en el orden interno, cuando sus órganos ejercen 
la función administrativa. 

Ahora bien, al igual que lo que sucede con la función normativa, 
política y jurisdiccional, la función administrativa tampoco está atri-
buida con carácter de exclusividad a alguno de los órganos del Poder 
Público. Por ello, si bien la función administrativa puede considerarse 
como función propia de los órganos ejecutivos y electorales, concreti-
zada básicamente a través de actos administrativos, ello no significa 
que la ejerzan con carácter exclusivo y excluyente. Al contrario, todos 
los otros órganos del Estado también ejercen la función administrativa: 
la Asamblea Nacional, al autorizar diversos actos de los órganos ejecu-
tivos o al dictar actos relativos a su personal o servicios administrati-
vos, realizan la función administrativa74, y los órganos que ejercen el 
Poder Judicial o el Poder Ciudadano realizan la función administrati-
va, al dictar actos concernientes a la administración del personal o de 
los servicios de los órganos, o al imponer sanciones75. En esta forma, la 
función administrativa, como actividad privativa e inherente del Esta-
do mediante la cual sus órganos, en ejercicio del Poder Público, entran 

                              

". V. sentencias de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF N° 41, 1963, pp. 116 y ss.; de 27-5-
68, en GF N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; de 9-7-69 en GF Nº 65, 1969, pp. 70 y ss. En estas 
sentencias, sin embargo, como veremos, la Corte confunde la función estatal con el 
acto estatal. 

73  Cfr., sentencia de la CSJ en SPA de 13-3-67, en GF Nº 55, 1968, p. 107. 
74  Cfr., de la CSJ en SPA de 18-7-63, en GF Nº 41, 1963, pp. 116 y 117; y de 27-5-68, en 

GF Nº 60, 1969, p. 115. 
75  Idem. V. además, Allan R. Brewer-Carías, “Consideraciones sobre la impugnación de 

los Actos de Registro en la vía contencioso-administrativa” en libro Homenaje a Joa-
quín Sánchez Coviza, (en prensa), Caracas, 1975. 



 55 

en relaciones jurídicas con los administrados, se puede realizar por los 
órganos administrativos, en ejercicio del Poder Ejecutivo Nacional y 
del Poder Electoral; por la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder 
Legislativo; y por los tribunales de la República, en ejercicio del Poder 
Judicial. La función administrativa, por tanto, si bien es una “función 
propia” de los órganos ejecutivos y electorales, no es una función pri-
vativa y exclusiva de ellos, pues los otros órganos estatales también la 
ejercen dentro del ámbito de sus respectivas competencias constitucio-
nales y legales. El acto administrativo, como concreción típica pero no 
única del ejercicio de la función administrativa, puede emanar de todos 
los órganos estatales en ejercicio del Poder Público, teniendo en todo 
taso carácter sublegal. 

3.  Las “funciones propias” 

De lo anterior resulta que la Constitución no sólo distribuye el Po-
der Público en “ramas”, sino que asigna a cada una de ellas y a sus ór-
ganos, conformados de acuerdo a la división del Poder en cada nivel, 
algunas de las funciones antes indicadas como funciones propias. 

En cuanto a la rama nacional del Poder Público, es decir, el Poder 
Público Nacional (Art. 136), la Constitución atribuye su ejercicio a cin-
co órganos o grupos de órganos separados, distintos e independientes, 
teniendo cada uno de ellos sus funciones propias: la Asamblea Nacio-
nal ejerce el Poder Legislativo Nacional (Art. 186) y se le atribuye como 
función propia, la función normativa (“legislar en las materias de la 
competencia nacional” (Art. 187,1) y la función de control (Art. 222); el 
Presidente de la República y demás funcionarios determinados en la 
Constitución y la ley, ejercen el Poder Ejecutivo Nacional (Art. 225) y se 
le atribuyen como funciones propias, la función política (Arts. 226, 
233,2), la función administrativa y la función normativa (Art. 236); el 
Tribunal Supremo de Justicia y demás tribunales que determina la 
Constitución y la Ley, ejercen el Poder Judicial, y se le atribuye como 
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funciones propias la función jurisdiccional (Art. 253), la función de 
control (Arts. 259; 336), y la función administrativa (gobierno y admi-
nistración del Poder Judicial) (Art. 267); el Consejo Moral Republicano, 
la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la Contraloría General 
de la República, ejercen el Poder Ciudadano (Art. 273) a los que se le 
atribuyen como funciones propias, la función de control (vigilancia, 
inspección, fiscalización) sobre actividades de la Administración Públi-
ca, de los órganos judiciales y de los administrados (Art. 274, 281, 285, 
289) y la función administrativa; y el Consejo Nacional Electoral y sus 
órganos subordinaos ejercen el Poder Electoral (Art. 292) y se le atribu-
ye como función propia la función administrativa, la función de control 
y la función normativa (Art. 292).   

Sin embargo, el hecho de que cada uno de esos órganos nacionales 
tenga funciones propias no significa que las ejerza con carácter de ex-
clusividad, pues no sólo en su ejercicio algunas veces intervienen otros 
órganos, sino que su ejercicio se atribuye también a otros órganos. 

En cuanto a la rama estadal del Poder Público, es decir, el Poder 
Público Estadal, la Constitución atribuye su ejercicio a tres órganos o 
grupos de órganos separados, distintos e independientes, teniendo ca-
da uno de ellos sus funciones propias: Los Consejos Legislativos Esta-
dales que ejercen el Poder Legislativo de los Estados y se le atribuye 
como función propia, la función normativa (Art. 162,1); los Gobernado-
res ejercen el Poder Ejecutivo de los Estados, y se le atribuye, como 
funciones propias, las funciones política y administrativa (Art. 160); y 
las Contralorías Estadales, a las cuales se asigna como función propia, 
la función de control (Art. 163). 

Por lo que se refiere a la rama municipal del Poder Público, es de-
cir, el Poder Público Municipal, la Constitución también atribuye su 
ejercicio a tres órganos separados e independientes, teniendo cada uno 
de ellos sus funciones propias: los Concejos Municipales que ejercen el 
Poder Legislativo municipal y se le atribuye como función propia, la 
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función normativa (“función legislativa”, dice el artículo 175) del Mu-
nicipio; los Alcaldes que ejercen el Poder Ejecutivo municipal, y se les 
atribuye, como funciones propias, las funciones política y administra-
tiva del Municipio (Art. 174); y las Contralorías municipales, a las cua-
les se asigna como función propia, la función de control (Art. 176). La 
Constitución, adicionalmente asigna a los Municipios, la función juris-
diccional, pero exclusivamente mediante la justicia de paz (Art. 178,8) 
conforme a la ley nacional (Art. 258). 

El concepto de funciones del Estado, por tanto, es distinto al de 
poderes del Estado. El Poder Público, sus ramas o distribuciones, cons-
tituye en sí mismo una situación jurídica constitucional individualiza-
da, propia y exclusiva de los órganos del Estado, mediante cuyo ejerci-
cio estos realiza las funciones que le son propias. Las funciones del Es-
tado, por su parte, constituyen las actividades propias e inherentes al 
Estado76. La noción de Poder es entonces previa a la de función: ésta se 
manifiesta como una actividad estatal específica realizada en ejercicio 
del Poder Público (de una de sus ramas o distribuciones), por lo que no 
puede existir una función estatal sino cuando se realiza en ejercicio del 
Poder Público, es decir, de la potestad genérica de obrar que tiene 
constitucionalmente el Estado. Poder y función son, por tanto, distintos 
elementos en la actividad del Estado: el Poder Público como situación 
jurídico-constitucional, tiene su fuente en la propia Constitución y exis-
te la posibilidad de ejercerlo desde el momento en que está establecido 
en ella; la función estatal, en cambio, presupone siempre el ejercicio del 
Poder Público por un órgano del Estado, y sólo cuando hay ejercicio 
concreto del Poder Público es que se realiza una función estatal. 

                                         

76  Cfr., Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo 
y la jurisprudencia Venezolana, Caracas, 1964, pp. 105 y ss. 
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4. La ausencia de coincidencia de la separación orgánica de “poderes” 

(división del Poder Público) y la asignación de funciones estatales 

De lo anteriormente expuesto resulta, por tanto, que a nivel de ca-
da una de las cinco ramas del Poder Público nacional (o de las dos ra-
mas de los poderes públicos estadales y municipales), si bien existe 
una diferenciación orgánica con la asignación de funciones propias a 
cada uno de los órganos, el ejercicio de las mismas por dichos órganos, 
en general no es exclusiva ni excluyente. En otras palabras, existen ór-
ganos legislativos nacionales, estadales y municipales77; órganos ejecu-
tivos nacionales, estadales y municipales; órganos de control naciona-
les, estadales y municipales; y órganos judiciales y electorales exclusi-
vamente nacionales; pero las funciones normativas, política, adminis-
trativas, jurisdiccionales y de control del Estado no coinciden exacta-
mente con aquella división  o separación orgánica: 

De allí que como principio general de la aplicación del principio 
de la separación de poderes en el régimen constitucional venezolano, 
puede afirmarse que la “división del Poder” no coincide exactamente 
con la “separación de funciones”.78 Por ello, no sólo en múltiples opor-
tunidades los órganos del Estado, además de sus “funciones propias” 
ejercen funciones que por su naturaleza deberían corresponder a otros 
órganos, sino que también en múltiples oportunidades la Constitución 
permite y admite la intervención o interferencia de unos órganos en las 
funciones propias de otros. Estos dos aspectos de la situación de la se-
paración de poderes en Venezuela, requieren, indudablemente, un tra-
tamiento separado. 
                                         

77  V., por ejemplo, Sentencia de la CSJ en SPA de 14-3-62 en GF, N° 35, 1962,  pp. 177 y 
ss. 

78  En tal sentido, expresamente se pronunció la antigua Corte Suprema en varias opor-
tunidades. V., por ejemplo, la Sentencia de la CF de 19-6-53 en GF N° 1, 1953, p. 77;  
Sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63 en GF N° 41 1963 pp: 116 y 117; Sentencia de la 
CSJ en SPA de 27-5-63 en GF, N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; y Sentencia de la CSJ en SPA 
de 9-7-69 en GF, N° 65, 1969, pp. 70 y ss. 
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En primer lugar, la flexibilidad .del principio de la separación de 
poderes resulta, tal como lo ha señalado la Corte Suprema de que, “si 
bien cada uno de ellos tiene definida su propia esfera de acción: el Le-
gislativo, para dictar la ley, reformarla y revocarla; el Ejecutivo, para 
ejecutarla y velar por su cumplimiento; y el judicial, para interpretarla, 
y darle aplicación en los conflictos surgidos, la demarcación de la línea 
divisoria entre ellos no es excluyente, ya que en muchos casos esos po-
deres ejercen funciones de naturaleza distinta de las que privativamen-
te le están atribuidas”79. El principio, ciertamente, impide a unos órga-
nos invadir las competencias propias de otro,80 pero no les impide ejer-
cer funciones de naturaleza similar a las de otros órganos. 

La antigua Corte Suprema, en este sentido, inclusive fue aún más 
clara y determinante al señalar que:  

Lejos de ser absoluto el principio de la separación de los poderes, la doctrina 
reconoce y señala el carácter complementario de los diversos organismos a 
través de los cuales el Estado ejerce sus funciones; de suerte que unos y otros, 
según las atribuciones que respectivamente les señalan las leyes, realizan 
eventualmente actos de índole distinta a las que por su naturaleza les incum-
be”. “La doctrina establece que la división de poderes no coincide plenamen-
te con la separación de funciones, pues corrientemente se asignan al Poder 
Legislativo potestades típicamente administrativas y aun jurisdiccionales y al 
Poder judicial funciones administrativas, como en el caso del nombramiento 
de jueces que hace este mismo tribunal y de la firma de libros de comercio o 
de registro civil que hacen los jueces de instancia; y a la inversa, se atribuyen 
al Poder Ejecutivo, funciones legislativas como la reglamentación, parcial o 
total de las leyes, sin alterar su espíritu, propósito o razón, que es considerada 

                                         

79  V. Sentencia de la CF de 19-6-53 en GF, N° 1, 1953, p. 77. En otra sentencia, al referir-
se a las funciones estatales, la Corte las diferenció así: "No realiza una función crea-
dora dentro del ordenamiento jurídico, que es la función legislativa, ni conoce ni de-
cide acerca de las pretensiones que una parte esgrime frente a la otra, que es la fun-
ción judicial; sino que es sujeto de derecho, titular de intereses, agente propio de la 
función administrativa". V. Sentencia de 18-7-63 de la CSJ en SPA en GF, N° 41, 1963, 
p. 116. 

80  Cfr. Sentencia de la CFC en CP de 26-5-51 en GF, N° 8, 1952, p. 114 y Sentencia de la 
CSJ en CP de 12-6-68 en publicación del Senado de la República, 1968, p. 201. 
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como el ejemplo más típico de la actividad legislativa del Poder Ejecutivo, por 
mandato del numeral 10 del artículo 190 de la Constitución Nacional; toda 
vez que el Reglamento es norma jurídica de carácter general dictado par la 
Administración Pública para su aplicación a todos los sujetos de derecho y en 
todos los casos que caigan dentro de sus supuestos de hecho. En otros casos 
la autoridad administrativa imparte justicia, decide una controversia entre 
partes litigantes en forma similar a como lo hace la autoridad judicial.81 

De acuerdo con esta doctrina, que compartimos, entonces, la sepa-
ración de poderes ha de entenderse en el sistema venezolano, en pri-
mer lugar, como una separación orgánica entre los órganos de cada 
rama del Poder Público; y en segundo lugar, como una asignación de 
funciones propias a cada uno de dichos órganos; pero nunca como una 
separación de funciones atribuidas con carácter exclusivo a los diver-
sos órganos. Al contrario, además de sus funciones propias, los órga-
nos del Estado realizan funciones que por su naturaleza son semejantes 
a las funciones asignadas a otros órganos. En otras palabras, mediante 
este principio se reserva a ciertos órganos el ejercer una función en una 
forma determinada (funciones propias), lo que no excluye la posibili-
dad de que otros órganos ejerzan esa función en otra forma. 

VII.  EL PRINCIPIO DEL CARÁCTER INTERFUNCIONAL DE LOS 
ACTOS ESTATALES  

1. La distinción entre las funciones y actos estatales 

De lo anteriormente dicho sobre el principio del carácter inter or-
gánico del ejercicio de las funciones estatales, resulta como se ha dicho, 
que la separación orgánica de poderes no coincide con la distribución 
de funciones.  

                                         

81  Esta doctrina fue establecida en Sentencia de la CSJ en SPA de 18-7-63 en GF, N° 41, 
1963, pp. 116 y 117, y ratificados por la misma Corte y Sala en Sentencias de 27-5-68 
en GF N° 60, 1969, pp. 115 a 118, y de 9-7-69 en GF, N° 65, 1969, pp. 70 a 74. Puede 
verse también en Allan R. Brewer-Carías, Algunas Bases del Derecho Público.... loc. 
cit., p. 144. 
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Pero, en el ordenamiento jurídico venezolano, tampoco el ejercicio 
de una función del Estado por determinado órgano del mismo, condu-
ce necesariamente a la emisión de determinados órganos estatales, es 
decir, tampoco hay coincidencia entre las funciones del Estado y los 
actos jurídicos que emanan de la voluntad estatal82. Ello conlleva al 
séptimo de los principios fundamentales del derecho público venezo-
lano conforme a la Constitución de 1999, que es el del carácter inter-
funcional de los actos estatales. 

En efecto, de lo expuesto anteriormente resulta que la función 
normativa la ejerce el Estado en Venezuela a través de sus órganos le-
gislativos (Asamblea Nacional), de sus órganos ejecutivos (Presidente 
de la República), o de sus órganos judiciales (Tribunales), de los órga-
nos del Poder Ciudadano (Consejo Moral republicano, Defensoría del 
pueblo, Ministerio Público, Contraloría general de la República) y de 
los órganos electorales (Consejo nacional Electoral). 

En cuanto a la función política, la ejerce el Estado a través de sus 
órganos legislativos (Asamblea nacional y de sus órganos ejecutivos 
(Presidente de la República).  

La función jurisdiccional la ejerce el Estado a través de sus órga-
nos judiciales (Tribunal Supremo de Justicia), de sus órganos ejecutivos 

                                         

82  La distinción entre funciones del Estado que la doctrina ha realizado, muchas veces 
se confunde al querer identificar un tipo de acto jurídico estatal con la función ejer-
cida por el Estado. V. Agustín Gordillo, Introducción al Derecho Administrativo, Bue-
nos Aires, 1966, pp. 91 y ss. Nosotros mismos hemos incurrido en esta confusión: V. 
Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la 
jurisprudencia Venezolana, Caracas, 1964, pp. 108 y ss. En igual confusión incurre la 
jurisprudencia reciente de la Corte Suprema. V. sentencias de la CSJ en SPA de 
18-7-63, en GF N° 41, 1963, pp. 116 y ss.; de 27-5-68, en GF N° 60, 1969, pp. 115 y ss.; y 
de 9-7-69, en GF N° 65, 1969, pp. 70 y ss. Asimismo, en Venezuela, a pesar de su 
atento de "distinguir" actividad de función, Gonzalo Pérez Luciani incurre en igual 
confusión al afirmar que "la actividad que tomada globalmente sea relevante jurídi-
camente se puede decir que es una función", en "Actos administrativos que en Vene-
zuela escapan al Recurso Contencioso-Administrativo", RFD, UCAB, Caracas, 
1967-1968 N° 6, p. 196. 
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(Administración Pública) y de sus órganos electorales (Consejo Nacio-
nal Electoral). 

La función de control la ejerce el Estado en Venezuela a través de 
sus órganos legislativos (Asamblea Nacional), de sus órganos ejecuti-
vos (Administración Pública), de sus órganos judiciales (Tribunales), 
de sus órganos de control (Consejo Moral Republicano, Defensoría del 
pueblo, Ministerio Público, Contraloría General de la República) y de 
sus órganos electorales (Consejo Nacional Electoral). 

Y la función administrativa la ejerce el Estado a través de sus ór-
ganos ejecutivos (Administración Pública), de sus órganos electorales 
(Consejo Nacional Electoral), de sus órganos legislativos (Asamblea 
Nacional), de sus órganos judiciales (Tribunal Supremo de Justicia) y 
de sus órganos de control (Consejo Moral Republicano, Defensoría del 
pueblo, Ministerio Público, Contraloría General de la República) 

Consecuencialmente, de lo anterior no puede deducirse que todo 
acto realizado en ejercicio de la función normativa, sea un acto legisla-
tivo; que todo acto realizado en ejercicio de la función política, sea un 
acto de gobierno; que todo acto realizado en ejercicio de la función ju-
risdiccional, sea un acto judicial; que todo acto realizado en ejercicio de 
la función de control sea un acto administrativo o que todo acto reali-
zado en ejercicio de la función administrativa, sea también un acto 
administrativo.  

Al contrario, así como los diversos órganos del Estado realizan di-
versas funciones, los actos cumplidos en ejercicio de las mismas no son 
siempre los mismos ni tienen por qué serlo. 

2.  Los diversos actos estatales 

En efecto, tal como hemos señalado, la Asamblea Nacional en ejer-
cicio del Poder Legislativo puede ejercer funciones normativas, políti-
ca, jurisdiccionales, de control y administrativas, pero los actos que 
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emanan de la misma al ejercer dichas funciones no son, necesariamen-
te, ni uniformes ni correlativos.  

Cuando la Asamblea Nacional ejerce la función normativa, es de-
cir, crean normas jurídicas de carácter general actuando como cuerpo 
legisladores, dicta leyes (Art. 203), pero cuando lo hace en otra forma 
distinta, por ejemplo, al dictar sus reglamentos internos, ello lo hace a 
través de actos parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,19). Ambos son 
actos legislativos, pero de distinto valor normativo.  

Cuando la Asamblea Nacional ejerce la función política, es decir, 
intervienen en la formulación de las políticas nacionales, lo hacen a 
través de leyes (Art. 303) o a través de actos parlamentarios sin forma de 

ley (Art. 187,10). 

En el caso de la participación en el ejercicio de la función jurisdic-
cional, al autorizar el enjuiciamiento del Presidente de la República, la 
Asamblea Nacional concretiza su acción a través de un acto parlamenta-

rio sin forma de ley (266,2).  

Cuando la Asamblea Nacional ejerce sus funciones de control el 
Gobierno y la Administración Pública también dicta actos parlamenta-

rios sin forma de ley (Art. 187,3).  

Por último, en cuanto al ejercicio de la función administrativa por 
la Asamblea Nacional, ella puede concretarse en leyes (187,9)83, actos 
parlamentarios sin forma de ley (Art. 187,12) o actos administrativos (Art. 
187,22). 

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, 
particularmente el Presidente de la República, realizan la función nor-
mativa, ésta se concretiza en decretos-leyes y reglamentos (actos adminis-

trativos de efectos generales) (Art. 236,10; 266,5). 

                                         

83  En el pasado, por ejemplo, eran las leyes aprobatorias de contratos estatales confor-
me al artículo 126 de la Constitución de 1961.  
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En este caso de los decretos-leyes,  estos pueden ser decretos leyes de-
legados dictados en virtud de una habilitación legislativa (Art. 203; 
236,8); decretos leyes de organización ministerial (art. 236,20) y decretos 
leyes de estados de excepción (art. 236,7). En todos estos casos de decre-
tos leyes, si bien todos son objeto de regulaciones legislativas que los 
condicionan (leyes habilitantes o leyes orgánicas) autorizadas en la 
Constitución; los mismos tienen rango y valor de ley. 

Pero el Presidente de la República también realiza la función polí-
tica, al dictar actos de gobierno, que son actos dictados en ejecución dire-
cta e inmediata de la Constitución (Art. 236,2,4,5,6,19,21). En particular, 
en este caso, dichos actos de gobierno se caracterizan frente a los actos 
administrativos por dos elementos combinados: en primer lugar, por-
que el acto de gobierno sólo puede ser realizado por el Presidente de la 
República, como jefe del Estado, “en cuya condición dirige la acción de 
Gobierno” (Art. 226); y en segundo lugar, porque se trata de actos dic-
tados en ejecución de atribuciones establecidas directamente en la 
Constitución, sin posibilidad de condicionamiento legislativo, y que, 
por tanto, tienen el mismo rango que las leyes. 

En todo caso, para distinguir el acto legislativo del acto de gobier-
no y del acto administrativo no sólo debe utilizarse el criterio orgánico, 
sino también el criterio formal: el acto de gobierno, aun cuando reali-
zado en ejecución directa de la Constitución, está reservado al Presi-
dente de la República, en tanto que el acto legislativo, realizado tam-
bién en ejecución directa de la Constitución84, en principio está reser-
vado a la Asamblea Nacional; aún cuando esta pueda delegar la potes-

                                         

84  La Asamblea Nacional realiza su actividad legislativa en cumplimiento de atribucio-
nes directamente establecidas en la Constitución (Art. 187,1; 203). En el solo caso de 
las leyes especiales que han de someterse a las leyes orgánicas preexistentes (Art. 
203) podría decirse que hay condicionamiento legislativo de la propia actividad le-
gislativa. En igual sentido, los decretos-leyes dictados por el Presidente de la Repú-
blica en ejercicio de la función normativa, están condicionados por la ley habilitante 
o de delegación (Art. 236,8). 
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tad normativa con rango de ley en el Presidente de la República me-
diante una ley habilitante (Art. 203), en cuyo caso el acto dictado por el 
Presidente mediante decretos leyes habilitados (Art. 236,8) es un acto 
legislativo, aún cuando delegado. En esta forma, el criterio orgánico 
distingue el acto de gobierno del acto legislativo, y ambos se distin-
guen del acto administrativo mediante el criterio formal: tanto el acto 
de gobierno como el acto legislativo (el dictado por la Asamblea Na-
cional como el dictado por delegación por el Presidente de la Repúbli-
ca) se realizan en ejecución directa de competencias constitucionales, 
en tanto que el acto administrativo siempre es de rango sublegal, es 
decir, sometido a la ley y realizado en ejecución de la ley, y por tanto, 
en ejecución mediata e indirecta de la Constitución. 

Es decir, los actos de gobierno se distinguen de los actos adminis-
trativos realizada por los órganos ejecutivos, en que estos se realizan a 
todos los niveles de la Administración Pública y siempre tienen rango 
sublegal, es decir, se dictan por los órganos ejecutivos en ejecución de 
atribuciones directamente establecidas en la legislación, y sólo en eje-
cución indirecta y mediata de la Constitución85. Este es el criterio for-
mal, derivado de la teoría merkeliana de construcción escalonada del 
orden jurídico86, para la identificación de la administración, la cual ha 
sido acogida en la Constitución al reservarse al control de la Jurisdic-
ción Constitucional, los actos estatales dictados en ejecución directa e 
inmediata de la Constitución (Art. 336,2), con lo que los actos dictados 
en ejecución directa e inmediata de la legislación y mediata e indirecta 
de la Constitución (actos administrativos) caen entonces bajo el control 

                                         

85  En este sentido es que podría decirse que la actividad administrativa se reduce a 
ejecución de la ley. 

86  Adolf Merkl, Teoría General del Derecho Administrativo, Madrid, 1935, p. 13. Cfr., Hans 
Kelsen, Teoría General del Estado, México, 1957, p. 510, y Teoría Pura del Derecho, Bue-
nos Aires, 1974, pp. 135 y ss. V. algunas de las referencias en Allan R. Brewer-Carías, 
Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y la jurisprudencia Venezola-
na, Caracas, 1964, pp. 24 y ss.  
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de la Jurisdicción contencioso administrativa (Art. 259) y de la Jurisdic-
ción contencioso electoral (Art. 297). 

Pero además, en los casos de ejercicio de la función jurisdiccional, 
de la función de control y de la función administrativa, los órganos eje-
cutivos dictan, por ejemplo, actos administrativos (Art. 259; 266,5). 

En cuanto a los órganos que ejercen el Poder judicial, cuando por 
ejemplo el Tribunal Supremo de Justicia ejerce la función normativa, 
dicta reglamentos (actos administrativos de efectos generales),87 cuan-
do ejerce la función administrativa y la función de control sobre el Po-
der Judicial (Art. 267), dictan actos administrativos; y cuando ejerce la 
función jurisdiccional, dictan actos judiciales (sentencias) (Art. 266, 336). 

El acto judicial, por su parte, también se distingue del acto de go-
bierno y de la acto legislativo con base en los dos criterios señalados: 
desde el punto de vista orgánico, porque el acto judicial está reservado 
a los Tribunales de la República, en tanto que el acto legislativo está 
reservado a la Asamblea Nacional, la cual puede delegarlo en el Presi-
dente de la República (leyes habilitantes) y el acto de gobierno está re-
servada al Presidente de la República88; y desde el punto de vista for-
mal, porque al igual que el acto administrativo, el acto judicial es de 
rango sublegal, es decir, sometido a la ley y realizado en ejecución de 
la ley. 

Por último, en cuanto a la distinción entre el acto administrativo y 
el acto judicial, si bien no puede utilizarse el criterio formal de su gra-

                                         

87  Los reglamentos establecidos en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
Art. 6, Párrafo 1,10,12. 

88  Puede decirse, entonces, que la separación orgánica de poderes tiene plena concor-
dancia con la división orgánica de las actividades de gobierno (reservada al Presi-
dente de la República), legislativas (reservadas a la Asamblea Nacional, la cual pue-
de delegarla en el ejecutivo Nacional) y judiciales (reservada a los Tribunales). Por 
supuesto, la coincidencia de actividades específicas con órganos estatales determi-
nados concluye allí, pues la actividad administrativa, al contrario, no está reservada 
a ningún órgano estatal específico, sino que se realiza por todos ellos. 
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duación en el ordenamiento jurídico ya que ambos son dictados en eje-
cución directa e inmediata de la legislación y en ejecución indirecta y 
mediata de la Constitución, sí se distinguen con base al criterio orgáni-
co y a otro criterio formal. Desde el punto de vista orgánico, el acto ju-
dicial está reservado a los tribunales, con carácter de exclusividad, ya 
que sólo éstos pueden dictar sentencias; y desde el punto de vista for-
mal, la declaración de lo que es derecho en un caso concreto que reali-
zan los órganos judiciales, se hace mediante un acto que tiene fuerza de 
verdad legal, que sólo las sentencias poseen. 

Por su parte, cuando los órganos que ejercen el Poder Ciudadano 
realizan la función de control (Art. 274; 281; 289), la función normativa 
y la función administrativa, la misma se concreta en actos administrati-

vos de efectos generales (reglamentos) o de efectos particulares (Art. 259; 
266,5). 

Igualmente, cuando los órganos que ejercen el Poder Electoral rea-
lizan la función normativa (Art. 293,1), dictan actos administrativos de 

efectos generales (reglamentos) (Art. 293,1); y cuando realizan la función 
administrativa (Art. 293,3) y de control (Art. 293,9), la misma se concre-
ta en actos administrativos  (Art. 259; 266,5). 

En esta forma, el ejercicio de la función normativa se puede mani-
festar, variablemente, a través de leyes, actos parlamentarios sin forma 
de ley, decretos-leyes y reglamentos (actos administrativos de efectos 
generales); el ejercicio de la función política, a través de actos de go-
bierno, leyes y actos parlamentarios sin forma de ley; el ejercicio de la 
función jurisdiccional, a través de actos parlamentarios sin forma de 
ley, actos administrativos y sentencias; el ejercicio de la función de con-
trol, a través de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley, actos ad-
ministrativos y sentencias; y el ejercicio de la función administrativa, a 
través de leyes, actos parlamentarios sin forma de ley y actos adminis-
trativos.  



 68 

En sentido inverso, puede decirse que las leyes sólo emanan de la 
Asamblea Nacional actuando no sólo en ejercicio de la función norma-
tiva, sino de la función política, de la función de control y de la función 
administrativa; que los actos de gobierno emanan del Presidente de la 
República, actuando en ejercicio de la función política; que los decre-
tos-leyes emanan también del Presidente en ejercicio de la función 
normativa; que los actos parlamentarios sin forma de ley sólo emanan 
de la Asamblea Nacional, actuando en ejercicio de las funciones nor-
mativas, política, de control y administrativa; y que los actos judiciales 
(sentencias) sólo emanan de los tribunales, actuando en ejercicio de la 
función jurisdiccional. En todos estos casos, el tipo de acto se dicta ex-
clusivamente por un órgano estatal, pero en ejercicio de variadas fun-
ciones estatales. Lo privativo y exclusivo de los órganos estatales en 
esos casos, no es el ejercicio de una determinada función, sino la posi-
bilidad de dictar determinados actos: las leyes y los actos parlamenta-
rios sin forma de ley por la Asamblea nacional; los actos de gobierno 
por el Presidente de la República; y los actos judiciales (sentencias) por 
los tribunales. 

En cuanto a los actos administrativos, éstos pueden emanar de la 
Asamblea Nacional, actuando en función administrativa y en función 
de control; de los tribunales, actuando en función normativa, en fun-
ción de control y en función administrativa; de los órganos que ejercen 
el Poder Ejecutivo (Administración Pública Central) cuando actúan, en 
función normativa, en función jurisdiccional, en función de control y 
en función administrativa; de los órganos que ejercen el Poder Ciuda-
dano actuando en función normativa, en función de control y en fun-
ción administrativa; y de los órganos que ejercen el Poder Electoral ac-
tuando también en función normativa, en función de control y en fun-
ción administrativa. 

Los actos administrativos en esta forma, y contrariamente a lo que 
sucede con las leyes, con los actos parlamentarios sin forma de ley, con 
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los decretos-leyes, con los actos de gobierno y con las sentencias judi-
ciales, no están reservados a determinados órganos del Estado, sino 
que pueden ser dictados por todos ellos y no sólo en ejercicio de la fun-
ción administrativa. 

VIII. EL PRINCIPIO DEL CARÁCTER INTER ORGÁNICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA  

El octavo de los principios fundamentales del derecho público 
conforme a la Constitución de 1999 es el del carácter inter orgánico de 
la Administración Pública. Es decir, que la Administración Pública, 
como complejo orgánico, no sólo está conformada por órganos que 
ejercen el Poder Ejecutivo, sino por órganos que ejercen los demás Po-
deres del Estado. Hay ciertamente una Administración Pública que se 
configura organizativamente hablando en el “Ejecutivo Nacional” 
(Administración Pública Central), pero la misma no agota dicho com-
plejo orgánico en el Estado venezolano. 

El Estado venezolano, en efecto y como se ha dicho, está constitu-
cionalmente configurado como un Estado Federal (artículo 2 de la 
Constitución), en el cual se distinguen tres niveles de organización po-
lítica: el nivel nacional, que corresponde a la República; el nivel esta-
dal, que corresponde a los Estados miembros de la Federación; y el ni-
vel municipal, que corresponde a los Municipios.  

En cada uno de estos tres niveles políticos existe una "Administra-
ción Pública central" (nacional, estadal y municipal), que ejerce el Po-
der Ejecutivo, siendo ésta, el instrumento por excelencia de la acción 
política del Estado. Como instrumento, está compuesto por un conjun-
to de órganos e instituciones que le sirven para el desarrollo de sus 
funciones y el logro de los fines que tiene constitucionalmente prescri-
tos. 

Pero como se ha dicho anteriormente, no toda "Administración 
Pública" del Estado es "Administración Pública central", en el sentido 
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de que no sólo los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo en los tres 
niveles político-territoriales o los que gozan de autonomía fundamen-
tal en virtud de disposiciones constitucionales, monopolizan, orgáni-
camente, a la Administración Pública del Estado.  

Las diversas ramas de los Poderes del Estado en sus diversos nive-
les tienen su propia Administración Pública, lo que nos conduce a in-
sistir en el sentido de la separación de poderes en Venezuela, como sis-
tema de distribución horizontal del Poder Público, en los tres niveles 
de distribución vertical del propio Poder Público. 

1. La Administración del Estado y la separación orgánica de poderes  

Si algún valor tiene el principio de la separación de poderes en 
nuestro país, es el de la "separación orgánica" de poderes, en el sentido 
de que, constitucionalmente, en cada uno de los tres niveles de organi-
zación política del Estado (nacional, estadal y municipal), hay una se-
paración formal de órganos, que ejercen las diversas ramas del Poder 
Público. Así, en el nivel nacional (Poder Nacional), hay una separación 
clara entre cinco grupo de órganos de la República: los órganos legisla-
tivos (Asamblea Nacional), los órganos ejecutivos (Presidente de la Re-
pública, Ministerios, etc.), los órganos judiciales (Tribunal Supremo de 
Justicia, Tribunales), los órganos de control (Fiscalía General de la Re-
pública, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo), y 
los órganos electorales (Consejo Nacional Electoral); y cada uno de es-
tos órganos tiene su propia Administración Pública: la Administración 
de las Cámaras Legislativas; la Administración de la justicia (Dirección 
Ejecutiva de la Magistratura); la Administración Pública de los órganos 
de control, la Administración Electoral, y la Administración Pública 
central que en principio corresponde a los órganos que ejercen el Poder 
Ejecutivo.  

Así puede decirse que el ámbito propio de la organización admi-
nistrativa nacional está en los órganos ejecutivos, en esa "Administra-
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ción Pública Nacional" (central o descentralizada) cuyos órganos ejer-
cen el Poder Ejecutivo Nacional, en cuyo vértice está el Presidente de la 
República. 

Por su parte, en el nivel estadal (Poder de los Estados), hay una 
clara y precisa separación entre tres grupos de órganos en cada Estado: 
los órganos legislativos (Consejos Legislativos), los órganos ejecutivos 
(Gobernadores y sus dependencias administrativas), y los órganos de 
control (Contraloría estadal); y cada uno de estos órganos tiene su pro-
pia administración: la administración de las Asambleas Legislativas, la 
"Administración Pública central" que en principio corresponde a los 
órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, y la Administración contralora. 
Así, puede decirse que el ámbito propio de la organización administra-
tiva estadal está en los órganos ejecutivos, en esa "Administración Pú-
blica Estadal" (central o descentralizada) cuyos órganos ejercen el Po-
der Ejecutivo de los Estados, en cuyo vértice están los Gobernadores. 

Por último, en el nivel municipal (Poder Municipal), también hay 
una clara y neta separación legal entre tres grupos de órganos en cada 
municipio: los órganos legislativos (Concejos Municipales), los órganos 
ejecutivos (Alcaldes y sus dependencias administrativas), y los órganos 
de control (Contralorías municipales); y cada uno de esos órganos tiene 
su propia administración: la administración de los Concejos Municipa-
les como órganos colegiados, la "Administración Pública central" que 
en principio corresponde a los órganos que ejercen el Poder Ejecutivo 
municipal y la Administración contralora. Así puede decirse que el 
ámbito propio de la organización administrativa municipal está en los 
órganos ejecutivos, en esa "Administración Pública Municipal" (central 
o descentralizada) cuyos órganos ejercen el Poder Ejecutivo Municipal, 
en cuyo vértice están los Alcaldes. 

Por tanto, la Organización Administrativa del Estado no se agota, 
por ejemplo, a nivel nacional, en el ámbito de la "Administración Pú-
blica Nacional central" que ejerce el Poder Ejecutivo, pues existen ór-
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ganos administrativos que derivan de la nueva separación orgánica de 
poderes que ha establecido la Constitución de 1999, regularizando así 
la existencia de órganos del Estado con autonomía funcional que en la 
Constitución de 1961 existían (Consejo de la Judicatura, Contraloría 
general de la República, Fiscalía General de la República) y que no en-
cuadraban en la clásica trilogía de poderes: legislativos, ejecutivos y 
judiciales, ni dentro de los órganos que ejercían el Poder Legislativo, ni 
dentro de los órganos que ejercían el Poder Ejecutivo, ni dentro de los 
órganos que ejercían el Poder Judicial, y que sin embargo, formaban 
parte de la organización administrativa de la Administración del Esta-
do, y en general, de lo que siempre se ha conocido como Administra-
ción Pública Nacional. 

 

2.  El régimen de la Administración Pública en la Constitución de 1999 

La situación anterior es la que ha sido precisamente regularizada 
constitucionalmente con las previsiones de la Constitución de 1999, en 
la cual con motivo de establecer una penta división del Poder Público a 
nivel nacional, además de regular los órganos que ejercen el Poder Le-
gislativo (Asamblea Nacional), el Poder Ejecutivo (Presidente de la Re-
pública, Vicepresidente Ejecutivo, Ministros) y del Poder Judicial (Tri-
bunal Supremo de Justicia, Dirección Ejecutiva de la Magistratura -que 
sustituyó al Consejo de la Judicatura-, Tribunales) ha regulado a los 
órganos que ejercen el Poder Ciudadano (Fiscalía General de la Repú-
blica, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo) y el 
Poder Electoral (Consejo Nacional Electoral). Precisamente, en ejercicio 
de las respectivas ramas del Poder Público, además de los órganos de 
la Administración Pública central que ejercen el Poder Ejecutivo, tam-
bién configuran la Administración Pública del Estado, los órganos de 
la Asamblea Nacional que ejercen funciones administrativas en ejerci-
cio del Poder Legislativo, la Dirección Ejecutiva de la Magistratura que 
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ejerce el poder Judicial, los órganos que ejercen el Poder Ciudadano y 
los órganos que ejercen el Poder Electoral.  

A tal efecto, la Constitución de 1999 contiene un extenso Título IV 
relativo al “Poder Público”, cuyas normas se aplican a todos los órga-
nos que ejercen el Poder Público tal como lo indica el artículo 136: en 
su distribución vertical o territorial (Poder Municipal, Poder Estadal y 
Poder Nacional); y, en el nivel Nacional, en su distribución horizontal 
(Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral)89. 

En el Capítulo I (Disposiciones fundamentales), de dicho Título IV 
relativo al Poder Público, se regularon todos los principios fundamen-
tales sobre la Administración Pública relativos a la organización admi-
nistrativa (artículos 236, ordinal 20) y a la administración descentrali-
zada funcionalmente (artículos 142, 300); a de la actuación administra-
tiva (art. 141); a la función pública (artículos 145 a 149) y su responsabi-
lidad, (art. 139); a los bienes públicos (artículos 12, 181 y 304); a la in-
formación administrativa (art. 143), a la contratación administrativa 
(arts. 150 y 151), a la responsabilidad patrimonial del Estado (art. 140); 
y al régimen de control de la gestión administrativa, tanto popular (art. 
62), como político (art. 66), fiscal (art. 287) y de gestión (art. 315). De allí 
que lo primero que debe determinarse es cuáles son los órganos estata-
les que ejercen el Poder Público y que pueden considerarse como tal 
“Administración Pública”. 

Ante todo, por supuesto, están los órganos de los diversos niveles 
del Poder Público (Nacional, Estadal y Municipal) que ejercen el Poder 
Ejecutivo. En consecuencia, las normas que contiene la sección se apli-
can a todas las “Administraciones Públicas” ejecutivas de la República 
(administración pública nacional), de los Estados (administración pú-
blica estadal), de los Municipios (administración pública municipal) y 
                                         

89 Véase nuestra propuesta sobre este título en Allan R. Brewer-Carías, Debate Constitu-
yente (aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II, (9 Sept.-17 Oct. 1999), 
Caracas 1999, pp. 159 y ss. 
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de las otras entidades políticas territoriales que establece el artículo 16 
de la Constitución, entre las cuales se destacan los Distritos Metropoli-
tanos cuyos órganos ejercen el Poder Municipal. 

Pero la Administración Pública del Estado venezolano, en los tres 
niveles territoriales de distribución vertical del Poder Público, no se 
agota en los órganos y entes de la Administración Pública ejecutiva (que 
ejercen el Poder Ejecutivo), pues también comprende los otros órganos 
de los Poderes Públicos que desarrollan las funciones del Estado de ca-
rácter sublegal. En tal sentido, en el nivel nacional, los órganos que 
ejercen el Poder Ciudadano (Fiscalía General de la República, Contra-
loría General de la República y Defensoría del Pueblo) y el Poder Elec-
toral (Consejo Nacional Electoral), sin la menor duda, son órganos que 
integran la Administración Pública del Estado, organizados con auto-
nomía funcional respecto de los órganos que ejercen otros poderes del 
Estado. En cuanto a los órganos que ejercen el Poder Judicial, los que 
conforman la Dirección Ejecutiva de la Magistratura mediante la cual 
el Tribunal Supremo de Justicia ejerce la dirección, gobierno y adminis-
tración del Poder Judicial, también son parte de la Administración Pú-
blica del Estado. 

En consecuencia, en los términos de la sección segunda del Título 
IV de la Constitución, la Administración Pública del Estado no sólo es-
tá conformada por órganos que ejercen el Poder Ejecutivo, sino por los 
órganos que ejercen el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, y por la 
Dirección Ejecutiva de la Magistratura que en ejercicio del Poder Judi-
cial tiene a su cargo la dirección, el gobierno y la administración del 
Poder Judicial90. 

En efecto, como se ha dicho, a nivel nacional, a partir de la Consti-
tución de 1961, ya habían comenzado a encontrar encuadramiento 

                                         

90 Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Principios del Régimen Jurídico de la Or-
ganización Administrativa Venezolana, Caracas 1994, pp. 11 y 53. 
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constitucional diversos órganos estatales que se configuraban también 
como parte de la Administración Pública como complejo orgánico, pe-
ro que no dependían del Ejecutivo Nacional ni estaban subordinados a 
ninguno de los tres conjuntos orgánicos clásicos del Estado (Legislati-
vo, Ejecutivo, Judicial). Se trataba de órganos constitucionales con au-
tonomía funcional, que también eran órganos de la República como 
persona político-territorial nacional, y que eran: el Ministerio Público, 
también denominado Fiscalía General de la República; la Contraloría 
General de la República; el Consejo de la Judicatura; y el Consejo Su-
premo Electoral. Por supuesto, estos eran órganos que forman parte de 
la Administración Pública nacional regulados por el derecho adminis-
trativo, aun cuando no formaban parte del Ejecutivo Nacional ni de la 
Administración Pública Central, ni tuvieran personalidad jurídica pro-
pia. 

Esta tendencia fue la que se consolidó en la Constitución de 1999, 
al establecerse la ya mencionada penta división del Poder Público, 
agregándose a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, el Poder 
Ciudadano y el Poder Electoral (Art. 136). Por ello, puede decirse que 
también conforman e integran la Administración Pública a nivel nacio-
nal, los órganos que ejercen el Poder Ciudadano, es decir, la Fiscalía 
General de la República o Ministerio Público, la Contraloría General de 
la República, y la Defensoría del Pueblo; así como los órganos que ejer-
cen el Poder Electoral, como el Consejo Nacional Electoral. Igualmente, 
también puede considerarse que son órganos de la Administración Pú-
blica Nacional, la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del Tribunal 
Supremo de Justicia. Todos esos órganos conforman la Administración 
Pública Nacional, aún cuando por supuesto, no la Administración Pú-
blica Central cuyos órganos son los que ejercen el Poder Ejecutivo Na-
cional. 

Para desarrollar los principios constitucionales relativos a la Ad-
ministración Pública, en todo caso, se ha dictado la Ley Orgánica de la 
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Administración Pública91, cuyas disposiciones son básicamente “apli-
cables a la Administración Pública Nacional” (art. 2). La Ley, sin em-
bargo, no define qué ha de entenderse por ello; pero de su normativa 
se deduce que abarca la Administración Pública que conforman los ór-
ganos que ejercen el Poder Ejecutivo Nacional y aquéllos que confor-
man la Administración Pública Nacional descentralizada sometida al 
control de aquél, con forma de derecho público. 

En cuanto a la Administración Pública que conforman los demás 
órganos del Poder Público Nacional, es decir, los que a nivel nacional 
ejercen el Poder Judicial, el Poder Ciudadano y el Poder Electoral, las 
disposiciones de la Ley Orgánica sólo se les aplican “supletoriamente” 
(art. 2). En cuanto a los órganos que ejercen el Poder Legislativo, res-
pecto de las funciones administrativas que realicen, conforme al artícu-
lo 2 de la Ley Orgánica, también se les podrán aplicar sus disposiciones 
supletoriamente.  

En relación con los órganos de los Poderes Públicos que derivan 
de la distribución territorial del Poder Público, conforme al artículo 2 
de la LOAP “los principios y normas (de la Ley Orgánica) que se refie-
ran en general a la Administración Pública, o expresamente a los Esta-
dos, Distritos Metropolitanos y Municipios, serán de obligatoria obser-
vancia por éstos, quienes desarrollarán los mismos dentro del ámbito 
de sus respectivas competencias”. 

IX.  EL PRINCIPIO DE LOS FINES DEMOCRÁTICOS, SOCIALES Y 
DE JUSTICIA DEL ESTADO 

La Constitución de 1999 definió al Estado venezolano, no sólo co-
mo un Estado de derecho (principio de legalidad), sino como un Esta-

                                         

91 Gaceta Oficial Nº 37.305 de 17-10-2001. Esta Ley Orgánica sólo derogó expresamente 
la Ley Orgánica de la Administración Central, cuya última reforma había sido la 
hecha mediante Decreto-Ley Nº 369 de 14-9-99, en Gaceta Oficial Nº 36.850 de 14-12-
99. 
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do democrático, social y de justicia (art. 2), condicionado, por tanto, 
por unos valores que debe propugnar así como por unos fines que es-
tán plasmados en la propia Constitución, de orden democráticos, socia-
les y de justicia. 

En efecto, el artículo 2 del texto fundamental dispone que el Esta-
do propugna “como valores superiores de su ordenamiento jurídico y 
de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidari-
dad, la democracia, la responsabilidad social y, en general, la preemi-
nencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político”; y el 
artículo 3 precisa que el Estado “tiene como fines esenciales la defensa 
y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el ejercicio de-
mocrático de la voluntad popular, la construcción de una sociedad jus-
ta y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del 
pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y 
deberes reconocidos y consagrados en esta Constitución”; agregándose 
que “La educación y el trabajo son los procesos fundamentales para al-
canzar dichos fines”. 

Estos valores y fines son los que configuran al Estado, precisamen-
te, como un Estado democrático, social y de justicia lo que constituye el 
décimo de los principios fundamentales del derecho público en la Cons-
titución de 1999. 

En cuanto al Estado democrático, sus fines son la profundización 
de la democracia como régimen político, haciendo énfasis en la partici-
pación política, como fundamento de toda la organización política de 
la Nación; lo que deriva del Preámbulo (sociedad democrática) y de los 
artículos 2, 3, 5 y 6 de la Constitución.  

Por tanto, el primer valor del constitucionalismo es la democracia, 
quedando plasmado el Estado Democrático en los principios funda-
mentales del texto constitucional, comenzando por la forma de ejercicio 
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de la soberanía mediante mecanismos de democracia directa y de demo-
cracia representativa92. 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sen-
tencia Nº 23 del 22 de enero de 2003 (Caso: Interpretación del artículo 71 
de la Constitución) ha señalado sobre el tema del perfeccionamiento de 
la democracia como fin del texto constitucional, que: 

De este modo, como bien lo aclara la Exposición de Motivos de la Constitu-
ción, el régimen constitucional vigente responde a una sentida aspiración de 
la sociedad civil organizada que pugna por cambiar la negativa cultura políti-
ca generada por décadas de un Estado centralizado de partidos (Cfr. Allan R. 
Brewer-Carías, Problemas del Estado de Partidos, Caracas, 1988, pp. 39 y ss) que 
mediatizó el desarrollo de los valores democráticos, a través de la participa-
ción ciudadana que ya no se limita a procesos electorales, pues se reconoce la 
necesidad de la intervención del pueblo en los procesos de formación, formu-
lación y ejecución de políticas públicas, como medio para superar los déficit 
de gobernabilidad que han afectado nuestro sistema político debido a la ca-
rencia de armonía entre el Estado y la sociedad. 

Ello indica, que el modelo democrático electivo, participativo y protagónico 
instaurado en Venezuela a partir de la entrada en vigencia de la Constitución 
de 1999, concibe a la gestión pública y la preservación y fomento del bien co-
mún como un proceso en el cual se establece una comunicación permanente 
entre gobernantes y ciudadanos, entre los representantes y sus representados, 
lo cual implica una modificación radical, a saber, de raíz, en la orientación de 
las relaciones entre el Estado y la sociedad, en la que se devuelve a esta últi-
ma su legítimo e innegable protagonismo, a través del ejercicio de sus dere-
chos políticos fundamentales, enunciados en el Capítulo IV del Título III de la 
Norma Suprema. 

Dicho proceso de profundización de la cultura democrática del pueblo vene-
zolano, vía proceso constituyente y Constitución, se ve además reforzado en 
sus propósitos por el marco jurídico internacional, suscrito y ratificado por la 
República Bolivariana de Venezuela, en materia de derechos humanos, sien-
do ejemplo de ello lo dispuesto en los artículos 21 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, XX de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes de Hombre, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, integrantes 

                                         

92 Idem, pp. 507, 510 a 513, y 599. 
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todos ellos del llamado bloque de la constitucionalidad de acuerdo con el ar-
tículo 23 del Texto Fundamental. 

De tal manera que, como lo afirma la Carta Democrática Interamericana sus-
crita el 11 de septiembre de 2001 en Lima, capital de la República del Perú, el 
carácter participativo de la democracia en Venezuela en los diferentes ámbi-
tos de la actividad pública tiende progresivamente a la consolidación de los 
valores democráticos y a la libertad y la solidaridad en los distintos niveles 
político-territoriales en que se distribuye el Poder Público a lo largo y ancho 
de la República, y por ello mismo, si bien la democracia representativa es la 
base del Estado de derecho y de los regímenes constitucionales de los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos, ésta se refuerza y 
profundiza únicamente con la participación y protagonismo permanente, éti-
co y responsable de la ciudadanía93. 

En cuanto al Estado Social, el mismo está basado en la Constitu-
ción en la concepción del Estado con obligaciones sociales y de procura 
de la justicia social, lo que lo lleva a intervenir en la actividad económi-
ca y social, como Estado prestacional. Tal carácter social deriva princi-
palmente del valor fundamental de la igualdad y no discriminación 
establecido en el Preámbulo y el artículo 1º de la Constitución, que 
además de derecho fundamental (art. 21) es el pilar de actuación del 
Estado (art. 2); y de la declaración del principio de la justicia social co-
mo base del sistema económico (art. 299)94. 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sen-
tencia Nº 85 de 24-01-2002 (Caso: Deudores hipotecarios vs. Superinten-

dencia de Bancos), ha desarrollado muy extensamente el concepto de Es-
tado Social, y después de analizar su evolución doctrinal y constitucio-
nal, consideró que: 

                                         

93  Idem. 

94 Véase lo expuesto sobre el tema en Allan R. Brewer-Carías, Evolución histórica del Esta-
do, Tomo I, Instituciones Políticas y Constitucionales, Universidad Católica del Táchira-
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1996, pp. 508, 513 a 516, y 593 y 
ss. 



 80 

Persigue la armonía entre las clases, evitando que la clase dominante, por te-
ner el poder económico, político o cultural, abuse y subyugue a otras clases o 
grupos sociales, impidiéndoles el desarrollo y sometiéndolas a la pobreza y a 
la ignorancia; a la categoría de explotados naturales y sin posibilidad de re-
dimir su situación. 

A juicio de esta Sala, el Estado Social debe tutelar a personas o grupos que en 
relación con otros se encuentran en estado de debilidad o minusvalía jurídica, 
a pesar del principio del Estado de Derecho Liberal de la igualdad ante la ley, 
el cual en la práctica no resuelve nada, ya que situaciones desiguales no pue-
den tratarse con soluciones iguales. El Estado Social para lograr el equilibrio 
interviene no solo en el factor trabajo y seguridad social, protegiendo a los 
asalariados ajenos al poder económico o político, sino que también tutela la 
salud, la vivienda, la educación y las relaciones económicas, por lo que el sec-
tor de la Carta Magna que puede denominarse la Constitución Económica 
tiene que verse desde una perspectiva esencialmente social.  

El Estado Social va a reforzar la protección jurídico-constitucional de perso-
nas o grupos que se encuentren ante otras fuerzas sociales o económicas en 
una posición jurídico-económica o social de debilidad, y va a aminorar la pro-
tección de los fuertes. El Estado está obligado a proteger a los débiles, a tute-
lar sus intereses amparados por la Constitución, sobre todo a través de los 
Tribunales; y frente a los fuertes, tiene el deber de vigilar que su libertad no 
sea una carga para todos. Como valor jurídico, no puede existir una protec-
ción constitucional a expensas de los derechos fundamentales de otros. Tal 
como decía Ridder, “...el Estado se habilita para intervenir compensatoria-
mente, desmontando cualquier posición de poder siempre que lo estime con-
veniente”, pero, agrega la Sala, fundado en la ley y en su interpretación desde 
el ángulo de los conceptos que informan esta forma de Estado.  

El Estado Social, trata de armonizar intereses antagónicos de la sociedad, sin 
permitir actuaciones ilimitadas a las fuerzas sociales, en base al silencio de la 
ley o a ambigüedades de la misma, ya que ello conduciría a que los económi-
cos y socialmente mas fuertes establezcan una hegemonía sobre los débiles, 
en la que las posiciones privadas de poder se convierten en una disminución 
excesiva de la libertad real de los débiles, en un subyugamiento que alienta 
perennemente una crisis social95.  

La Sala, después de analizar el concepto de Estado Social de Dere-
cho en el derecho constitucional venezolano, concluyó indicando que 
                                         

95  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2002  
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el mismo tiene que adaptarse a los valores finalistas del Preámbulo, del 
cual se colige que el Estado Social está destinado a fomentar la consoli-
dación de la solidaridad social, la paz, el bien común, la convivencia, el 
aseguramiento de la igualdad, sin discriminación ni subordinación, an-
teponiéndose el bien común (el interés general) al particular, y recono-
ciendo que ese bien común se logra manteniendo la solidaridad social, 
la paz y la convivencia. De allí concluyó la Sala que “En consecuencia, 
las leyes deben tener por norte esos valores, y las que no lo tengan, así 
como las conductas que fundadas en alguna norma, atenten contra esos 
fines, se convierten en inconstitucionales”96. 

Por último, en cuanto al Estado de Justicia, se lo concibe en la 
Constitución como el Estado que tiende a garantizar la justicia por en-
cima de la legalidad formal, estableciendo no sólo el valor justicia en el 
Preámbulo y en el artículo 1º, sino regulando expresamente el derecho 
de acceso a la justicia y a la obtención de una tutela efectiva de los de-
rechos e intereses de las personas. A tal efecto, la Constitución postula 
la necesaria organización de los tribunales de manera de garantizar 
una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autó-
noma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones 
indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles (art. 26)97. 

En relación con esta noción del Estado de Justicia, entre los múlti-
ples fallos dictados por el Tribunal Supremo de Justicia, se destaca la 
sentencia Nº 949 de la Sala Político Administrativa de 26 de abril de 
2000, en la cual se señaló: 

                                         

96  Idem 

97  Véase en general, Carlos J. Sarmiento Sosa, La justicia en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (Extradición). Vadell Hermanos Editores, Caracas, 2000, pp. 
147 y ss.; Emilio Spósito Contreras, “Implicaciones del Estado de derecho y justicia en 
algunos aspectos de la relación súbdito-gobierno, en Revista de derecho del Tribunal Su-
premo de Justicia, Nº 4, Caracas, 2002, pp. 53 a 84. 
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En consecuencia, cuando el Estado se califica como de Derecho y de Justicia y 
establece como valor superior de su ordenamiento jurídico a la Justicia y la 
preeminencia de los derechos fundamentales, no está haciendo más que resal-
tar que los órganos del Poder Público -y en especial el sistema judicial- deben 
inexorablemente hacer prelar una noción de justicia material por sobre las 
formas y tecnicismos, propios de una legalidad formal que ciertamente ha te-
nido que ceder frente a la nueva concepción de Estado. 

Y esta noción de Justicia material adquiere especial significación en el fértil 
campo de los procesos judiciales en los que el derecho a la defensa y debido 
proceso (artículo 49 del texto fundamental), la búsqueda de la verdad como 
elemento consustancial a la Justicia, en los que no se sacrificará ésta por la 
omisión de formalidades no esenciales (artículo 257), y el entendimiento de 
que el acceso a la Justicia es para que el ciudadano haga valer sus derechos y 
pueda obtener una tutela efectiva de ellos de manera expedita, sin dilaciones 
indebidas y sin formalismos o reposiciones inútiles (artículo 26), conforman 
una cosmovisión de Estado justo, del justiciable como elemento protagónico 
de la democracia, y del deber ineludible que tienen los operadores u opera-
rios del Poder Judicial de mantener el proceso y las decisiones dentro del 
marco de los valores y principios constitucionales. 

Todo esto nos lleva a que el proceso deja de ser un laberinto, con trabas y obs-
táculos, donde el Juez es un simple espectador de argucias y estrategias, y se 
convierte en un instrumento viable para la paz social y el bien común. Esto 
reafirma al proceso y al derecho procesal como un área jurídica que forma 
parte del derecho público y que está íntimamente vinculada a la sensibilidad 
social. En consecuencia, al cambiar el rol del Estado y de la sociedad, con la 
entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela, el Juez y el proceso pasan a ser elementos esenciales en la conforma-
ción de un Estado de Justicia98. 

Esta concepción del Estado de Justicia también ha sido analizada 
por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, particu-
larmente en la sentencia Nº 389 de 7 de marzo de 2002, en la cual reite-
ró el principio de la informalidad del proceso en los siguientes térmi-
nos: 

                                         

98  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, (abril-junio), Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2000, pp. 163 y ss. 
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La justicia constituye uno de los fines propios del Estado Venezolano, con-
forme lo estatuye el artículo 2 de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, fin que realiza a través del proceso, como un instrumento fun-
damental. 

El propio Texto Constitucional se ha encargado de desarrollar las garantías y 
principios que deben imperar en todo proceso, dentro de las cuales se en-
cuentran la garantía de una justicia “sin formalismos o reposiciones inútiles” 
o la del no sacrificio de la justicia por “la omisión de formalidades no esencia-
les”, previstas expresamente en sus artículos 26 y 257. 

De allí que, por mandato constitucional, el principio de la informalidad del 
proceso se constituye en una de sus características esenciales. 

El principio de la informalidad del proceso ha sido estudiado por la doctrina 
y la jurisprudencia constitucional, como un elemento integrante del derecho a 
la tutela judicial efectiva, específicamente al derecho de acceso a la justicia, 
pues debe garantizársele a todo ciudadano que desee someter un asunto a los 
órganos jurisdiccionales, que obtendrá una respuesta motivada, proporciona-
da y conforme al ordenamiento legal preexistente. 

A la par del derecho del justiciable a obtener un pronunciamiento de fondo, el 
propio ordenamiento jurídico ha establecido una serie de formalidades que 
pueden concluir con la terminación anormal del proceso, ya que el juez puede 
constatar que la irregularidad formal se erige como un obstáculo para la pro-
secución del proceso. 

Así, el juez puede constatar el incumplimiento de alguna formalidad y deses-
timar o inadmitir la pretensión de alguna de las partes, sin que ello se traduz-
ca, en principio, en una violación al derecho a la tutela judicial efectiva, ya 
que esas formalidades han sido establecidas como una protección de la inte-
gridad objetiva del procedimiento.  

Pero no todo incumplimiento de alguna formalidad puede conducir a la des-
estimación o inadmisión de la pretensión, ya que para ello el juez debe pre-
viamente analizar: a) la finalidad legítima que pretende lograse en el proceso 
con esa formalidad; b) constatar que esté legalmente establecida, c) que no 
exista posibilidad de convalidarla; d) que exista proporcionalidad entre la 
consecuencia jurídica de su incumplimiento y el rechazo de la pretensión. 

Solamente cuando el juez haya verificado que no se cumplan con los elemen-
tos antes descritos es que debe contraponer el incumplimiento de la formali-
dad con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, específicamente 
de acceso a la justicia, para desechar o inadmitir la pretensión del justiciable y 
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en caso de dudas interpretarse a favor del accionante, ello en cumplimiento 
del principio del pro actione99. 

 X.  EL PRINCIPIO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DE 
LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS 

La realización de actividades estatales, como resultado del ejerci-
cio de competencias por los titulares de los órganos que ejercen el Po-
der Público, como toda actividad en el mundo del derecho, puede pro-
ducir daños a los administrados, tanto como resultado del ejercicio líci-
to de los Poderes Públicos como por hecho ilícito. Si estos daños se 
producen, tanto los titulares de los órganos del Estado (los funciona-
rios públicos), como las personas jurídicas estatales deben responder 
por los mismos. Por ello, el décimo de los principios fundamentales del 
derecho público en la Constitución de 1999, es el de la responsabilidad 
de los funcionarios públicos y del Estado. 

1. La responsabilidad individual de los funcionarios públicos 

En cuanto a los funcionarios públicos, el artículo 139 de la Consti-
tución, que recoge una norma que ha sido tradicional de nuestro cons-
titucionalismo, relativa al principio de la responsabilidad individual de 
los titulares de los órganos que ejercen el Poder Público. Dispone dicha 
norma que: 

El ejercicio del Poder Público acarrea responsabilidad individual por abuso o 
desviación de poder o por violación de esta Constitución o de la Ley. 

Esta norma recoge el principio del artículo 121 de la Constitución 
de 1961, pero agregando además del abuso de poder y de la violación 

                                         

99  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2002 (En prensa). 
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de la Constitución y la ley, a la “desviación de poder” dentro de los 
supuestos que generan responsabilidad del funcionario.  

En consecuencia, la responsabilidad de los funcionarios cuando en 
ejercicio del Poder Público causen daños, puede originarse por abuso 
de poder, es decir, por el llamado vicio en la causa de los actos estata-
les (falso supuesto, por ejemplo); por desviación de poder, que es el 
vicio en la finalidad del acto estatal, al utilizarse el poder conferido pa-
ra perseguir fines distintos a los establecidos en la norma atributiva de 
competencia; y en general, por violación de la Constitución o de la Ley, 
es decir, en general, por contrariedad al derecho. 

La Constitución, por otra parte, y también siguiendo una larga 
tradición de nuestro constitucionalismo, reitera el principio de la res-
ponsabilidad de los funcionarios públicos pero, en particular, respecto 
de los actos que dicten, ordenen o ejecuten, que violen o menoscaben 
los derechos garantizados constitucionalmente; responsabilidad que 
puede ser civil, penal y administrativa, sin que pueda servirles de ex-
cusa órdenes superiores que reciba el funcionario (art. 25). Este mismo 
principio lo repite el artículo 8 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública, en relación con los funcionarios “de la Administración Públi-
ca”. 

En estos casos, conforme al artículos 10 de la Ley Orgánica, y sin 
perjuicio del derecho de acceso a la justicia establecido en la Constitu-
ción (art. 26) y la ley, los particulares cuyos derechos humanos hayan 
sido violados o menoscabados por un acto u orden de un funcionario 
público pueden, directamente o a través de su representante, acudir 
ante el Ministerio Público para que éste ejerza las acciones a que hubie-
re lugar para hacer efectiva “la responsabilidad civil, laboral, militar, 
penal, administrativa o disciplinaria” en que hubiere incurrido dicho 
funcionario. Igualmente, pueden acudir ante la Defensoría del Pueblo 
para que ésta inste al Ministerio Público a ejercer dichas acciones y, 
además, para que la Defensoría del Pueblo solicite ante el Consejo Moral 
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Republicano que adopte las medidas a que hubiere lugar con respecto a 
tales funcionarios, de conformidad con la ley. 

A los efectos, incluso, de la posibilidad de exigencia de responsa-
bilidad, la Ley Orgánica establece el principio de rendición de cuentas, 
al disponer en su artículo 11 que las autoridades y funcionarios de la 
Administración Pública deben “rendir cuentas de los cargos que     
desempeñen en los términos y condiciones que determine la ley”. 

Debe indicarse, por último, que la Constitución, además de haber 
sido reiterativa en el establecimiento de la responsabilidad individual  
de los funcionarios en ejercicio del Poder Público (arts. 46,4; 199, 200, 
216, 222, 232, 241, 242, 244, 281,4 y 5; 285,4; 315), la ha reafirmado en 
particular respecto de los jueces por los daños causados a los ciudada-
nos en el ejercicio de sus funciones, por ejemplo, por retardo o error 
judicial (Arts. 49,8 y 255). 

2.  La responsabilidad patrimonial del Estado 

Pero además de haber establecido la responsabilidad individual 
de los funcionarios, una de las innovaciones importantes de la Consti-
tución de 1999 en materia de régimen general del ejercicio del Poder 
Público, fue la previsión expresa del principio de la responsabilidad 
patrimonial del Estado, es decir, de las personas jurídicas estatales, bá-
sicamente las que resultan de la distribución vertical del Poder Público 
(Repúblicas, Estados y de Municipios); por los daños y perjuicios que 
causen los funcionarios en ejercicio de sus funciones. 

En la Constitución de 1961, el principio de la responsabilidad del 
Estado se deducía de la previsión del artículo 47, que establecía que las 
personas no podían pretender que los entes estatales los indemnizaren 
sino por daños causados por “autoridades legítimas en ejercicio de su 
función pública”; y del artículo 206, que regulaba la jurisdicción con-
tencioso administrativa (equivalente al artículo 259 de la Constitución 
de 1999), al atribuirle a los tribunales de dicha jurisdicción, competen-
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cia para dictar sentencias de condena “al pago de sumas de dinero y a 
la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la 
Administración”. 

En la Constitución de 1999, sin embargo, se incluyó una norma 
expresa en la materia, con el siguiente texto: 

Artículo 140: El Estado responderá patrimonialmente por los daños que su-
fran los particulares en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la 
lesión sea imputable al funcionamiento de la Administración Pública. 

De la expresión “funcionamiento de la Administración Pública” se 
admite que la responsabilidad del Estado se puede originar cuando la 
lesión se derive tanto del “funcionamiento normal” como del “funcio-
namiento anormal” de la Administración Pública. 

Por otra parte, se observa de esta norma que la responsabilidad es 
del “Estado”, es decir, de las personas jurídicas estatales, en particular, 
de la República, de los Estados y de los Municipios en sus respectivos 
niveles territoriales, por el funcionamiento de sus Administraciones 
Públicas.  

En cuanto a la expresión “Administración Pública” utilizada en es-
te artículo, en todo caso, debe interpretarse conforme se utiliza la ex-
presión en el Título IV de la Constitución, donde está ubicada, abar-
cando no sólo la Administración Pública conformada por los órganos 
que ejercen el Poder Ejecutivo, en los tres niveles político territoriales, 
sino la conformada por los órganos que ejercen el Poder Ciudadano y 
el Poder Electoral, así como la Administración Pública que constituye 
la Dirección Ejecutiva de la Magistratura del Tribunal Supremo de Jus-
ticia y las unidades administrativas de la Asamblea Nacional. 

La redacción de la norma, sin embargo, no permite su aplicación a 
los casos de responsabilidad del Estado legislador, causada, por ejem-
plo, al sancionar una ley. 
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El principio de la responsabilidad patrimonial del Estado por la 
actividad de la Administración Pública, por otra parte, lo reitera el artí-
culo 14 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, aún cuando 
en forma impropia, al disponer que la responsabilidad patrimonial se-
ría de la “Administración Pública”, cuando esta, como se ha señalado, 
no es un sujeto de derecho o persona jurídica. La norma, en efecto, se-
ñala: 

La Administración Pública será responsable ante los particulares por la ges-
tión de sus respectivos órganos, de conformidad con la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y la ley, sin perjuicio de la responsabili-
dad que corresponda a los funcionarios por su actuación. 

La Administración Pública responderá patrimonialmente por los daños que 
sufran los particulares, siempre que la lesión sea imputable a su funciona-
miento. 

La “Administración Pública”, en efecto, no puede ser responsable 
pues no es un sujeto de derecho. En la norma, sin duda, se ha utilizado 
la expresión como equivalente a las personas jurídicas estatales cuyos 
órganos administrativos (Administración Pública) han causado el da-
ño, de manera que la responsabilidad es propiamente de las personas 
jurídicas estatales político-territoriales, (República, Estado, Municipios, 
Distritos Metropolitanos), o descentralizadas (por ejemplo, los institu-
tos autónomos) que la Constitución comprende en la expresión “Esta-
do”. 

Ahora bien, sobre el principio de la responsabilidad patrimonial 
del Estado, el principio deriva del proceso natural de penetración del 
derecho administrativo en áreas tradicionales del derecho privado, pe-
ro sin haber tenido realmente un desarrollo autónomo100. Sólo ha sido a 

                                         

100  Véase Luis A Ortiz Álvarez, La Responsabilidad Patrimonial de la Administración Públi-
ca, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995; José Ignacio Hernández G., Reflexiones 
críticas sobre las bases constitucionales de la responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción. Análisis de la interpretación dada al artículo 140 de la Constitución de 1999, Caracas, 
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partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999 que la Sala 
Político Administrativa y la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
han venido avanzando en ello. 

Por supuesto, convenimos en que hoy es perfectamente admisible 
englobar los dos aspectos mencionados de la obligación resarcidora del 
Estado bajo la denominación general de “responsabilidad administra-
tiva”, que englobaría todas las reparaciones debidas por el Estado por 
daños causados por actividades administrativas tanto lícitas como ilíci-
tas. En cuanto a la responsabilidad por hecho ilícito, por supuesto, si-
gue rigiendo el derecho civil; y lo mismo se puede decir de la respon-
sabilidad por riesgo. En cuanto a la responsabilidad por daños causa-
dos por actividades legítimas y lícitas, en su regulación ha penetrado el 
derecho administrativo, no sólo desde antaño con la figura de la ex-
propiación que tiene individualidad propia101, sino con las previsiones 
de la Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio102 en cuyo articu-
lado se incluyó la norma del artículo 63 que dispone que si bien “los 
usos regulados y permitidos en los planos de ordenación del territorio 
se consideran limitaciones legales a la propiedad y, en consecuencia, 
no originan por si solos, derecho a indemnizar”, agregando que “Esta 
sólo podrá ser reclamada por los propietarios en los casos de limitacio-
nes que desnaturalicen las facultades del derecho de propiedad, siem-
pre que produzcan un daño cierto, efectivo, individualizado, actual y 
cuantificable económicamente”103. En esta forma, como hace más de 
una década precisó la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Políti-

                              

2004. Véase la jurisprudencia en Luis Ortiz Álvarez, Jurisprudencia de la responsabili-
dad extracontractual del Estado (1961-1997), Caracas 1997en genera 

101  Ley de Expropiación por causa de utilidad pública o social, G.O. Nº 37.475 de 01-07-
2002. Véase Allan R. Brewer-Carías et al., Ley de Expropiación por causa de utilidad pú-
blica o social, Caracas, 2002. 

102  G.O. Nº 3.238 Extra. de 11-8-83. 
103  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estudios de Derecho Público, Tomo II (Labor en el Sena-

do 1983), Caracas, 1984, p. 178. 
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co Administrativa en sentencia de 27-1-94, “el régimen de responsabi-
lidad del Estado por sus actos lícitos, aparece en la legislación venezo-
lana en el artículo 63 de la Ley Orgánica para la Ordenación del Terri-
torio”, agregando que: 

Contemporáneamente los textos constitucionales y legales no circunscriben la 
indemnización únicamente a la pérdida de la propiedad por expropiación, o 
por los hechos ilícitos de la Administración, sino que la extienden a cualquier 
lesión a derechos o intereses legítimos, por ejemplo, las privaciones singula-
res de los atributos esenciales de la propiedad, a pesar de que provengan de 
sus actos lícitos... 

...Por otra lado, observa la Sala, que los fundamentos constitucionales del ré-
gimen de responsabilidad antes señalado, se encuentran en los artículos 206 y 
46 de la Constitución , que contempla el deber de indemnizar por parte de la 
Administración, derivados de su responsabilidad en general o por la actua-
ción de sus funcionarios competentes, de donde se desprende su obligación 
de indemnizar los daños causados a los particulares, aun por sus actos lícitos, 
como serían los emanados de dichos funcionarios”104. 

En esta forma, el derecho administrativo, en la configuración de la 
responsabilidad del Estado, conforme a la orientación del derecho 
comparado y aún tardíamente, ha penetrado definitivamente en el de-
recho privado, y sin dejar de aplicarse las normas del Código Civil pa-
ra exigir la responsabilidad administrativa con falta, ha impuesto sus 
propias normas y principios respecto de la responsabilidad administra-
tiva sin falta originada en actuaciones lícitas, pero sin que de ello pue-
da derivarse que se haya establecido un régimen general de responsa-
bilidad objetiva general del Estado105, o que la responsabilidad admi-
nistrativa esté regida exclusivamente por el derecho administrativo. En 

                                         

104  Véase Caso: Promociones Terra Cardón C.A., en Revista de Derecho Público, Nº 57-58, 
Editorial Jurídica venezolana, Caracas, 1994, pp. 198 y ss. Véase también en Allan R. 
Brewer-Carías y Luis A. Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones..., cit., pp. 282-283. 

105  Como lo ha dicho la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia 
en sentencia de 15-06-2000, en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica ve-
nezolana, Caracas, 2000, pp. 241 y ss. 
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definitiva, como lo estableció la misma Sala Político Administrativa de 
la antigua Corte Suprema en sentencia de 25 de enero de 1996 (caso: 
Hermes Figueroa vs. Instituto Autónomo Ferrocarriles del Estado):  

El fundamento para exigir una responsabilidad patrimonial del Estado varía 
si se trata de la llamada responsabilidad con falta o se trata de la llamada res-
ponsabilidad sin falta. En este último caso, se está frente a un caso de respon-
sabilidad por acto lícito, acto respecto del cual la exigencia de indemnización 
viene dada por el principio de igualdad ante las cargas públicas. En cambio, 
en el caso de la llamada responsabilidad con culpa, de lo que se trata es de 
una exigencia de indemnización derivada de una actuación ilícita del Estado 
productora de daños.106 

En todo caso, como se dijo, la evolución del régimen de la respon-
sabilidad administrativa ha conducido a la inclusión en la Constitución 
de 1999 del artículo 140, consagrándose la responsabilidad patrimonial 
del Estado, por los daños causados a los particulares imputables al 
funcionamiento tanto normal o anormal (lícito o ilícito) de la Adminis-
tración Pública, lo que no implica la exclusión de la aplicación del de-
recho civil como lo ha afirmado, por ejemplo, la Sala Político Adminis-
trativa del Tribunal Supremo107.  

De esta norma, en efecto, en nuestro criterio se deriva lo siguiente: 

En primer lugar, que la responsabilidad del Estado se puede gene-
rar por daños causados a los particulares por culpa imputable a la 
Administración, como consecuencia de los actos u omisiones de sus 
funcionarios conforme a los principios del artículo 1.185 del Código 
Civil. 

 Se trata, en este caso, de daños causados por lesiones imputables 
al funcionamiento anormal de la Administración que es el que origina 
                                         

106  Véase en Allan R. Brewer-Carías y Luis A. Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones..., cit. 
p. 307. 

107  Véase la sentencia de 15-06-2000 (Caso: Eleoriente) en Revista de Derecho Público, Nº 
82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 241 y ss. 
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el hecho ilícito, es decir, por lesiones producidas por actividades ilega-
les, contrarias a derecho o que no son realizadas con sometimiento ple-
no a la ley y al derecho como lo exige el artículo 141 de la Constitución, 
y que sean imputables a los funcionaros o titulares de los órganos del 
Estado.  

En segundo lugar, que la responsabilidad del Estado se puede tam-
bién generar por daños causados a los particulares por lesiones impu-
tables al funcionamiento anormal de la Administración Pública, pero 
sin que sea necesario establecer culpa alguna de los funcionarios o titu-
lares de los órganos del Estado, como consecuencia de la teoría del 
riesgo de acuerdo con lo establecido en los artículos 1.192, 1.193 y 1.194 
del Código Civil.; y siempre que no se de alguna de las causas eximen-
tes de la responsabilidad consagrada en dichas normas del Código Ci-
vil y que la Administración también podría invocar: cuando el daño ha 
sido causado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero o por 
caso fortuito o fuerza mayor  

En tercer lugar, que la responsabilidad del Estado se puede tam-
bién generar por daños causados a los particulares, sin que haya culpa 
imputable a la Administración y, por tanto, aún cuando haya habido 
sometimiento pleno a la ley y al derecho, y que por tanto sean deriva-
dos de lesiones causadas por el funcionamiento normal de la Adminis-
tración.  

En estos casos, el Estado debe también reparar los daños causados 
por la lesión, pues el particular, conforme al principio de la igualdad 
ante las cargas públicas, no está legalmente obligado a soportar indivi-
dualmente el daño que se le causa; y siempre, por supuesto, que no se 
de alguna de las causas eximentes de la responsabilidad que consagra 
el artículo 1.193 del Código Civil y que la Administración también po-
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dría invocar: cuando el daño ha sido causado por falta de la víctima, 
por el hecho de un tercero o por caso fortuito o fuerza mayor108 

En estos casos, como lo ha señalado la Sala Político Administrativa 
del Tribunal Supremo, “lo determinante es que los particulares no es-
tán obligados a soportar sin indemnización el daño sufrido, indistin-
tamente si el daño ha sido causado por el funcionamiento normal o 
anormal” de la Administración109. Por ello, cuando la Sala Constitucio-
nal del Tribunal Supremo ha señalado que la responsabilidad adminis-
trativa” debe ser apreciada de manera objetiva”, en nuestro criterio es 
sólo porque descarta “la culpa del funcionario como fundamento único 
del sistema indemnizatorio”110. Por ello, la Sala Político-Administrativa 
del Tribunal Supremo, en sentencia de 21-08-2003 (Caso: Rogelio Carta-
za Acosta) ha señalado que la Constitución de 1999 “Establece un siste-
ma mixto de responsabilidad patrimonial del Estado, en el cual se 
combinan la responsabilidad objetiva o sin falta de la Administración y 
la responsabilidad con falta o por funcionamiento anormal de la mis-
ma”; lo que condujo a la Sala a señalar que a los fines de establecer la 
responsabilidad del Estado, si bien debe constatarse “que se ha produ-
cido un daño patrimonial a un particular que no está obligado a sopor-
tar”: 

Ese daño o lesión puede darse como consecuencia de una actuación legítima 
de la Administración (en cuyo caso deben utilizarse la teoría del riesgo y del 
principio de igualdad ante las cargas públicas), o como consecuencia de un 

                                         

108  Véase la sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 25-03-
2003 (Caso CADAFE), en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas, 2003, pp. 131 y ss. 

109  Véase la sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de 09-10-
2001 (Caso: Hugo Eunices Betancourt), en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 2001, pp. 79 y ss. 

110  Véase la sentencia de 19-11-2002 (Caso: Gladis de Carmona) de revisión de la sentencia 
de 15-05-2001 de la Sala Político Administrativa, en Revista de Derecho Público, Nº 89-
92, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 110 y ss. 
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funcionamiento anormal de la Administración (donde debe establecerse si 
hubo una violación a las obligaciones administrativas)111. 

La Sala Político Administrativa ha señalado en la misma línea de 
razonamiento, en sentencia de 20 de junio de 2004 (Caso: Rister Deltony 

Rodríguez) que, por una parte, “el Estado responde ordinariamente por 
el funcionamiento “anormal” (o por falta) de las instituciones del Po-
der Público y sus órganos, en el cumplimiento o realización de sus 
compromisos, cometidos y fines…, por otra parte, el Estado responde  
extraordinariamente por el funcionamiento “normal” (o sin falta) de 
las instituciones del Poder Público y sus órganos, esto es, por los actos, 
hechos u omisiones que causen un daño o perjuicio sobre la esfera ju-
rídico-subjetiva de los conciudadanos, el cual pueda ser individualiza-
do, valorado y estimulado, aunque aquellos se ajusten o se presuma 
que sean conformes con el derecho positivo…”112. 

XI.  EL PRINCIPIO DE LA UNIVERSALIDAD DEL CONTROL JUDI-
CIAL SOBRE LOS ACTOS ESTATALES 

La consecuencia de los principios de supremacía constitucional, de 
formación del derecho por grados y de legalidad es que todos los actos 

                                         

111  Véase la cita en José Ignacio Hernández G., Reflexiones críticas… cit., p. 48.  
112  Citada en José Ignacio Hernández G., Reflexiones críticas… cit., pp. 63-64. De lo ante-

rior es que entonces José Ignacio Hernández deriva su conclusión sobre la interpre-
tación del artículo 140 de la Constitución, en el sentido de que dicha norma: No im-
pone un sistema de responsabilidad sin culpa de la Administración. Exige que la 
administración repare los daños por ella ocasionados, pero tales daños han de ser 
antijurídicos, y como tales, contrarios al ordenamiento jurídico, sea que la Adminis-
tración haya procurado el daño en ejercicio de sus potestades, pero lesionando dis-
criminatoriamente a determinado particular (lo que produciría la ruptura del equili-
brio de las cargas públicas); haya creado una situación de riesgo en beneficio propio 
(lo que nos conduciría a los tradicionales supuestos de responsabilidad sin culpa del 
Código Civil) o sea que haya procurado el daño actuando indebidamente. Como se 
ve, y en estricto sentido, la responsabilidad sin culpa –o por riesgo creado- es sólo 
una de las tres situaciones de responsabilidad que encuentran cobijo en el artículo 
140 de la Constitución”. Idem, p. 52. 
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estatales están sometidos a control judicial, por lo que en el ordena-
miento jurídico venezolano no hay actos estatales excluidos de control.  
De allí el décimo primer principio fundamental del derecho público en 
la Constitución de 1999: el de la universalidad del control de los actos 
estatales por parte de los órganos del Poder Judicial. 

Por ello, dejando aparte el control judicial que se ejerce sobre los 
actos judiciales (sistemas procesales de apelación, acción de amparo, 
recursos de revisión, recurso de casación), los demás actos estatales es-
tán sujetos al control judicial por parte de los jueces competentes para 
ejercer tanto la justicia constitucional como la justicia administrativa.  

1. La justicia constitucional: el carácter mixto o integral del sistema de 

control de constitucionalidad de los actos estatales 

La antigua Corte Suprema de Justicia al referirse al ámbito del 
control de la constitucionalidad de las leyes, señaló que está encomen-
dado: 

No tan sólo al Supremo Tribunal de la República, sino a los jueces en general, 
cualquiera sea su grado y por ínfima que fuere su categoría. Basta que el fun-
cionaria forme parte de la rama judicial para ser custodio de la Constitución y 
aplicar, en consecuencia, las normas de ésta prevalecientemente a las leyes 
ordinarias... Empero, la aplicación de la norma fundamental por parte de los 
jueces de grado, sólo surte efecto en el caso concreto debatido, y no alcanza, 
por lo mismo, sino a las partes interesadas en el conflicto; en tanto, que cuan-
do se trata de la ilegitimidad constitucional de las leyes pronunciadas por el 
Supremo Tribunal en ejercicio de su función soberana, como intérprete de la 
Constitución y en respuesta a la acción pertinente, loa efectos de la decisión 
se extienden erga omnes y cobran fuerza de ley. En el primer caso, el control es 
incidental y especial; y en el segundo, principal y general; y cuando éste ocu-
rre, vale decir, cuando el recurso es autónomo, éste es formal o material, se-
gún que la nulidad verse sobre una irregularidad concerniente al proceso ela-
borativo de la ley, o bien que no obstante haberse legislado regularmente en 
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el aspecto formalista, el contenido intrínseca de la norma adolezca de vicios 
sustanciales113. 

En consecuencia, el sistema venezolano de justicia constitucional 
es un sistema mixto, en el cual el control difuso de la constitucionali-
dad está atribuido a todos los tribunales de la República, y el sistema 
concentrado, con relación a las leyes y demás actos de rango legal o de 
ejecución directa e inmediata de la Constitución, está atribuido a la Sa-
la Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia114.  

 

A.  El control concentrado de la constitucionalidad 

En efecto, la Constitución establece en forma expresa en sus artícu-
los 266, 334 y 336 la competencia de la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia para declarar la nulidad por inconstitucionalidad, 
de las leyes y demás actos de los cuerpos deliberantes de carácter na-
cional, estadal o municipal dictados en ejecución directa de la Consti-
tución, así como de los actos con rango legal dictados por el Ejecutivo 
Nacional.  

Es decir, la Constitución prevé un control judicial concentrado de 
la constitucionalidad de todos los actos estatales, con exclusión de los ac-
tos judiciales y de los actos administrativos respecto de los cuales pre-
vé medios específicos de control de legalidad y constitucionalidad (re-
curso de casación, apelaciones y jurisdicción contencioso administrati-
va).  

De acuerdo a la Constitución, por tanto, existe un control concen-
trado de la constitucionalidad a cargo de la Jurisdicción Constitucional 

                                         

113  Véase sentencia CF de 19-6-53, en G.F., Nº 1, 1953, pp. 77 y 78. 
114  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Institu-

ciones Políticas y Constitucionales, op. cit., pp. 86 y ss. 
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que corresponde a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Jus-
ticia, y que conforme al artículo 334,  

Corresponde exclusivamente a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia como jurisdicción constitucional, declarar la nulidad de las leyes y 
demás actos de los órganos que ejercen el Poder Público dictados en ejecución 
directa e inmediata de la Constitución o que tengan rango de ley. 

Este control concentrado de la constitucionalidad está reservado, 
en el nivel nacional, a los actos estatales de rango legal o de ejecución 
directa de la Constitución (leyes, actos parlamentarios sin forma de ley 
y actos de gobierno); en el nivel estada], a las leyes emanadas de las 
Asambleas Legislativas y demás actos de ejecución directa de la Cons-
titución; y en el nivel municipal, a las Ordenanzas Municipales, consi-
deradas invariablemente como leyes locales, y demás actos de ejecu-
ción directa de la Constitución.  

Mediante este control, la Sala Constitucional del Tribunal Supre-
mo de Justicia, declara su nulidad con efectos erga omnes, cuando sean 
violatorios o colidan con la Constitución. Se trata, por tanto, como 
hemos dicho, de un control concentrado de la constitucionalidad de las 
leyes, y otros actos estatales de rango legal o de ejecución directa e in-
mediata de la Constitución atribuido a la Sala Constitucional.  

Por tanto, conforme a dicho artículo 334, la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo, como Jurisdicción Constitucional, requerida me-
diante acción popular, como ha sido la tradición venezolana115 tiene las 
siguientes atribuciones de control concentrado de la constitucionalidad 
de determinados actos estatales, con poderes anulatorios, previstas en 
el artículo 336: 

                                         

115 Véase Allan R. Brewer-Carías, La Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones Políti-
cas y Constitucionales, op. cit., p. 137 y ss. 
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1. Declarar la nulidad total o parcial de las leyes nacionales y demás actos 
con rango de ley de la Asamblea Nacional que colidan con esta Constitu-
ción. 

2. Declarar la nulidad total o parcial de las Constituciones y leyes estadales, 
de las ordenanzas municipales y demás actos de los cuerpos deliberantes 
de los Estados y Municipios dictados en ejecución directa e inmediata de la 
Constitución y que colidan con ésta. 

3. Declarar la nulidad total o parcial de los actos con rango de ley dictados 
por el Ejecutivo Nacional que colidan con esta Constitución. 

4. Declarar la nulidad total o parcial de los actos en ejecución directa e inme-
diata de la Constitución, dictados por cualquier otro órgano estatal en 
ejercicio del Poder Público. 

De esta enumeración, por supuesto, resulta que sólo los actos sub-
constitucionales pueden ser objeto de control de la constitucionalidad 
por la Sala Constitucional, quedando excluidas las normas de la propia 
Constitución de dicho control116. Los actos de reforma constitucional, 
sin embargo, si llegasen a vulnerar las cláusulas pétreas de la Constitu-
ción o si no se adaptan a las previsiones formales establecidas en los 
artículos del Texto, en nuestro criterio, podrían ser objeto de control, 
pues en definitiva, como producto del poder constituyente instituido, 
serían actos de ejecución directa e inmediata de la Constitución. 

La Sala Constitucional, sobre el artículo 334 de la Constitución, la 
jurisdicción constitucional y el control concentrado de la constituciona-
lidad, estableció una interpretación vinculante en la sentencia Nº 833 
de 25 de mayo de 2001 (Caso: Instituto Autónomo Policía Municipal de 

Chacao vs. Corte Primera de lo Contencioso Administrativo), en los siguien-
tes términos: 

La jurisdicción constitucional tiene encomendado el control concentrado de la 
Constitución. Ese control concentrado, que corresponde con exclusividad a la 

                                         

116  Véase sentencia Nº 1140 de 05-10-2000 de la Sala Constitucional en Revista de Derecho 
Público, Nº 84, (octubre-diciembre), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 
101. 
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Sala Constitucional conforme al artículo 334 antes citado, otorga competencia 
a esta Sala para declarar la nulidad de: 

1) Leyes; 

2) Actos de los órganos que ejercen el Poder Público, dictados en eje-
cución directa e inmediata de la Constitución; 

3) Actos de los órganos que ejercen el Poder Público que tengan ran-
go de ley. 

El artículo 336 eiusdem, aclara la enumeración del artículo 334 en su tercer pa-
rágrafo, y considera leyes: 

1)  Las nacionales emanadas de la Asamblea Nacional (numeral 1); 

2)  Actos con rango de ley, emanados de la Asamblea Nacional (nu-
meral 2); 

3)  Constituciones Estadales (numeral 2); 

4)  Leyes Estadales (numeral 2); 

5)  Ordenanzas Municipales (numeral 2); 

6)  Actos con rango de ley dictados por el Ejecutivo Nacional (nume-
ral 3). 

De este último tipo de actos, los decretos leyes dictados por el Ejecutivo (artí-
culo 336, numeral 10), producto de leyes habilitantes, son actos con rango de 
ley, y como leyes son de igual naturaleza que la normativa dictada por la Sala 
Plena de este Tribunal Supremo de Justicia en el ejercicio del artículo 267 
constitucional…117. 

B. El control difuso de la constitucionalidad 

Pero además, el artículo 334 de la Constitución también dispone 
que 

Artículo 334. Todos los jueces o juezas de la República, en el ámbito de sus 
competencias y conforme a lo previsto en esta Constitución y en la ley, están 
en la obligación de asegurar la integridad de esta Constitución. 

                                         

117  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
2001, pp. 370 (En prensa). 



 100 

En caso de incompatibilidad entre esta Constitución y una ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales, correspondiendo a los 
tribunales en cualquier causa, aun de oficio, decidir lo conducente 

Adicionalmente el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil y 
el artículo 19 del Código Orgánico Procesal Civil permiten a todos los 
tribunales de la República, cuando decidan un caso concreto, el decla-
rar la inaplicabilidad de las leyes y demás actos estatales normativos 
cuando estimen que son inconstitucionales, dándole por tanto prefe-
rencia a las normas constitucionales. En estos casos cuando el juez de-
clara inaplicable una ley al caso concreto, su decisión tiene carácter in-
cidental y efectos inter partes, considerándose a la ley como si nunca 
hubiera existido o producido efectos en el caso concreto. 

Por tanto, el sistema venezolano de control de la constitucionali-
dad de las leyes y otros actos estatales, puede decirse que es uno de los 
más amplios conocidos en el mundo actual si se lo compara con los que 
muestra el derecho comparado, pues mezcla el llamado control difuso 
de la constitucionalidad de las leyes con el control concentrado de la 
constitucionalidad de las mismas118. 

2.  La justicia administrativa: el control de constitucionalidad y de le-

galidad de los actos administrativos 

A.  La constitucionalización del contencioso administrativo 

Ahora bien, para asegurar la sumisión de los reglamentos y demás 
actos administrativos al derecho, conforme al principio de la legalidad 
que deriva del Estado de Derecho y a la tradición constitucional que se 

                                         

118 De acuerdo a la terminología acuñada por Piero Calamandrei, La illegittimitá Costitu-
zionale delle Leggi, Padova, 1950, p. 5; y difundida por Mario Capelletti, Judicial Review 
in the contemporary World, Indianápolis, 1971. Véase Allan R. Brewer-Carías, Judicial re-
view in comparative law, Cambridge University Press, 1989. Véase además, Allan R. 
Brewer-Carías, El sistema mixto o integral de control de constitucionalidad en Colombia y 
Venezuela, Bogotá, 1995. 
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inicia en 1925 y se consolida en la Constitución de 1961, la Constitución 
de 1999 ha previsto la garantía judicial específica a cargo de la Jurisdic-
ción contencioso-administrativa, es decir, al conjunto de órganos judi-
ciales encargados de controlar la legalidad y de la legitimidad de las 
actuaciones de la Administración, tanto por sus actos, omisiones y en 
general la actividad administrativa, como por las relaciones jurídico-
administrativas en las cuales aquélla intervenga119. 

La norma fundamental que constitucionaliza esta jurisdicción en 
Venezuela está contenida en el artículo 259 de la Constitución de 
1999120, cuyo texto es el siguiente: 

La jurisdicción contencioso-administrativa corresponde al Tribunal Supremo 
de Justicia y a los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la 
jurisdicción contencioso-administrativa son competentes para anular los actos 
administrativos generales o individuales contrarios a derecho, incluso por 
desviación de poder; condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación 
de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Administración; 
conocer de reclamos por la prestación de servicios públicos y disponer lo ne-
cesario para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesio-
nadas por la actividad administrativa. 

Ha sido precisamente con base en esta norma constitucional, que 
repite casi textualmente el contenido del artículo 206 de la anterior 
Constitución de 1961, que en Venezuela se ha desarrollado la jurisdic-
ción contencioso-administrativa que se ejerce por la Sala Político Ad-
ministrativa del Tribunal Supremo de Justicia y otros tribunales esta-
blecidos por ley. La configuración de dicha jurisdicción, por otra parte, 
se ha completado en la Constitución de 1999, al regularse también en el 
artículo 297, a la “jurisdicción contencioso electoral” atribuyéndose su 
ejercicio a la “Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia y los de-

                                         

119 Allan R. Brewer-Carías, Las Instituciones Fundamentales del Derecho Administrativo y. la 
Jurisprudencia Venezolana. Publicaciones de la Facultad de Derecho, Universidad Cen-
tral de Venezuela, Caracas, 1964, pp. 295 y ss. 

120. Véase en general Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitu-
cional Venezolano, 2 Tomos, Caracas, 2004  
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más tribunales que determine la ley”; especializándose así, el control 
de legalidad e inconstitucionalidad de los actos administrativos dicta-
dos por los órganos del Poder Electoral. 

Con base en el artículo 259 de la Constitución (equivalente al 206 
de la Constitución de 1961), fue la jurisprudencia de la antigua Corte 
Suprema de Justicia la que elaboró las bases del contencioso adminis-
trativo121, las cuales desarrolladas por la doctrina nacional122, conduje-

                                         

121. En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la 
Corte Suprema 1930-74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto de Derecho Público, Facultad de De-
recho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer-Carías y 
Luís Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones de la jurisprudencia Contencioso Administrati-
va, Caracas, 1996; y: Luís Ortiz-Álvarez, Jurisprudencia de medidas cautelares en el con-
tencioso-administrativo (1980-1994), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. 

122. Luis Torrealba Narváez, "Consideraciones acerca de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, su Procedimiento y Algunas Relaciones de éste con el de la Jurisdic-
ción Judicial Civil", en Anales de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Vene-
zuela, Caracas, 1951; Hildegard Rondón de Sansó, El Sistema Contencioso-
Administrativo de la Carrera Administrativa. Instituciones Procedimiento y Jurispru-
dencia, Ediciones Magón, Caracas, 1974. Véase asimismo, Allan R. Brewer-Carías, 
Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, pp. 281 y ss; José Araujo Juárez, Jo-
sé, Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1996; Allan R. 
Brewer-Carías, Contencioso Administrativo, Tomo VII, Instituciones Políticas y Constitu-
cionales, Caracas-San Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, Reflexiones para la re-
forma del sistema contencioso administrativo venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 
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ron a la elaboración de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema 
de Justicia de 1976123, en cuyas normas se reguló el procedimiento con-
tencioso-administrativo ante la Corte; situación que continuó con la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia124. 

Los principios del procedimiento contencioso administrativo que 
se regularon en los artículos 18 a 21 de la nueva Ley Orgánica del Tri-
bunal Supremo, siguiendo literalmente lo que regulaba la derogada 
Ley Orgánica. Sin embargo, se dispuso en la Disposición Derogatoria, 
Transitoria y Final de la Ley, que mientras se dictase la Ley de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa, sólo se aplicaría al desarrollado 
ante el propio Tribunal Supremo. En cuanto a “la jurisdicción especial 
para estas materias”, como se indica en dichas Disposición, podría en-
tenderse que ello se refiere a los tribunales inferiores con competencia 
contencioso administrativa, disponiéndose que la Sala Plena debía dic-
tar un Reglamento Especial que regularía “el funcionamiento y la 
competencia de los tribunales respectivos”. 

Tanto la Constitución de 1961 como la de 1999 atribuyeron al Le-
gislador una amplia potestad para la determinación de los tribunales 
que integran tanto la jurisdicción contencioso administrativa como la 
jurisdicción contencioso electoral, con las solas limitaciones constitu-
cionales en el sentido de que conforme al artículo 266, sólo el Tribunal 
Supremo de Justicia tiene competencia para:  

4. Dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la Repú-
blica, algún Estado, Municipio u otro ente público, cuando la otra parte 
sea alguna de esas mismas entidades, a menos que se trate de controver-

                              

prudenciales del contencioso- administrativo en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios 
Jurídicos del Estado Lara, Diario de Tribunales Editores, S.R.L. Barquisimeto, 1993.  

123. Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 (LOCSJ) en Ga-
ceta Oficial Nº 1.893, Extraordinaria del 30-07-76. 

124. Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), Gaceta Oficial, Nº 37942 de 
20-05-2004 
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sias entre Municipios de un mismo Estado, caso en el cual la ley podrá 
atribuir su conocimiento a otro tribunal. 

5. Declarar la nulidad total o parcial de los reglamentos y demás actos 
administrativos generales o individuales del Ejecutivo Nacional, cuando 
sea procedente. 

6. Conocer de los recursos de interpretación sobre el contenido y alcance 
de los textos legales, en los términos contemplados en la ley. 

Al reservarse al Tribunal Supremo, en general, la declaratoria de 
nulidad de los actos administrativos del Ejecutivo Nacional, cuando 
sea procedente, por supuesto se dejó implícitamente a los demás Tri-
bunales de la jurisdicción contencioso-administrativa la competencia 
para declarar la nulidad de los actos de las autoridades administrativas 
de los Estados y Municipios. Por supuesto en cuanto a las demás auto-
ridades nacionales que no conforman estrictamente el "Ejecutivo Na-
cional", el control contencioso-administrativo de sus actos, constitucio-
nalmente puede atribuirse a otros Tribunales distintos del Tribunal 
Supremo de Justicia, tanto por razones de inconstitucionalidad cómo 
de ilegalidad, como parcialmente lo hizo la derogada Ley Orgánica de 
la Corte Suprema de Justicia de 1976, al crear transitoriamente la Corte 
Primera de lo Contencioso-Administrativo y atribuirle competencia en 
dicha materia al igual que a ciertos Tribunales Superiores con compe-
tencia en lo civil. 

Ahora bien, la importancia del texto del artículo 259 de la Consti-
tución, y su efecto inmediato, que es la constitucionalización de la ju-
risdicción contencioso-administrativa, radica en los siguientes cuatro 
aspectos125. 

En primer lugar, en la universalidad del control que la Constitución 
regula respecto de los actos administrativos, en el sentido, de que to-
dos, absolutamente todos los actos administrativos pueden ser someti-

                                         

125. Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezue-
la, Caracas, 1993. 
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dos a control judicial por los órganos de la jurisdicción contencioso- 
administrativa, por contrariedad al derecho, es decir, sea cual sea el 
motivo de la misma: inconstitucionalidad o ilegalidad en sentido es-
tricto. La Constitución no admite excepciones, y como lo explicó la Ex-
posición de Motivos de la Constitución de 1961, la fórmula "contrarios 
a derecho es una enunciación general que evita una enumeración que 
puede ser peligrosa al dejar fuera de control algunos actos administra-
tivos". 

Por tanto, la intención de los proyectistas de la norma, tanto en la 
Constitución de 1961 como en la de 1999, fue la de que a todos los actos 
administrativos, por cualquier motivo de contrariedad al derecho, pu-
dieran ser controlados por los Tribunales que conforman la jurisdicción 
contencioso-administrativa. Ello, por supuesto, trae una consecuencia 
fundamental: cualquier exclusión de control respecto de actos adminis-
trativos específicos sería inconstitucional, sea que dicha exclusión se 
haga por vía de ley o por las propias decisiones de los Tribunales, en 
particular, del propio Tribunal Supremo de Justicia. 

A los efectos de asegurar la universalidad del control contencioso 
administrativo, han sido los propios órganos de la jurisdicción conten-
cioso administrativa los que han venido ampliando el concepto de acto 
administrativo, a los efectos de asegurar que todo acto administrativo 
pueda ser objeto de control judicial, de manera que no haya actos ad-
ministrativos que queden excluidos de control126. Es la tendencia a la 
universalidad del control que hemos destacado en otro lugar127, lo que 

                                         

126  Véase por ejemplo la sentencia de la CSJ-SPA de 11.8.93 en la cual se afirma que “la 
jurisdicción contencioso administrativa... abarca, sin excepción, a todos los actos 
administrativos” por lo que desaplicó por inconstitucional el art. 519 de la Ley Or-
gánica del Trabajo que excluía el recurso contencioso-administrativo contra las deci-
siones de los Inspectores del Trabajo favorable a los sindicatos. Revista de Derecho Pú-
blico Nº 55-56, Caracas, 1993, p. 390. 

127  Véase Allan R. Brewer Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en 
Venezuela, Caracas, 1993, pp. 19 y ss. 
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ha permitido, como hemos señalado, someter a control de legalidad y 
constitucionalidad a los actos administrativos dictados por las Admi-
nistraciones Públicas en función normativa y jurisdiccional, así como 
los actos administrativos dictados por otros órganos del Estado distin-
tos a la Administración Pública y por entes de derecho privado o de 
derecho público no estatales, y por particulares dictados en función 
normativa o administrativa128. 

En segundo lugar y como consecuencia de esta tendencia hacia la 
universalidad del control, está el elenco de recursos y acciones puestos a 
disposición de los particulares para acceder a la justicia contencioso 
administrativa que, por supuesto, además del recurso de nulidad     
contra los actos administrativos de efectos generales o de efectos parti-
culares, o contra los actos administrativos generales o individuales, con 
o sin pretensión de amparo constitucional, comprende el recurso por 
abstención o negativa de los funcionarios públicos a actuar conforme a 
las obligaciones legales que tienen; el recurso de interpretación; el con-
junto de demandas contra los entes públicos; y las acciones para resol-
ver los conflictos entre autoridades administrativas del Estado. 

Pero en tercer lugar, la importancia de la constitucionalización de 
la jurisdicción contencioso-administrativa, es decir, del control judicial 
de constitucionalidad y legalidad de todos los actos administrativos, 
está en que no sólo la norma constitucional del artículo 259 persigue 
una asignación de competencias a unos órganos judiciales, sino en que 
consagra un derecho fundamental del ciudadano a la tutela judicial efectiva 

frente a la Administración, en el sentido de lo establecido en el artículo 26 
de la propia Constitución y en el artículo 18, primer párrafo de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo. En esta forma, la jurisdicción conten-
cioso administrativa se configura constitucionalmente como un ins-
trumento procesal de protección de los administrados frente a la Ad-

                                         

128  Idem, pp. 25 y ss. 
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ministración, y no como un mecanismo de protección de la Adminis-
tración frente a los particulares. De allí la ratificación del principio de 
la universalidad del control, en el sentido de que tratándose de un de-
recho constitucional al mismo, no podría el Legislador excluir de con-
trol a determinados actos administrativos. Por otra parte, tratándose de 
un derecho fundamental al control, en la relación privilegios estatales-
libertad ciudadana, esta última debe prevalecer. 

Además, en cuarto lugar, la forma como están concebidas constitu-
cionalmente la universalidad de control y el derecho ciudadano a la 
tutela judicial frente a la Administración, implica la asignación al juez 
contencioso-administrativo de amplísimos poderes de tutela, no sólo de 
la legalidad objetiva que debe siempre ser respetada por la Adminis-
tración, sino de las diversas situaciones jurídicas subjetivas que pueden 
tener los particulares en relación a la Administración. Por ello, el juez 
contencioso-administrativo, de acuerdo a los propios términos del artí-
culo 259 de la Constitución, tiene competencia no sólo para anular los 
actos administrativos contrarios a derecho, sino para condenar a la 
Administración al pago de sumas de dinero y a la reparación de daños 
y perjuicios originados en responsabilidad de la misma, y además, pa-
ra disponer lo necesario para el restablecimiento de las situaciones ju-
rídicas subjetivas lesionadas por la autoridad administrativa, inclu-
yendo en la expresión "situaciones jurídicas subjetivas" no sólo el clási-
co derecho subjetivo, sino los derechos constitucionales y los propios 
intereses legítimos, personales y directos de los ciudadanos. 

B. El contencioso administrativo como fuero judicial de la Admi-

nistración 

Por otra parte, debe destacarse que a pesar de la expansión del 
contencioso-administrativo en relación a su objeto de control y a la 
presencia del derecho administrativo, hasta 2004 no se había constitui-
do en la jurisdicción especial de la Administración Pública. Es decir, la 
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jurisdicción contencioso-administrativa no constituía un fuero judicial 
específico del conjunto de sujetos de derecho que personifican al Esta-
do, su organización y funcionamiento ni del ejercicio de la función 
administrativa o de la actividad Administrativa Pública del Estado. 

En efecto tal como estaba regulada en la derogada Ley Orgánica 
de la Corte Suprema del Justicia (Arts. 42,15; 182,2 y 185,6), la compe-
tencia de la jurisdicción contencioso-administrativa en materia de de-
mandas contra los entes estatales, sólo se refería a las demandas contra 
la República y contra los Institutos Autónomos y las empresas del Es-
tado Nacionales129. En esta forma quedaba fuera del conocimiento de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, en primera instancia, las de-
mandas contra los Estados y Municipios y contra los institutos autó-
nomos y empresas del Estado estadales o municipales, aún cuando en 
segunda instancia conocieran de estas causas los Tribunales Superiores 
Contenciosos-Administrativos, mediante apelación. Ante estas regula-
ciones, sin embargo, la forma de penetración de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa en campos que normalmente le estaban excluidos, 
como el de las demandas contra los Estados y Municipios, fue a través 
de la teoría de los actos separables, lo que permitió someter al conoci-
miento de la jurisdicción, los actos administrativos unilaterales que se 
podían aislar de una relación jurídica contractual que se hubiera podi-
do concebir como “de derecho privado” y cuyo conocimiento, por tan-
to, no correspondería a la jurisdicción contencioso-administrativa130. 

En todo caso, en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2004, al 
reformarse las normas que transitoriamente rigen el contencioso-
administrativo, puede decirse que se ha buscado configurar a la juris-

                                         

129  Así se había interpretado por los órganos de la jurisdicción al aplicar la expresión 
“empresas del Estado”, reservando la jurisdicción sólo a las nacionales. Véase Allan 
R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias..., p. 44 y ss. 

130  Véase por ejemplo, sentencia CSJ-SPA, 26.6.90 (Caso: Karl Wuff), Revista de Derecho 
Público Nº 43, 1990, pp. 97-99. 
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dicción contencioso-administrativa como un fuero de la Administra-
ción Pública, en su globalidad, de manera que para que la misma juz-
gue la actuación de estas no sea necesario acudir a mecanismo indirec-
tos como el señalado. En efecto, en cuanto a las demandas contra los 
entes públicos, el artículo 5, párrafo 1º,24 atribuyó a la Sala Político 
Administrativa, competencia para “conocer de las demandas que se 
propongan contra la República, los Estados, los Municipios, o algún 
Instituto Autónomo, ente público o empresa, en la cual la República 
ejerza un control decisivo y permanente, en cuanto a su dirección o 
administración se refiere”. La Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo en sentencia Nº 1315 de 8 de septiembre de 2004, además, 
aplicando el principio de la unidad de competencia, estableció la com-
petencia de los tribunales contencioso administrativos, cuando sean los 
entes públicos los demandantes contra particulares131. 

Caracas abril 2005 
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